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Análisis de las sentencias dictadas hasta la fecha por la Sala IV del Tribunal Supremo (excluyendo las relativas a despido colectivo, objeto de otra ponencia) en las que se interpretan y aplican, de forma directa o indirecta, las normas procesales contenidas en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social (LRJS), (BOE 11-10-2011), en vigor desde el 11-diciembre-2011 (DF 7ª.1 LRJS), y que ha sufrido ulteriores modificaciones, especialmente, por: a) el Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (BOE 11-02-2012); b) el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad (BOE 14-07-2012);  c) la  Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (BOE 07-07-2012); y d) el Real Decreto-ley 11/2013, 2 agosto, para la protección de los trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social (BOE 03-08-2013).

El análisis se efectúa en 21 apartados, distinguiendo: a) los preceptos de la LRJS interpretados; b) las cuestiones suscitadas; y c) las sentencias de la Sala IV del Tribunal sobre el concreto tema.
I.1.- Precepto LRJS interpretado: 
Art. 2.b) LRJS: “Ámbito del orden jurisdiccional social”.- 

“Los órganos jurisdiccionales del orden social, por aplicación de lo establecido en el artículo anterior, conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan: … b) En relación con las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus causahabientes contra el empresario o contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, convencional o contractualmente responsabilidad, por los daños originados en el ámbito de la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, incluida la acción directa contra la aseguradora y sin perjuicio de la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente”.

I.2.- Cuestión suscitada: 

En acciones indemnizatorias por daños y perjuicios a consecuencia de accidente de trabajo la determinación del orden jurisdiccional competente (civil o social) para conocer del litigio cuando, además de contra el empresario, la acción se dirige contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, convencional o contractualmente responsabilidad, en el caso enjuiciado el arquitecto y el arquitecto técnico.
La determinación de la competencia para el conocimiento de las reclamaciones indemnizatorias de daños y perjuicios derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales había venido enfrentando tradicionalmente a los juzgados y tribunales del orden civil y del orden social. Los primeros manteniendo, como regla, su competencia por la vía de la culpa extracontractual o con fundamento en la competencia residual del orden civil (art. 9.2 LOPJ). Los segundos, defendiendo su competencia con base en que las condiciones de seguridad en el trabajo forman parte del vínculo laboral por lo que se trataba de un su supuesto culpa contractual y la responsabilidad era consecuencia de la infracción de una obligación de seguridad (incluso cuando se demandaba a terceros, entre otras, SSTS/IV 22-junio-2005 –rcud 786/2004 y 21-septiembre-2011 –rcud 3821/2010). 

Los conflictos entre ambas jurisdiccionales, resueltos reiteradamente por la correspondiente Sala Especial del Tribunal Supremo a favor del orden social, por tener sus resoluciones eficacia exclusiva para el caso concreto, no pusieron fin a la cuestión. 
En los últimos tiempos existía una línea jurisprudencial civil más favorable a la competencia del orden social argumentándose que “la responsabilidad por accidentes de trabajo nace del incumplimiento de una obligación legal, porque la ley está determinando el contenido obligacional del contrato de trabajo. La obligación de seguridad pertenece al ámbito estricto del contrato de trabajo, porque forma parte del contenido contractual al establecerlo la LPRL en el artículo 14. Se trata de una obligación general de diligencia incorporada por ley al contenido del contrato de trabajo” (entre otras, STS/I 15-enero-2008 –recurso 2374/2000), pero, en esa misma sentencia citada, se seguía manteniendo por la Sala Civil su competencia cuando la demanda se formulaba no solo contra el posible empresario responsable sino que se extendía a otras personas distintas al directo empresario (
); por lo que el esencial problema continuaba presente y la LRJS pretende solucionarlo, lo que efectúa en la línea seguida tradicionalmente por la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en especial en su art. 2.b) LRJS.

El art. 9.2 LOPJ establece que “Los Tribunales y Juzgados del orden civil conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional”, la LRJS, norma con rango de Ley podía atribuir las cuestiones ahora referidas al orden social, lo que ha efectuado. Además esta técnica legislativa, consistente en unificar en una jurisdicción la acción contra los diversos posibles sujetos responsables del daño dando preferencia a la que debe conocer de los asuntos del responsable principal, es utilizada por la propia LOPJ cuando regula la competencia del orden contencioso-administrativo en materia de responsabilidad patrimonial de la Administración pública, entre otros, en temas de asistencia sanitaria (art. 9.4 LOPJ en redacción dada por LO 19/2003, de 23 de diciembre) (
).

La referencia a que está “incluida la acción directa contra la aseguradora”, añadida a propuesta de magistrados civilistas, tiene por objeto excluir en esta materia social la regla de competencia del orden civil que pudiera derivarse de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, en cuyo art. 76 se regula la acción directa contra el asegurador (art. 76) (
). 

Por su parte, en el trámite legislativo se amplío también la competencia del orden social para el conocimiento de tal responsabilidad económica aun cuando se trate exclusivamente de funcionarios públicos o personal sanitario estatutario contra la Administración pública empleadora en materia de prevención de riesgos laborales, por formar parte del contenido de la relación funcionarial o estatutaria y no por la vía genérica de la denominada responsabilidad patrimonial en sentido estricto (“así como para conocer de la impugnación de las actuaciones de las Administraciones públicas en dicha materia respecto de todos sus empleados, bien sean éstos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o personal laboral, que podrán ejercer sus acciones, a estos fines, en igualdad de condiciones con los trabajadores por cuenta ajena, incluida la reclamación de responsabilidad derivada de los daños sufridos como consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales que forma parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral” –art. 2.e LRJS). 
Recordar que, por esta vía del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, unida o no a la posible vulneración de derechos fundamentales, la jurisdicción social es competente para conocer de la tutela jurisdiccional frente al acoso, aunque se trate de funcionarios o de personal estatutario, que podrán utilizar las diversas modalidades procesales reguladas en la LRJS con tal fin, incluida la de tutela de derechos fundamentales y de libertades públicas, pues no es un procedimiento exclusivo para la protección de tales derechos (arg. ex art. 178 y 184 LRJS). 

La competencia del orden social en el tema de la responsabilidad por daños en general o en especial, aunque afecten a terceros en conexión directa con el empresario, se extiende y reitera en otros preceptos de la LRJS. Entre otros, los relativos a los trabajadores autónomos económicamente dependientes (art. 2.d LRJS) (
); sobre tutela de los derechos de libertad sindical, huelga y demás derechos fundamentales y libertades públicas, incluida la prohibición de la discriminación y el acoso contra el empresario o terceros vinculados a éste por cualquier título, cuando la vulneración alegada tenga conexión directa con la prestación de servicios (art. 2.f en relación con arts. 177.1, 182.1.d y 183 LRJS); o sobre las controversias entre dos o más sindicatos, o entre éstos y las asociaciones empresariales (art. 2.f LRJS) (
).
I.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 30-octubre-2012 (rcud 2692/2011).- La sentencia de suplicación recurrida, dictada por el TSJ/Comunidad Valenciana en fecha 16-05-2011 (antes de la entrada en vigor de la LRJS), declara la incompetencia del orden social, apelando al art. 9.2 LOPJ y a la “vis atractiva” del orden civil. La sentencia invocada como de contradicción era la STS/IV 22-junio-2005 (rcud 786/2004, Sala General).- La Sala proclama la competencia del orden social, al tiempo que ya advierte que la doctrina jurisprudencial social queda reflejada en la nueva LRJS en cuyo art. 2.b) se proclama la competencia del orden social en estos casos. Razonándose, en esencia, que:

<“La sentencia de esta Sala de 21 de septiembre de 2011, recurso 3821/10, posterior a la dictada por la Sala Primera el 15 de enero de 2008, recurso 2374/00, ha seguido manteniendo la doctrina tradicional de esta Sala, entendiendo que es competencia del orden social de la jurisdicción el conocimiento de la reclamación de daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo cuando sean demandados además del empresario, personas que ninguna relación laboral tienen con el trabajador.

Dicha sentencia, tras poner de relieve que los órganos de la jurisdicción civil y la laboral coinciden en un punto esencial que es "la negativa a dividir la continencia de la causa, contiene el siguiente razonamiento: "Una vez sentada la premisa anterior deben entrar en juego los argumentos centrales de la sentencia de contraste de esta Sala del Tribunal Supremo, que compartimos y mantenemos aquí. Viene a decir nuestra sentencia precedente que el empresario asume en el contrato de trabajo la obligación de “garantizar la seguridad y salud de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo” (artículo 14.2 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales), deber que forma parte de las obligaciones propias del contrato de trabajo según la regulación legal de la relación individual de trabajo [artículos 4.2.d) y 19.1 del Estatuto de los Trabajadores]. El alcance de esta obligación contractual se extiende “a toda la esfera de influencia del contrato de trabajo, en cuyo campo el empleador es deudor de seguridad”, con independencia de que en la producción del accidente haya habido, como es frecuente que ocurra, intervención negligente de tercero que no tenga “vinculación contractual” con el trabajador. Esta responsabilidad contractual del empresario en casos de accidentes de trabajo de causalidad “compleja” debe ser enjuiciada, de acuerdo con la sentencia de contraste, por el orden social de la jurisdicción; doctrina que reiteramos en la presente decisión.

La combinación de las dos premisas anteriores llevaría, sin necesidad de más argumentación, a considerar que corresponde a la propia jurisdicción social el conocimiento de las cuestiones de responsabilidad extracontractual implicadas en un accidente de trabajo en el que se reclama también por incumplimiento del deber contractual de seguridad del empresario. Obligaría a ello el ya reseñado principio de evitación de la división de la causa enjuiciada. 

Pero STS sg 22-6-2005 añade otras dos razones a favor de la atribución de competencia íntegra al orden jurisdiccional social. La primera es que la responsabilidad extracontractual del tercero “se inserta en el campo propio del derecho laboral”, y por tanto en la “rama social del Derecho” (artículo 1 de la Ley de Procedimiento Laboral), aunque no exista vinculación contractual entre el responsable y el trabajador, “de forma que esta especial responsabilidad extracontractual queda englobada e inmersa en la extensa y compleja materia de la prevención de riesgos laborales en el trabajo”.

La segunda razón, de alcance limitado a responsabilidades no del empresario sino de compañeros de trabajo, estriba en que la competencia del artículo 2 a) de la Ley de Procedimiento Laboral (“cuestiones litigiosas que se promuevan … [e]ntre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo”) se refiere al id quod plerumque accidit, pero “no excluye en absoluto del campo de acción del orden jurisdiccional social a las acciones que unos trabajadores puedan dirigir contra otros con base y a causa de sus respectivos contratos de trabajo”. En la misma línea se ha pronunciado más tarde esta Sala del Tribunal Supremo en sentencia de 30 de enero de 2008 (rcud 2543/2008), en un asunto de acoso laboral por parte de un compañero de trabajo".

La doctrina jurisprudencial expuesta queda reflejada en la nueva Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, Ley 36/2011, de 10 de octubre, en cuyo artículo 2 b) se proclama la competencia del orden social "En relación con las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus causahabientes contra el empresario o contra aquellos a quienes se les atribuya legal, convencional o contractualmente responsabilidad por los daños originados en el ámbito de la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, incluida la acción directa contra la aseguradora y sin perjuicio de la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente">. 
II.1.- Preceptos LRJS interpretados: 

Art. 2.h) LRJS: “Los órganos jurisdiccionales del orden social, por aplicación de lo establecido en el artículo anterior, conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan: … h) Sobre impugnación de convenios colectivos y acuerdos, cualquiera que sea su eficacia, incluidos los concertados por las Administraciones públicas cuando sean de aplicación exclusiva a personal laboral; así como sobre impugnación de laudos arbitrales de naturaleza social, incluidos los dictados en sustitución de la negociación colectiva, en conflictos colectivos, en procedimientos de resolución de controversias y en procedimientos de consulta en movilidad geográfica, modificaciones colectivas de condiciones de trabajo y despidos colectivos, así como en suspensiones y reducciones temporales de jornada. De haberse dictado respecto de las Administraciones públicas, cuando dichos laudos afecten en exclusiva al personal laboral”.
Art. 3.e) LRJS: “No conocerán los órganos jurisdiccionales del orden social: … e) De los pactos o acuerdos concertados por las Administraciones públicas con arreglo a lo previsto en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, que sean de aplicación al personal funcionario o estatutario de los servicios de salud, ya sea de manera exclusiva o conjunta con el personal laboral; y sobre la composición de las Mesas de negociación sobre las condiciones de trabajo comunes al personal de relación administrativa y laboral”.

Art. 2.q) LRJS: “Los órganos jurisdiccionales del orden social, por aplicación de lo establecido en el artículo anterior, conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan: … q) En la aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social, incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro, siempre que su causa derive de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un convenio, pacto o acuerdo colectivo; así como de los complementos de prestaciones o de las indemnizaciones, especialmente en los supuestos de accidentes de trabajo o enfermedad profesional, que pudieran establecerse por las Administraciones públicas a favor de cualquier beneficiario”.

II.2.- Cuestiones suscitadas:


Se debate la competencia del orden social o del contencioso-administrativo en relación con los pactos o acuerdos suscritos entre la Administración pública empleadora y los empleados públicos, bien los que afectan exclusivamente al personal funcionarial y/o estatutario, o bien los que afecten a los diversos empleados públicos, incluido el personal laboral. 

En el primer caso, la competencia se venía atribuyendo al orden contencioso-administrativo; en el segundo, podría mantenerse que podría corresponder al orden social.

En esta última línea, y con relación a las Mesas de negociación sobre las condiciones de trabajo comunes al personal de relación administrativa y laboral la STS/IV 3-febrero-2010 (rco 128/2008), aunque no se planteó por la partes ni por el Ministerio Fiscal la cuestión competencial, asumió la competencia del orden social para determinar su composición. Argumentando que “En definitiva, los profesores de religión que no son funcionarios públicos sino que tienen la condición jurídica indubitada de trabajadores por cuenta ajena y en tal condición son también empleados públicos, y se hallan comprendidos por lo tanto dentro del campo de aplicación de la ley en la medida en que proceda de conformidad con lo previsto en los arts 1.2, 7 y concordantes de la Ley 7/2007, de 12 de abril reguladora del Estatuto Básico del Empleado Público, y por lo tanto les es de aplicación la previsión contenida en el art. 36 de dicha norma básica cuando dispone que la Mesa General de Negociación se formará por las formaciones sindicales con representación suficiente ´tomando en consideración en cada caso los resultados obtenidos en las elecciones a los órganos de representación del personal funcionario y laboral del correspondiente ámbito de representación´” y que “No cabe duda, en consecuencia, que si los profesores de religión católica son trabajadores al servicio de la Administración – en este caso concreto de la Generalidad Valenciana- tienen derecho a participar en las elecciones a organismos unitarios dentro de sus respectivos centros de trabajo pues la condición de elector deriva de la condición de trabajador conforme a lo dispuesto sin lugar a discusión en el art. 69 del Estatuto de los Trabajadores, y si tienen derecho a participar no existe razón alguna por la que su voto no pueda ser computado para la elección de los Delegados o miembros del respectivo Comité, y éstos para el cómputo de representatividad que se exige para integrar o formar parte de aquella Mesa General en cuanto que la participación en la misma se halla exclusivamente condicionada por ´los resultados obtenidos´ en aquellas elecciones”. 


El resultado ofrecido por la LRJS es desde luego, desde mi punto de vista, un punto negro en la valoración de dicha Ley, por el temor de los parlamentarios, en coordinación con el Gobierno de turno, de que no se laboralice la Administración pública y por el deseo de que sus actos, aunque sean como empleadora, se controlen por el orden contencioso-administrativo y no por el orden social.

Cuestionablemente, por tanto, la LRJS no logra a favor del orden social la unificación competencial, cuando las referidas materias litigiosas afectan al personal laboral y al mismo tiempo al personal funcionarial y/o estatutario al servicio de las Administraciones públicas.

En el ámbito de la negociación colectiva, se planteaba el problema derivado de la posibilidad que permite el actual art. 38.8 del Estatuto Básico del Empleado Público (Ley 7/2007 de 12-abril-EBEP) de que un mismo Pacto o Acuerdo colectivo incluyera en su ámbito de aplicación tanto al personal laboral como a los funcionarios, para regular o determinar condiciones de trabajo que serían de común aplicación a uno y otro colectivo de empleados públicos; así como, de la previsión legal de que esos Pactos y Acuerdos (sobre materias comunes) tendrán la consideración y efectos previstos en dicho artículo 38 para los funcionarios y en el art. 83 ET para el personal laboral. 

Ante la necesidad racionalizadora de las acciones de impugnación colectiva de las normas de dichos instrumentos que afectaren conjuntamente al personal laboral y al personal funcionario o sanitario estatutario debieran ser objeto de conocimiento por una única jurisdicción y no dejar abierta la elección de otra o el planteamiento simultaneo o sucesivo, la LRJS ha optado, de forma cuestionable, por su atribución al orden jurisdiccional contencioso-administrativo en el citado art. 3.e).,

 Por consiguiente, corresponderá al orden social de la jurisdicción el conocimiento de la impugnación de Convenios colectivos y acuerdos, cualquiera que sea su eficacia, incluidos los concertados por las Administraciones públicas cuando sean de aplicación exclusiva a personal laboral; así como sobre impugnación de laudos arbitrales en el ámbito de las Administraciones públicas, cuando dichos laudos afecten en exclusiva al personal laboral (art. 2.h LRJS citado). 

Tratándose de litigios sobre la “sobre la composición de las Mesas de negociación sobre las condiciones de trabajo comunes al personal de relación administrativa y laboral” se excluye, como se ha indicado, la competencia del orden social. Ahora bien, cuando se trata de otras mesas u organismos representativos conjuntos de todo tipo de empleados públicos en materia de prevención de riesgos laborales la competencia es del orden social, al no figurar excluida en dicho art. 3.e) LRJS, como se deduce del Preámbulo de la referida Ley (“…se asigna al orden social la competencia sobre las cuestiones relativas a los órganos de representación de personal en materia relacionada con la prevención de riesgos en el trabajo, a través, en su caso, de los Delegados de Prevención y los Comités de Seguridad y Salud, con independencia del tipo de personal que intervenga en su designación o composición”) en relación con su art. 2.e) LRJS.


Destacar, en este punto, que existen órganos conjuntos de representación de trabajadores y funcionarios en el ámbito de la prevención de riesgos laborales. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, -- conforme se explica Exposición de motivos --, atribuye a los denominados “Delegados de Prevención” --elegidos por y entre los representantes del personal en el ámbito de los respectivos órganos de representación -- el ejercicio de las funciones especializadas en materia de prevención de riesgos en el trabajo, otorgándoles para ello las competencias, facultades y garantías necesarias; y, junto a ello, el “Comité de Seguridad y Salud”, se configura como el órgano de encuentro entre dichos representantes y el empresario para el desarrollo de una participación equilibrada en materia de prevención de riesgos; lo que regula en un capítulo dedicado a la “Consulta y participación de los trabajadores” (arts. 33 a 40). Así, entre otros extremos, se contempla que en el ámbito de la Administración General del Estado “Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos de representación previstos en la Ley de Órganos de Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención designados en dicho ámbito, tanto para el personal con relación de carácter administrativo o estatutario como para el personal laboral, y por representantes de la Administración en número no superior al de Delegados. Ello no obstante, podrán constituirse Comités de Seguridad y Salud en otros ámbitos cuando las razones de la actividad y el tipo y frecuencia de los riesgos así lo aconsejen” (art. 34.3); y, en cuanto a los Delegados de Prevención, se especifica también que “Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los Delegados de Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas por órganos específicos” (art. 35.4), debiendo tenerse ahora en cuenta, en su caso, la Ley 18/1994, de 30 de junio, por la que se modifica la normativa de elecciones a los órganos de representación del personal al servicio de las Administraciones públicas de la Ley 9/1987, de 12 de junio, modificada por la Ley 7/1990, de 19 de julio (BOE 01-07-1994).

La misma cuestionada distribución competencial y la atribución al orden contencioso-administrativo de los litigios que afecten conjuntamente a los diversos empleados públicos, si está incluido el personal laboral, se efectúa en materia de de libertad sindical y de derecho de huelga. Reduciendo la competencia del orden social al conocimiento de “las reclamaciones en materia de libertad sindical y de derecho de huelga frente a actuaciones de las Administraciones públicas referidas exclusivamente al personal laboral” (art. 2.f LRJS), así como “para conocer de las impugnaciones exclusivamente referidas a los actos de designación concreta del personal laboral incluido en dichos mínimos, así como para el conocimiento de los restantes actos dictados por la autoridad laboral en situaciones de conflicto laboral conforme al Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre Relaciones de Trabajo” (art. 3.d LRJS); y atribuyendo al orden contencioso-administrativo “la tutela de los derechos de libertad sindical y del derecho de huelga relativa a los funcionarios públicos, personal estatutario de los servicios de salud y al personal a que se refiere la letra a) del apartado 3 del artículo 1 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores” (art. 3.c LRJS).

En otro orden de cosas, la jurisdicción social seguirá conociendo, – como ya se establecía en el art. 2.n) LPL reformado por Ley 18/1994, de 30 de junio) y se recuerda ahora en el art. 44 EBEP --, no obstante, de los procesos sobre materia electoral, incluidas las elecciones a órganos de representación del personal al servicio de las Administraciones públicas (art. 2.i PLRJS: “En procesos sobre materia electoral, incluidas las elecciones a órganos de representación del personal al servicio de las Administraciones públicas”). En los procesos que afectan a las materias electorales, se ha incluido por la LRJS una aclaración interpretativa que tiene por finalidad delimitar el ámbito de esta modalidad procesal, en relación con los preceptos del ET modificado, para comprender toda la materia electoral a partir de la impugnación de preavisos electorales (en especial, arts. 127 a 136 PLRJS), destacándose que “Se someterán a dicho arbitraje todas las impugnaciones relativas al proceso electoral desde la promoción de las elecciones, incluida la validez de la comunicación a la Oficina pública del propósito de celebrar las mismas, así como todas las actuaciones electorales previas y posteriores a la constitución de la Mesa Electoral y las decisiones de ésta, y la atribución de los resultados, hasta la entrada de las actas en la Oficina pública dependiente de la Autoridad administrativa o laboral” (art. 127.2 PLRJS). Recordar que estas últimas cuestiones, en interpretación de la jurisprudencia unificadora (entre otras, SSTS/IV 4-mayo-2006 –rcud 2782/2004 y 10-noviembre-2009 –rcud 2745/2008 con voto particular), estaban excluidas de dicha modalidad procesal (aunque no del conocimiento por el orden social), lo que generaba dilaciones por la tramitación de su impugnación a través del proceso ordinario laboral; en definitiva, la LRJS incluye en la competencia del orden social todas las cuestiones litigiosas que puedan suscitarse en relación con la materia electoral y el íntegro proceso electoral, incluyendo incluso la declaración de la representatividad sindical resultante del proceso electoral laboral, encauzándolas, en su caso, a través de las modalidades procesales correspondientes, regidas por el principio de celeridad. 

II.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 30-mayo-2012 (rco 108/2011).- Conflicto colectivo: Acuerdo de condiciones de personal del Servicio Vasco de Salud que afecta a una pluralidad de colectivos, no sólo al personal laboral, sino también a los funcionarios, al personal estatutario, al eventual y al de sustitución: incompetencia del orden social de la jurisdicción para conocer de su impugnación directa: todo ello sin perjuicio de que si hubiera personal laboral al que pudiera resultar aplicable de forma indirecta el citado Acuerdo regulador de las condiciones de trabajo, los eventuales conflictos individuales o plurales se substancien por la vía del proceso social ordinario ante la jurisdicción social. Razonándose:

<”… la doctrina de esta Sala viene estableciendo, en casos de impugnación de Acuerdos análogos al que aquí es objeto de controversia, que el orden jurisdiccional competente para su conocimiento y resolución, no el orden jurisdiccional social sino el contencioso-administrativo. Al respecto, la sentencia más reciente de esta Sala de fecha 21 de noviembre de 2011 (rec 910/2011), que aborda con carácter general, la problemática de la cuestión de competencia en reclamaciones de índole laboral en el seno y por personal de las Administraciones Públicas, tras recordar, en el apartado primero de su fundamento jurídico tercero que : “Señala la doctrina científica que el Derecho del Trabajo está integrado tanto por relaciones jurídico privadas como por relaciones jurídico públicas; que las primeras tienen su reflejo principal en el contrato de trabajo, en su significación de vinculo trabajador-empresario, mientras que las segundas están presentes en la fuerte intervención pública que rodea a la materia laboral, que da lugar, de una parte, a importantes potestades administrativas dirigidas a garantizar el orden público laboral y, de otra, a todo un conjunto entes públicos destinados a ofrecer una amplia variedad de medidas de protección a los trabajadores por cuenta ajena. Sobre esa base se ha distinguido entre un Derecho Privado del Trabajo (regulador del vinculo contractual privado entre empleador y trabajador, es decir, del contrato de trabajo) y un Derecho Administrativo del Trabajo (regulador de las potestades administrativas sobre materia laboral). Destacando, en cuanto ahora más directamente nos afecta, que esta doble esfera o manifestación sustantiva del Derecho del trabajo había tenido también, -- siquiera hasta fechas recientes, previas a la entrada en vigor de la Ley reguladora de la jurisdicción social (LRJS), inaplicable temporalmente al presente supuesto (art. 2.n en relación con DT 4ª LRJS) --, una traducción jurisdiccional: el orden social tenía atribuida la litigiosidad correspondiente al contrato de trabajo; y el orden contencioso-administrativo tenía asignada la litigiosidad derivada de la actuación de la Administración pública sobre materia laboral”, en su fundamento jurídico cuarto, apartado 1. b), entre los litigios respecto de los cuales la jurisprudencia social ha venido entendiendo que para su conocimiento y resolución es competente el orden contencioso administrativo, señala los siguientes:

“Conflictos colectivos (no individuales o plurales afectantes exclusivamente a personal laboral) sobre interpretación de una norma o acuerdo que afecte a todo el personal, cualquiera que sea la naturaleza de su relación de empleo (funcionarial, estatutaria y laboral), de una Administración pública, señalándose que “´tampoco podría existir un conflicto colectivo para interpretar con carácter general una norma conjuntamente para funcionarios, personal estatutario y personal laboral. Es ésta una pretensión imposible de conflicto colectivo y, como ya dijo la sentencia de 24 de enero de 1995, no cabe aquí una separación hipotética de pretensiones, pues, por definición, no es posible una interpretación general de una norma cuyos destinatarios principales quedan fuera del conflicto, con lo que si hubiera realmente un personal laboral afectado el procedimiento seguido sería inadecuado´ (STS 22/01/07 –rco 105/05)” (STS/IV 26-septiembre-2007 –rco 88/2005). Ahora bien, en la referida “STS 22/01/07 –rco 105/05”, así como en la dictada en el mismo sentido STS/IV 5-diciembre-2006 (rco 74/2005), se salva expresamente la posible competencia del orden social para resolver los posibles conflictos individuales o plurales del personal laboral al que, por vía indirecta, pudiera resultar aplicable el mencionado Acuerdo, afirmando que “sin perjuicio de que si hubiera personal laboral al que pudiera resultar aplicable de forma indirecta el Acuerdo regulador de las condiciones de trabajo del Servicio Vasco de Salud, aprobado por Decreto 231/2000 del Gobierno Vasco, los eventuales conflictos individuales o plurales se substancien por la vía del proceso social ordinario ante la jurisdicción social”. (sentencia de 21-11-2011; rec. 910/2011).

La aplicación de esta doctrina al presente caso, tal como viene planteada la acción ejercitada por el Sindicato demandante con respecto al fondo del asunto … conlleva indefectiblemente, a juicio de la Sala, que este Orden Jurisdiccional deviene incompetente para conocer de la misma, … dada la pluralidad de colectivos, y no sólo el laboral, que podían quedar afectados por la interpretación interesada, siendo rechazable la argumentación de la recurrente con respecto a la hipotética indefensión por falta de tutela judicial efectiva que a su entender genera la declaración de incompetencia de jurisdicción, ya que en modo alguno se cierra el acceso del Sindicato recurrente a los Tribunales, pues de una parte, puede ejercitar su acción ante los Tribunales del orden contencioso-administrativo y, de otra parte, –tal como resolvió la citada sentencia de esta Sala de 22 de enero de 2007, dictada en supuesto análogo de conflicto colectivo contra el Servicio Vasco de Salud, en el que una de las partes era el propio recurrente- en su caso, sí resultarían competentes los Tribunales del orden social a través del proceso laboral ordinario, de darse las condiciones expuestas en dicho supuesto”>. 
STS/IV 5-junio-2013 (rco 76/2012): Conflicto colectivo: Mejora voluntaria de la acción protectora de la seguridad social pactada en Acuerdo suscrito por la Administración Sanitaria de la Comunidad Autónoma de Madrid y su personal estatutario y funcionarial.- No es un sistema de mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social cuya causa derive de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un convenio, pacto o acuerdo colectivo, en la forma establecida en el art. 2.q) LRJS; ni tampoco cabe encuadrarlo entre los complementos de prestaciones o de las indemnizaciones, especialmente en los supuestos de accidentes de trabajo o enfermedad profesional, que pudieran establecerse por las Administraciones públicas a favor de cualquier beneficiario, contemplado en el propio precepto.- No es competente para conocer del conflicto colectivo la Jurisdicción Social, siendo el orden jurisdiccional competente el contencioso-administrativo.- Es palmaria la intención del Legislador de excluir, con carácter general, las controversias que pudieran suscitarse entre las Administraciones Públicas y el personal estatutario o funcionario que preste sus servicios en las mismas, sobre las condiciones de trabajo derivadas de los pactos o acuerdos que pudieran concertar de atribuir su conocimiento al orden social de la Jurisdicción, exclusión que afecta incluso al personal laboral de dichas Administraciones, cuando se halle dentro del ámbito de aplicación de los mencionados pactos o acuerdos (art. 3.e LRJS).- Razonándose que:

<“A) El artículo 1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre Reguladora de la Jurisdicción Social (en adelante LRJS), establece, que “Los órganos jurisdiccionales del orden social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho, tanto en su vertiente individual como colectiva, incluyendo aquellas que versen sobre materias laborales y de Seguridad Social, así como de las impugnaciones de las actuaciones de las Administraciones públicas realizadas en el ejercicio de sus potestades y funciones sobre las anteriores materias”, y en aplicación de este precepto, el artículo 2 de la propia LRJS, al pormenorizar y desarrollar las cuestiones competencia del orden social, establece entre otras, en su apartado q) las que se promuevan “En la aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social, incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro, siempre que su causa derive de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un convenio, pacto o acuerdo colectivo; así como de los complementos de prestaciones o de las indemnizaciones, especialmente en los supuestos de accidentes de trabajo o enfermedad profesional, que pudieran establecerse por las Administraciones públicas a favor de cualquier beneficiario”;

B) La primera parte de dicho apartado, o sea “en la aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social, incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro, siempre que su causa derive de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un convenio, pacto o acuerdo colectivo”, reproduce, sustancialmente -si bien con mayor concreción y amplitud- el apartado c) del artículo 2 de la derogada Ley de Procedimiento Laboral, que hacía referencia a la “aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro, siempre que su causa derive de un contrato o convenio colectivo.” Pues bien, este apartado había sido ya objeto de interpretación por esta Sala en sus sentencias de 27 de enero de 2015 (rcud. 318/2004), 10 de julio de 2006 (rcud. 2235/2006) y 1 de julio de 2009 (rcud. 3171/2008). En esta última sentencia –con cita de la primera de ellas- decíamos que: "las cuestiones litigiosas identificadas en el mismo comprenden las relativas a dos áreas o parcelas próximas pero distintas de la protección social: Una hace referencia a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social, reguladas en los artículos 39 y 191 a 194 de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS). La otra es la relativa de los planes y fondos de pensiones regulada en la Ley de Planes y Fondos de Pensiones y en las disposiciones reglamentarias que la desarrollan. En una y otra esfera de la protección social se exige, como requisito para la atribución de la competencia jurisdiccional al orden social, que la causa de la mejora voluntaria o del plan de seguros derive de un contrato de trabajo o de un convenio colectivo". Añade esta sentencia que "En lo que concierne a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social la mención del requisito de creación de las mismas por medio de convenio colectivo o en el marco del contrato de trabajo tiene una virtualidad meramente declarativa o aclaratoria. La regulación vigente de las mejoras voluntarias en la LGSS parte de manera inequívoca de esta base. Así, el art. 191.2 LGSS habla de "la concesión de mejoras voluntarias por las empresas". Respecto a la "mejora directa de prestaciones", el art. 192 LGSS declara que las "empresas" podrán establecerlas "costeándolas a su exclusivo cargo" o estableciendo "una aportación económica a cargo de los trabajadores, siempre que se les faculte para acogerse o no, individual y voluntariamente" a ellas. De nuevo se menciona en la regulación legal de las mejoras voluntarias a los "empresarios", a propósito de la anulación o disminución de las mejoras implantadas (art. 192 párrafo segundo LGSS); y a las "empresas", a propósito de los "modos de gestión de la mejora directa" (art. 193 LGSS). En conclusión, tal como se encuentran reguladas en la LGSS, las mejoras voluntarias de Seguridad Social pertenecen al ámbito de las relaciones laborales en el sentido amplio de la expresión, que comprende tanto la relación individual de trabajo como las relaciones colectivas entre los representantes de trabajadores y empresarios. Esta vinculación al campo de las relaciones laborales ha sido resaltada además por el legislador en el inciso final del repetido art. 2.c. de la LPL".

C) En el presente supuesto, los instantes del conflicto admiten, expresamente, que el conflicto afecta a todo el personal estatutario y funcionarlo de la Administración Sanitaria de la Comunidad Autónoma de Madrid, y por ende, resulta evidente que la mejora voluntaria controvertida no ha sido pactada en contrato de trabajo, ni en convenio colectivo, ni en pacto o acuerdo colectivo negociado y pactado entre representantes de trabajadores y empresarios, sino que nació del Acuerdo suscrito el 18 de febrero de 2005 entre los representantes de dicho personal estatutario y funcionario y la Administración demandada, y por tanto, es conforme a derecho la decisión de la resolución recurrida al declarar la falta de jurisdicción del orden social para conocer del conflicto, y la atribución de la competencia al orden al jurisdiccional contencioso-administrativo; 

D) Acierta también la Sala de instancia al reforzar su argumentación con la cita del artículo 3 de la misma LRJS, de acuerdo con el cual, “No conocerán los órganos jurisdiccionales del orden social”…… e) “De los pactos o acuerdos concertados por las Administraciones Públicas con arreglo a lo previsto en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, que sean de aplicación al personal funcionario o estatutario de los servicios de salud, ya sea de manera exclusiva o conjunta con el personal laboral; y sobre la composición de las Mesas de negociación sobre las condiciones de trabajo comunes al personal de relación administrativa y laboral”. A tenor de dicho redactado, es palmaria la intención del Legislador de excluir, con carácter general, las controversias que pudieran suscitarse entre las Administraciones Públicas y el personal estatutario o funcionario que preste sus servicios en las mismas, sobre las condiciones de trabajo derivadas de los pactos o acuerdos que pudieran concertar de atribuir su conocimiento al orden social de la Jurisdicción, exclusión que afecta incluso al personal laboral de dichas Administraciones, cuando se halle dentro del ámbito de aplicación de los mencionados pactos o acuerdos. Cuando el Legislador ha querido incluir dentro del conocimiento de los órganos de la Jurisdicción Social alguna materia que afecte a personal estatutario o funcionario, así lo ha hecho expresamente, como acontece con la materia de prevención de riesgos laborales, a tenor del apartado e) del artículo 2 de la LRJS.; y, 

E) Ciertamente, que la misma LRJS ha añadido una nueva competencia litigiosa cuyo conocimiento corresponde a la Jurisdicción Social, al adicionar en la segunda parte del apartado c) de su artículo 2, “los supuestos de accidentes de trabajo o enfermedad profesional que pudieran establecerse por las Administraciones Públicas a favor de cualquier beneficiario”. Pues bien, con este redactado, es claro, a juicio de la Sala, que el litigio que aquí examinamos no tiene encaje en dichos supuestos, sin necesidad de mayor razonamiento que el de advertir que se refiere a casos en los que las Administraciones Públicas actúan, no como empleadoras de cualesquiera personal a su servicio, sino cuando en su condición de poderes públicos establezcan, a favor de cualquier “beneficiario”, es decir, en virtud de título jurídico distinto al de personal laboral, estatutario o funcionario, complementos de prestaciones o indemnizaciones, especialmente, en los supuestos de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales”>. 
III.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 17.5 LRJS (Legitimación): “5. Contra las resoluciones que les afecten desfavorablemente las partes podrán interponer los recursos establecidos en esta Ley por haber visto desestimadas cualquiera de sus pretensiones o excepciones, por resultar de ellas directamente gravamen o perjuicio, para revisar errores de hecho o prevenir los eventuales efectos del recurso de la parte contraria o por la posible eficacia de cosa juzgada del pronunciamiento sobre otros procesos ulteriores”.


Art. 197 LRJS (Traslado a las otras partes en recurso suplicación): “1. Interpuesto el recurso en tiempo y forma, el secretario judicial proveerá en el plazo de dos días dando traslado del mismo para su impugnación, a la parte o partes recurridas por un plazo común de cinco días para todas ellas. En los escritos de impugnación … podrán alegarse motivos de inadmisibilidad del recurso, así como eventuales rectificaciones de hecho o causas de oposición subsidiarias aunque no hubieran sido estimadas en la sentencia, con análogos requisitos a los indicados en el artículo anterior”.- “2. Del escrito o escritos de impugnación se dará traslado a las partes. De haberse formulado en dichos escritos alegaciones sobre inadmisibilidad del recurso o los motivos a que se refiere el apartado anterior, las demás partes podrán presentar directamente sus alegaciones al respecto, junto con las correspondientes copias para su traslado a las demás partes, dentro de los dos días siguientes a recibir el traslado del escrito de impugnación”.

Art. 211 LRJS (Traslado a las otras partes en recurso casación ordinario): “1. … El escrito de impugnación deberá presentarse acompañado de tantas copias como sean las demás partes para su traslado a las mismas. En el mismo se desarrollarán por separado los distintos motivos de impugnación, correlativos a los de casación formulados de contrario y las causas de inadmisión que estime concurrentes, así como, en su caso, otros motivos subsidiarios de fundamentación del fallo de la sentencia recurrida o eventuales rectificaciones de hechos que, con independencia de los fundamentos aplicados por ésta, pudieran igualmente sustentar la estimación de las pretensiones de la parte impugnante, observando análogos requisitos que los exigidos para la formalización del recurso. …”.- “3. Del escrito o escritos de impugnación se dará traslado a las partes. De haberse formulado en dichos escritos alegaciones sobre inadmisibilidad del recurso o los motivos subsidiarios de fundamentación de la sentencia recurrida a que se refiere el artículo anterior, las demás partes, si lo estiman oportuno, podrán presentar directamente sus alegaciones al respecto, junto con las correspondientes copias para su traslado a las demás partes, dentro de los cinco días siguientes a recibir el escrito de impugnación”.

III.2.- Cuestión suscitada:


La problemática de la impugnación directa o utilizando el cauce del recurso de suplicación o de casación ordinaria interpuesto por la parte contraria para combatir bien los extremos de las sentencias absolutorias no plenamente coincidentes con la tesis de la parte absuelta o bien de las sentencias condenatorias de la parte contraria para reforzar los hechos y fundamentos de la sentencia impugnada frente a la impugnación de la otra parte.


La incidencia previa a la LRJS del art. 448.1 LEC sobre el derecho a recurrir (“Contra las resoluciones de los Tribunales y Secretarios Judiciales que les afecten desfavorablemente, las partes podrán interponer los recursos previstos en la ley”).


La posible diferencia entre lo preceptuado en la LRJS y lo establecido en los arts. 461.1 (“Del escrito de interposición del recurso de apelación, el Secretario judicial dará traslado a las demás partes, emplazándolas por diez días para que presenten, ante el Tribunal que dictó la resolución apelada, escrito de oposición al recurso o, en su caso, de impugnación de la resolución apelada en lo que le resulte desfavorable”) y 465.5 LEC, al disponerse en este último que “5. El auto o sentencia que se dicte en apelación deberá pronunciarse exclusivamente sobre los puntos y cuestiones planteados en el recurso y, en su caso, en los escritos de oposición o impugnación a que se refiere el artículo 461. La resolución no podrá perjudicar al apelante, salvo que el perjuicio provenga de estimar la impugnación de la resolución de que se trate, formulada por el inicialmente apelado”. 
III.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 19-julio-2012 (rcud 2454/2011).- Empresa absuelta.- Legitimación para recurrir en suplicación cuando a pesar de la absolución ha sufrido un gravamen derivado de las conclusiones de la sentencia (se le consideraba empresa sucesora de la que había sido principal demandada). Se razona, en esencia, que:
<“… el recurso se concreta en determinar si … afirmarse o no que la empresa recurrente estuviera legitimada para recurrir en suplicación a pesar de la absolución de que había sido objeto en la instancia, dadas las circunstancias del caso. Y la conclusión a la que ha de llegarse no puede ser otra que la afirmativa en contra de lo que se mantuvo en la sentencia que se recurre.

Es cierto que la regla general, que deriva de lo que se disponía en tal sentido en el art. 1691 de la LEC de 1881, ahora recogido en el precitado art. 448. 1 LEC es la de que el absuelto por una sentencia no tiene en principio razón que justifique la interposición de un recurso contra la misma en cuanto no haya sufrido perjuicio alguno por tal resolución y por ello habría que entender que carece de interés para recurrirla, y esta es la regla que se definió con toda claridad en alguna sentencia de esta Sala como la de 26-4-1999 (rcud.- 3313/1995) en la que “ha de partirse de la base de que las sentencias desestimatorias no producen daño a quienes en ellas resulta absuelto”, y en algunas otras como las de 20 de noviembre de 2001 (rcud.- 2991/1999) o 5 de julio de 2007 (rcud.- 104/2006) en cuanto declaran “ que es unánime y reiterada doctrina jurisprudencial de esta Sala contenida entre otras muchas en sus sentencias de 17 de julio de 1982 y las en ella citadas, así como en las más recientes de 13 de febrero de 1984 y 18 de abril de 1985, y en las mencionadas, la de que sólo la parte a la que la resolución de instancia resulta desfavorable, puede como perjudicado o agraviado por ella, utilizar los medios de impugnación que la Ley concede para que se revoque o reforme, y entre ellos, destacadamente el recurso de casación, al carecer de interés y de legitimación para recurrir quienes no sufran ningún gravamen con la sentencia... ya que lo primero que se requiere para recurrir es interés, al ser idea íntimamente ligada a la de vencimiento, de ahí que carezca de la mencionada legitimación activa para realizarlo quienes no sufran ningún gravamen con la sentencia de instancia dado que presupuesto fundamental es que aquél provenga de la parte dispositiva del pronunciamiento que puso fin al proceso en la instancia....". 

Pero esta regla general no puede ser aplicable sin excepciones, desde el momento en que en la realidad jurídica se han detectado supuestos en los que una sentencia sí que puede suponer un perjuicio a la parte que fue absuelta, bien porque no se le admitió un medio de oposición o una excepción o porque en la misma se hayan recogido afirmaciones fácticas de las que pueda derivarse un efecto perjudicial para el absuelto directo o reflejo. Esta posibilidad ya ha sido detectada y aceptada por esta Sala en numerosas resoluciones en las que, sin perjuicio de mantener con carácter general la regla del gravamen como el elemento legitimador, ha admitido que una parte absuelta pueda figurar como recurrente, y así puede ya apreciarse en sentencias de esta Sala de 28 de mayo de 1992 (rec.- 3551/89) y 10 de mayo de 2000 (rec.- 2646/99) en las que la absolución se había producido por no habérsele admitido al absuelto la excepción de caducidad por él alegada, y en las que ya se citaban otros supuestos semejantes en los que se había aceptado la legitimación del que fue absuelto ya la había admitido “ pues como recordó en su sentencia de 22 de julio de 1993 aunque normalmente la jurisprudencia ha estimado que carece de legitimación el demandado absuelto, la razón de ello estriba en que en estos casos suele faltar el interés en recurrir por no imponer la sentencia perjuicio o gravamen…pero se ha admitido que la parte absuelta pueda recurrir cuando le ha sido desestimada una excepción que está interesada en sostener…”. Este mismo criterio había mantenido también en la STS de 22 de julio de 1993 (rcud.- 1596/ 92) a favor del demandado absuelto al que se le había desestimado la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario que había alegado. También el propio Tribunal Constitucional en su sentencia 4/2006, de 16 de enero dio lugar al recurso de amparo en atención a una revisión de hechos probados que el recurrente absuelto entendía le era perjudicial, y a esta misma conclusión llegó esta Sala en su sentencia de 10 de noviembre de 2004 (rcud.- 4531/03) en la que se decidió que estaba legitimado para recurrir en suplicación el empresario absuelto que basaba su recurso en una revisión de hechos probados que le perjudicaban. Y esta misma legitimación se le ha reconocido también, en STS de 26 de octubre de 2006 (rcud.- 3483/05) y 10 de octubre de 2011 (rcud.- 4312/010) a quien en el fallo de la sentencia absolutoria se le introdujo un condicionante que le perjudicaba en las que se ha aceptado que “el gravamen existe respecto de cualquier diferencia perjudicial entre lo pedido por la parte y lo concedido en la resolución judicial, pudiendo ser muy variado y afectar a aspectos accesorios de la pretensión principal..”. 

Esta situación excepcional es la que puede apreciarse producida también en el supuesto que ahora se ha traído a la consideración de esta Sala pues, siendo cierto que la recurrente fue absuelta de una demanda por despido, sin embargo el pronunciamiento absolutorio iba acompañado de la afirmación de que la empresa afectada era sucesora de la empresa anterior y tenía que hacerse cargo por ello mismo del trabajador demandante, con lo que ello supone de desestimación de uno de los medios de oposición a la demanda que había desarrollado la empresa y la condena implícita a mantenimiento de una relación laboral por ella negada. Como puede apreciarse, frente a la tesis de la empresa demandada en el presente caso sosteniendo su falta de legitimación pasiva en el juicio por no tener el carácter de sucesora de la principal, el resultado de la sentencia, aunque formalmente absolutorio es materialmente desestimatorio de la pretensión sostenida por ella en la instancia, con los eventuales efectos de cosa juzgada, directos o reflejos, que tal resolución lleva implícitos, suficientes por sí mismos para considerarse perjudicada por dicha resolución. 

En la actualidad la nueva Ley Reguladora de la Jurisdicción Social – Ley 36/2011, de 10 de octubre, que entró en vigor en diciembre de 2011 y por ello no es aplicable a este proceso, ya recoge este concepto del gravamen con las características propias del mismo y desarrolladas por la doctrina jurisprudencial antes citada en cuanto que en su art. 17.5 ya acepta legitimación para recurrir a las partes “contra resoluciones que les afecten desfavorablemente… por haber visto desestimadas cualesquiera de sus pretensiones o excepciones, por resultar de ellas directamente gravamen o perjuicio, para revisar errores de hecho o prevenir eventuales efectos del recurso de la parte contraria o por la posible eficacia de cosa juzgada del pronunciamiento sobre otros procesos ulteriores”; con lo que bajo tal previsión queda más claro el concepto de gravamen y más clarificada la legitimación para recurrir derivada de su existencia“>.
IV.1.- Precepto LRJS interpretado: 


Art. 69.1.II y III y 3 LRJS: “1. … En todo caso, la Administración pública deberá notificar a los interesados las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus derechos e intereses, conteniendo la notificación el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos o de la reclamación administrativa previa que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.

Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el párrafo anterior mantendrán suspendidos los plazos de caducidad e interrumpidos los de prescripción y únicamente surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso o reclamación que proceda”.

“3. En las acciones derivadas de despido y demás acciones sujetas a plazo de caducidad, el plazo de interposición de la demanda será de veinte días hábiles o el especial que sea aplicable, contados a partir del día siguiente a aquél en que se hubiera producido el acto o la notificación de la resolución impugnada, o desde que se deba entender agotada la vía administrativa en los demás casos, si bien la interposición de la reclamación previa suspende el plazo de caducidad, en los términos del artículo 73”.
IV.2.- Cuestión suscitada:


La problemática de las notificaciones defectuosas efectuadas por las Administraciones públicas, bien el ejercicio de sus potestades y funciones o bien como empleadoras (fundamentalmente en materia de despido y a afectos del plazo de caducidad de su acción impugnatoria); y su coordinación, especialmente con anterioridad a la LRJS, con lo dispuesto en el art. 58.2 y 3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (“2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.- 3. Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el apartado anterior surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda”).

IV.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 24-octubre-2012 (rcud 4121/2011).- Caducidad de la acción: inexistencia.- Información incorrecta en la notificación del despido por la Administración demandada: despido verbal. Se razona que:
<”…La cuestión que se plantea en el presente recurso de casación unificadora consiste en determinar si puede redundar en perjuicio del trabajador las inexactitudes u omisiones que contenga la comunicación de la decisión de despido efectuada por la Administración pública empleadora, en especial respecto al transcurso del plazo de caducidad. 

La cuestión planteada ya ha sido resuelta por esta Sala, -- en concordancia con la jurisprudencia constitucional --, entre otras en las SSTS/IV 12-abril-2011 (rcud 1111/2010), 7-octubre-2011 (rcud 530/2011), 28-noviembre-2011 (rcud 846/2011) y 13-junio-2012 (rcud 2180/2011), argumentándose en la primera de ellas que “La doctrina unificada (entre otras STS de 17/09/2009 –rec.4089/08-, que reitera la STS de 17/12/2004 –rec. 6005/2003-) ha dado respuesta a cuestiones como la que se plantea en este procedimiento y así se advierte en la sentencia de contraste, que, refiriéndose a la doctrina constitucional, sentencias del alto Tribunal 193 y 194/1992 y 214/2002, han establecido, recuerda ´que las normas sobre la incidencia de la reclamación previa sobre la caducidad de la acción han de interpretarse con criterios de razonabilidad y proporcionalidad que respeten las exigencias del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, que reconoce el artículo 24 de la Constitución´. Así estas sentencias señalan que, aunque ´los mandatos del artículo 59.3 del Estatuto de los Trabajadores son Derecho necesario´, también ´lo son aquellos preceptos de la Ley de Procedimiento Administración -hoy el artículo 58 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común- que se refieren a los efectos de las notificaciones administrativas defectuosas´, ´cuya aplicación hubiera supuesto la admisión de la demanda planteada ante el Juzgado de lo Social´. Por otra parte, se afirma que ´la prevalencia concedida al artículo 59.3 del Estatuto de los Trabajadores supone que de hecho la Administración ha venido a beneficiarse de sus propias irregularidades, al haber inducido a los hoy demandantes a error, y a actuar dentro de un plazo que, posteriormente, la misma Administración consideró inaplicable´. Por ello, ´no puede calificarse de razonable una interpretación que prima los defectos en la actuación de la Administración, colocándola en mejor situación que si hubiera cumplido su deber de notificar con todos los requisitos legales (STC 204/1987)´. Por el contrario, ´resulta razonable estimar que el artículo 79.3 Ley de Procedimiento Administrativo -hoy artículo 58.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común- era aplicable al presente supuesto, de manera que la notificación, aun errónea, debió surtir efectos al interponerse la correspondiente demanda, que, por ello, quedaba dentro del plazo legalmente señalado´", así como que “Igual doctrina ante supuestos similares es la seguida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de este Tribunal, entre otras, en Sentencias de 16 de junio 1992 (Recurso 7780/1990, 6 de febrero de 1995 (Recurso 2595/1992) y 11 de diciembre de 1995 (Recurso 2472/1992)” y añadiendo que “Ha de valorarse en adición, como asimismo señala la sentencia de contraste (STS de 17/03/2003 –rec. 760/2002-) que ´la caducidad es institución que pretende reforzar la seguridad jurídica de quien habría de sufrir las consecuencias del éxito de la acción ejercitada. Y resultaría no ya desproporcionado, sino altamente contrario a los principios de justicia distributiva, robustecer la posición, ya de por sí favorable, que la Ley dispensa a la Administración en el proceso, al exigirse la reclamación previa para demandarla, otorgándole un plus nacido, precisamente, de su mal cumplimiento de las obligaciones de orden público que le impone el Ordenamiento Jurídico, aunque no conste que esa defectuosa información fuera intencionada´”.

Como también señala el Ministerio Fiscal, tras la entrada en vigor de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS), la solución a estos problemas tiene una respuesta expresa en el texto legal, al disponerse en el art. 69.1.II y III y 3 de la referida norma procesal que …

La doctrina de las sentencias a la que se ha hecho referencia es aplicable al presente caso, la notificación del despido verbal debe entenderse efectuada cuando la parte actora interpuso la reclamación previa (01-02-2010), -- fecha en que el interesado realizó actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance del acto objeto de la notificación o interpuso la reclamación previa que procedía --, y aun entendiéndola desestimada por silencio administrativo el 02-03-2010, resulta que cuando se presentó la demanda el día 29-03-2010 no habían transcurrido los veinte días hábiles de caducidad de la acción de despido (arts. 59.3 ET y 103.1 LPL) sin computar sábados conforme a la jurisprudencia social“>.

V.1.- Preceptos LRJS interpretados:

Art. 79.7 LRJS (Régimen aplicable para la adopción de medidas cautelares): “7. En los procesos en los que se ejercite la acción de extinción del contrato de trabajo a instancia del trabajador con fundamento en el artículo 50 del Estatuto de los Trabajadores en aquellos casos en los que se justifique que la conducta empresarial perjudica la dignidad o la integridad física o moral de trabajador, pueda comportar una posible vulneración de sus demás derechos fundamentales o libertades públicas o posibles consecuencias de tal gravedad que pudieran hacer inexigible la continuidad de la prestación en su forma anterior, podrá acordarse, a instancia del demandante, alguna de las medidas cautelares contempladas en el apartado 4 del artículo 180 de esta Ley¸ con mantenimiento del deber empresarial de cotizar y de abonar los salarios sin perjuicio de lo que pueda resolverse en la sentencia”. 

Art. 303.3 LRJS (Ejecución provisional de sentencias dictadas en otras modalidades procesales).- “3. De ser recurrida por el empresario la sentencia que acuerde la extinción del contrato de trabajo a instancia del trabajador con fundamento en el artículo 50 del Estatuto de los Trabajadores, el trabajador podrá optar entre continuar prestando servicios o cesar en la prestación en cumplimiento de la sentencia, quedando en este último caso en situación de desempleo involuntario desde ese momento, sin perjuicio de las medidas cautelares que pudieran adoptarse. La opción deberá ejercitarse mediante escrito o comparecencia ante la oficina judicial, dentro del plazo de cinco días desde la notificación de que la empresa ha recurrido. Si la sentencia fuera revocada, el empresario deberá comunicar al trabajador, dentro del plazo de diez días a partir de su notificación, la fecha de reincorporación, para efectuarla en un plazo no inferior a los tres días siguientes a la recepción del escrito. Si el trabajador no se reincorporase quedará extinguido definitivamente el contrato, siguiéndose en otro caso los trámites de los artículos 278 y siguientes, si la sentencia hubiese ganado firmeza.- En este caso y a efectos del reconocimiento de un futuro derecho a la protección por desempleo, el período al que se refiere el párrafo anterior se considerará de ocupación cotizada”.
V.2.- Cuestión suscitada:


Aunque en la sentencia que analizaremos no se plantea el problema de la aplicabilidad de los citados arts. 79.7 y 303.3 LRJS y/o su coordinación con las medidas previstas en el mismo, tales problemas pueden suscitarse tras la entrada en vigor de la LRJS ante la nueva tesis que sustenta en favor de que el trabajador puede optar antes de que se dicte sentencia firme en el proceso de extinción por no continuar prestando servicios para la empresa, asumiendo el riesgo de tal decisión. 
V.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 20-julio-2012 (rcud 1601/2011, Sala general con voto particular): Resolución de contrato. Trabajador que deja de prestar servicios después de ejercitar la acción resolutoria y tras la conciliación sin que se haya dictado sentencia.- Exigencia de que el contrato de trabajo no se haya extinguido para que proceda la resolución. No debe aplicarse.- El trabajador puede optar entre continuar prestando servicios hasta que se dicte sentencia o dejar de prestarlos, asumiendo el riesgo de que su acción resolutoria sea desestimada y en ese caso se habrá producido la extinción por desistimiento.- Se revisa la doctrina de la Sala IV sobre la necesidad, salvo excepciones cualificadas, de una resolución judicial.- Se razona, en lo esencial, que:
<” …La sentencia de la Sala de lo Civil de 19 de noviembre de 1984 … señaló que "no cabe desconocer la existencia de poderes que permiten al sujeto en una situación singular prevista en la norma legal o establecida por los contratantes en lícito ejercicio del principio de autonomía negocial, ocasionar por su exclusiva voluntad un determinado efecto jurídico, sea constitutivo, modificativo o cancelatorio de la relación, poniendo término a la misma en este último caso; derechos o facultades que se actúan normalmente no por medio de una acción sino a través de una declaración de voluntad recepticia, como tal dirigida a la otra parte, que genera el efecto deseado una vez producida la notificación del destinatario, de suerte que la intervención de los organismos jurisdiccionales sólo es menester cuando el afectado discuta la eficacia de la declaración potestativa". La sentencia citada añade que en estos casos "la decisión pronunciada en vía judicial no causa la resolución sino que se limita a proclamar la procedencia de la ya operada", con lo que no será necesario que se ejercite una acción constitutiva con miras al futuro -es decir, con eficacia "ex nunc"-, ni que se dicte una sentencia de esta clase. La sentencia será declarativa o constitutiva, pero con una eficacia ex tunc".

En el ámbito laboral la exigencia, salvo excepciones, de la declaración judicial ha operado en la práctica como un mecanismo de seguridad para evitar que en los casos en que el trabajador da por extinguido el contrato, instando el reconocimiento de la indemnización, y la sentencia no le fuese favorable, no se produzca la pérdida del empleo como consecuencia del “abandono” del puesto de trabajo. De ahí la exigencia de una resolución judicial que al mismo tiempo se acompaña de un régimen de excepciones. Pero la propia doctrina de la Sala ha señalado en ocasiones que ésta puede ser una solución demasiado rígida para la protección de los intereses del trabajador que el art. 50 del ET tutela. En este sentido tiene especial interés la sentencia de 3 de junio de 1988. En ella se resuelve sobre un caso en el que en un pleito previo sobre la resolución del contrato la sentencia favorable a la resolución había sido recurrida por la empresa, dejando el trabajador de prestar servicios, por lo que fue despedido, pese a que la sentencia final en el proceso de resolución del contrato confirmó el fallo de instancia favorable al trabajador. El despido se deja sin efecto y la sentencia razona que “la falta de prestación de servicios durante la sustanciación del recurso contra la sentencia que, estimando la pretensión del trabajador, declarara la resolución indemnizada de su contrato de trabajo, sólo podría ser eventualmente ponderada en el supuesto de estimación del recurso, correspondiendo a la esfera de decisión del trabajador la asunción de tal posible riesgo” . 

 Esta solución con determinadas correcciones se recoge hoy en el art. 303.3 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, que reconoce al trabajador que ha obtenido sentencia favorable en un pleito de resolución del contrato la posibilidad de optar entre continuar prestando servicios o dejar de hacerlo con las consecuencias que el precepto establece. Pues bien, esta norma no es aplicable aquí tanto por razones de vigencia temporal, como por las diferencias en el supuesto de hecho; precepto que se completa con la previsión que contiene el art. 79.7 en materia de medidas cautelares. 

Todo ello confirma la necesidad de introducir una mayor flexibilidad en estos supuestos en la línea de nuestra sentencia de 3 de junio de 1988, de forma que no se obligue al trabajador a mantener unas condiciones de trabajo que, aunque no sean contrarias a su dignidad o a su integridad, pueden implicar un grave perjuicio patrimonial o una pérdida de opciones profesionales. De ahí que haya de concederse al trabajador la posibilidad en estos casos de optar entre ejercitar la acción resolutoria y continuar prestando servicios en cuyo caso se estará en el marco de la resolución judicial o dejar de prestar servicios al tiempo que se ejercita la acción, asumiendo en este caso el riesgo del resultado del proceso en los términos a que se ha hecho referencia. En este sentido y en virtud de lo razonado ha de revisarse la doctrina anterior de la Sala a que se ha hecho referencia“>

En el voto particular emitido en la referida sentencia, se razona, en lo esencial, que:
<” … no es argumentable la doctrina dictada en los últimos tiempos por la Sala Primera en aplicación del art. 1.124 CC: 

a).– Ciertamente es innegable que el art. 50 ET significa la trasposición laboral de la resolución por incumplimiento que aquel precepto civil dispone, pero ha de tenerse en cuenta que no sólo la redacción de ambas normas es diversa [frente al texto laboral arriba reproducido, el mandato civil establece que «La facultad de resolver las obligaciones se entiende implícita… El perjudicado podrá escoger entre…»], sino que tampoco coinciden en la consecuencia resarcitoria de la resolución [la indemnización es automática y tasada en el contrato de trabajo; en tanto que en la previsión del Código Civil, tal resarcimiento está subordinado al acreditamiento de daños y perjuicios], pero sobre todo la más sustancial diferencia se halla en una consecuencia conexa de extrema importancia, cual es la percepción de prestaciones por desempleo en el caso de la extinción del contrato de trabajo, y que –como veremos– queda muy comprometida con el criterio seguido en esta sentencia por la mayoría de la Sala. Aparte de que en el caso de ruptura unilateral del contrato no justificada, el trabajador pudiera incluso –al menos en teoría– ser condenado a indemnizar al empresario, por abandono o dimisión no preavisada [art. 49.1.d) ET].

… la tesis aprobada por la mayoría de la Sala considero que en manera alguna beneficia al trabajador, siendo así que la resolución «motu propio» del contrato de trabajo: a) compromete acusadamente la percepción de prestaciones por desempleo; y b) resulta innecesaria, pues la tutela del más que probable interés del trabajador en no prestar servicios mientras persista el incumplimiento empresarial, siempre ha tenido la razonable solución de considerar los incumplimientos más graves como causa legitimadora de que dejen de prestarse servicios mientras persista la situación antijurídica empresarial, y en la actualidad encuentra claro remedio en la posible solicitud de medida cautelar suspensoria ex art. 79.7 LRJS. 

Es más, la propia existencia de la medida cautelar que se ha indicado y la redacción efectuada por el art. 79.3 LRJS … muestran bien a las claras –me parece– que para el legislador la única vía que el trabajador tiene para ejercitar la facultad resolutoria es la judicial, sin resultar admisible que por su propia voluntad ponga término al contrato [como unánimemente hasta entonces había entendido la jurisprudencia]; y que incluso se descarta que pueda el empleado –por su exclusiva volición– suspender la prestación de servicios; suspensión ésta que a partir de la LRJS ha de ser acordada por el Magistrado en el marco del proceso resolutorio y vía medida cautelar. De esta forma –parece– se tutelan todos los intereses en juego y además se evitan decisiones individuales que finalmente pudieran resultar harto perjudiciales para los intereses de las partes y muy especialmente para el empleado, cuya medida –de no estar justificada– muy factiblemente fuese considerada abandono voluntario del trabajo, con lo que ello significa respecto de perder todo derecho a indemnización legal y a las prestaciones por desempleo.

Coincido plenamente –como no podía ser menos– con la afirmación que hace la sentencia mayoritaria respecto de que es necesario introducir una mayor flexibilidad en la materia …Flexibilidad que finalmente ha sido acogida por el legislador, tal como evidencia la lectura del reproducido art. 79.3 LRJS, y que en todo es igualmente aplicable a los supuestos anteriores a la entrada en vigor de la referida Ley, pero no por la vía de medida cautelar [para tales casos inaplicable] ni la de facultar al trabajador para dar por concluido el contrato de trabajo, como se mantiene en la sentencia de la que discrepo, sino por la más lógica –a lo que entiendo– de autorizarle para que en tales supuestos suspenda la prestación de servicios, tal como tradicionalmente ha venido entendiendo la doctrina jurisprudencial de forma más restrictiva y –por lo dicho– deseablemente ampliable. Entenderlo de otra manera supondría un inicial –o aparente– beneficio que finalmente habría de tener un efecto perverso, por autorizar formalmente al trabajador a adoptar unas medidas que bien pudieran resultar precipitadas o injustificadas [la existencia de causa suficiente para resolver el contrato no es la más propicia para la objetivización, como patentizan los repertorios jurisprudenciales] y que por ello bien podrían conducirle a unas consecuencias muy nocivas para sus intereses laborales y prestacionales“>.

VI.1.- Preceptos LRJS interpretados: 

Art. 26.1 LRJS (Supuestos especiales de acumulación de acciones).- “1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 5 de este artículo, en el apartado 1 del artículo 32 y en el artículo 33, no podrán acumularse entre sí ni a otras distintas en un mismo juicio, ni siquiera por vía de reconvención, las acciones de despido y demás causas de extinción del contrato de trabajo, las de modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, las de disfrute de vacaciones, las de materia electoral, las de impugnación de estatutos de los sindicatos o de su modificación, las de movilidad geográfica, las de derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral a las que se refiere el artículo 139, las de impugnación de convenios colectivos, las de impugnación de sanciones impuestas por los empresarios a los trabajadores y las de tutela de derechos fundamentales y libertades públicas”.
Art. 34 LRJS (Momento de la acumulación. Separación de uno o varios procesos de una acumulación acordada).- “1. La acumulación de acciones y procesos deberá formularse y acordarse antes de la celebración de los actos de conciliación, en su caso, y de juicio, salvo que se proponga por vía de reconvención.- 2. Acordada la acumulación de procesos, podrá ésta dejarse sin efecto por el juez o tribunal respecto de uno o varios de ellos, si concurren causas que justifiquen su tramitación separada”.

Art. 85.3 LRJS (Celebración del juicio).- “3. Únicamente podrá formular reconvención cuando la hubiese anunciado en la conciliación previa al proceso o en la contestación a la reclamación previa o resolución que agote la vía administrativa, y hubiese expresado en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta. No se admitirá la reconvención, si el órgano judicial no es competente, si la acción que se ejercita ha de ventilarse en modalidad procesal distinta y la acción no fuera acumulable, y cuando no exista conexión entre sus pretensiones y las que sean objeto de la demanda principal.- No será necesaria reconvención para alegar compensación de deudas, siempre que sean vencidas y exigibles y no se formule pretensión de condena reconvencional, y en general cuando el demandado esgrima una pretensión que tienda exclusivamente a ser absuelto de la pretensión o pretensiones objeto de la demanda principal, siendo suficiente que se alegue en la contestación a la demanda. Si la obligación precisa de determinación judicial por no ser líquida con antelación al juicio, será necesario expresar concretamente los hechos que fundamenten la excepción y la forma de liquidación de la deuda, así como haber anunciado la misma en la conciliación o mediación previas, o en la reclamación o resolución que agoten la vía administrativa. Formulada la reconvención, se dará traslado a las demás partes para su contestación en los términos establecidos para la demanda. El mismo trámite de traslado se acordará para dar respuesta a las excepciones procesales, caso de ser alegadas”.

Art. 406 LEC (Contenido y forma de la reconvención. Inadmisibilidad de la reconvención no conexa con la demanda y de la reconvención implícita): “1. Al contestar a la demanda, el demandado podrá, por medio de reconvención, formular la pretensión o pretensiones que crea que le competen respecto del demandante. Sólo se admitirá la reconvención si existiere conexión entre sus pretensiones y las que sean objeto de la demanda principal.- 2. No se admitirá la reconvención cuando el Juzgado carezca de competencia objetiva por razón de la materia o de la cuantía o cuando la acción que se ejercite deba ventilarse en juicio de diferente tipo o naturaleza.- Sin embargo, podrá ejercitarse mediante reconvención la acción conexa que, por razón de la cuantía, hubiere de ventilarse en juicio verbal.- 3. La reconvención se propondrá a continuación de la contestación y se acomodará a lo que para la demanda se establece en el artículo 399. La reconvención habrá de expresar con claridad la concreta tutela judicial que se pretende obtener respecto del actor y, en su caso, de otros sujetos. En ningún caso se considerará formulada reconvención en el escrito del demandado que finalice solicitando su absolución respecto de la pretensión o pretensiones de la demanda principal.- 4. Será de aplicación a la reconvención lo dispuesto para la demanda en el artículo 400”.

Art. 438.1 LEC (Reconvención y acumulación objetiva y subjetiva de acciones en los juicios verbales): “1. En ningún caso se admitirá reconvención en los juicios verbales que, según la ley, deban finalizar por sentencia sin efectos de cosa juzgada.- En los demás juicios verbales sólo se admitirá la reconvención cuando ésta se notifique al actor al menos cinco días antes de la vista, no determine la improcedencia del juicio verbal y exista conexión entre las pretensiones de la reconvención y las que sean objeto de la demanda principal”.

VI.2.- Cuestión suscitada:


Se suscita la cuestión de si la acción contenido de la reconvención anunciada en la conciliación previa al proceso o en la contestación a la reclamación previa o resolución que agote la vía administrativa prescribe si desde la fecha en que se produce tal anuncio hasta la fecha en que se celebra el juicio en el que el demandado procede a “formular reconvención” ha trascurrido más de un año. En definitiva, se trata de determinar el alcance interruptivo de la prescripción que el anuncio de reconvención, efectuado por el empresario en la conciliación previa, tiene sobre la acción reconvencional. Si la interrupción de la prescripción se agota en el anuncio efectuado en la conciliación administrativa y, por lo tanto, el plazo de prescripción de la acción reconvencional comienza de nuevo al día siguiente de celebrada dicha conciliación sin efecto, o, si la interrupción de la prescripción que se produce con el anuncio de la reconvención se prolonga hasta que se celebra el juicio dimanante de la demanda en su día interpuesta por el actor. Solución esta última adoptada por la sentencia que analizaremos, la STS/IV 26-junio-2013, manteniéndose la otra tesis en el voto particular. 
VI.3.- SSTS/IV sobre el tema: 

STS/IV 26-junio-2013 (rcud 1161/2012, Sala general con voto particular): Reconvención anunciada en el acto de conciliación previa, celebrándose el juicio transcurrido más de un año desde que se intentó la conciliación sin efecto: La acción reconvencional no ha prescrito.- Se razona, en esencia, que:
<” … la reconvención que se realiza en el acto administrativo de conciliación no es un mero anuncio, pues tiene que cumplir en ese momento las exigencias propias de la demanda, ya que, por imperativo legal, debe expresar en lo esencial “los hechos en que se funda y la petición en que se concreta”. Por ello, la pretensión reconvencional está en esta fase formulada en todos sus elementos, de acuerdo con la doctrina de la sustanciación, y el trámite del art. 85.3 de la LPL, aunque se designa como formulación, es, en realidad, por su contenido una ratificación. Por otra parte, hay que resaltar que no se trata de una simple conexión ideal entre demanda y reconvención, sino que la Ley va más allá al determinar una auténtica conexión física entre ambas, pues, como consecuencia, de la exigencia que establece el art. 80.3 de la LPL, el acta que documenta la formulación de la reconvención entra materialmente en el proceso acompañando a la demanda, lo que supone que, incluso, en ese plano material se está ejercitando con ella la pretensión reconvencional y separarlas a efectos de la prescripción supone una división artificial de la acumulación no solo en el plano ideal, sino incluso en el material o físico. Así en el escrito de demanda se indica que se aporta el acta de la conciliación administrativa y en ésta … se recoge la reconvención formulada por la empresa, con lo que ésta ha tenido entrada en el proceso con la misma demanda y desde ese momento la acumulación extrajudicial se convierte en judicial. Es cierto que la acción reconvencional mantiene su independencia, en el sentido de que podría ser ejercitada en otro proceso o ser afectada por una declaración de incompetencia o inadecuación de procedimiento. Pero, aparte de que lo mismo puede suceder con la demanda, lo que es indudable es que si la reconvención se ratifica en el acto de juicio, como aquí ha sucedido, hay que entender que se ha mantenido la continuidad del efecto interruptivo.

Lo que se sostiene es que, como ocurre en el proceso civil, también en el social la pretensión ejercitada al reconvenir se acumula, desde el momento en que se formula en conciliación, a la demanda y sigue la suerte de ésta. No es que el efecto interruptivo de la prescripción se prolongue de manera indefinida en el tiempo, sino simplemente que, como consecuencia, de la acumulación a la pretensión deducida en la demanda la reconvención se une a ésta, de forma que, si la demanda no se formula o se retrasa de forma extemporánea perjudicando el derecho, también podrá resultar perjudicada la reconvención en los términos en que ese retraso la afecte”>.
En el voto particular, se razona en contra de la tesis sustentada en la sentencia mayoritaria, señalando, en síntesis, que:

<”… El anuncio de la reconvención formulado en la conciliación administrativa previa interrumpe la prescripción de la acción reconvencional, iniciándose de nuevo el plazo de prescripción al día siguiente de celebrada la conciliación. Dicha interrupción no se mantiene hasta la fecha de la celebración del acto del juicio consecuente a la demanda interpuesta por el actor, por las siguientes razones: 

1ª- Dicho efecto no aparece contemplado en el artículo 65 de la LPL, que regula los efectos de la solicitud de conciliación previa. En efecto, dicho artículo señala que “la presentación de la solicitud de conciliación suspenderá los plazos de caducidad e interrumpirá los de prescripción”, debiendo tenerse en cuenta que el reconviniente no ha presentado “solicitud de conciliación”.

2ª- El artículo 85.2 LPL, que regula la reconvención, tampoco ha establecido que el efecto de anunciar la misma sea mantener interrumpido el plazo de prescripción, hasta que se celebre el juicio, pues se limita a señalar que la reconvención ha de ser anunciada en la conciliación previa al proceso, sin anudar ningún efecto especial a dicho anuncio.

3ª- La exigencia de que la reconvención haya de ser anunciada en la conciliación previa tiene por finalidad "evitar situaciones de indefensión para el demandante por lo que la posibilidad de la reconvención se condiciona a su anuncio previo en los actos del proceso" (exposición de motivos de la Ley 7/1989, de 12 de abril, de Bases de Procedimiento Laboral, en la que aparece esta exigencia por primera vez).

4ª- La reconvención, es una nueva demanda, a la que han de aplicarse las normas que se refieren al contenido de esta, ente las que se encuentra el plazo para el ejercicio de la acción, el plazo de prescripción de la misma y la interrupción de la prescripción.

5ª- El artículo 1973 del Código Civil, que regula la interrupción de la prescripción, establece que la misma se produce por el ejercicio de la acción ante los Tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor. El anuncio de la reconvención en la conciliación previa tiene la consideración de reclamación extrajudicial que ha interrumpido la prescripción, pero dicha interrupción sólo supone que se vuelve a iniciar el cómputo del plazo de prescripción tras la interrupción, no que a partir de dicho anuncio permanezca interrumpida la prescripción.

6ª- El que se exija conexión entre las pretensiones del reconviniente y las que sean objeto del pleito principal, en virtud de lo establecido en el artículo 406 LEC, no supone, ya que no está así establecido, que se aplique al anuncio de reconvención los efectos que la norma procesal establece para la presentación de la demanda por el actor, en concreto, que dicha presentación interrumpe la prescripción.

7ª- A la acción formulada por el reconviniente se le aplican los mismos efectos que a la del actor principal en cuanto a la interrupción de la prescripción, una vez celebrado el intento de conciliación sin efecto, a saber, que el cómputo del plazo para el ejercicio de las acciones se reanuda al día siguiente de dicho intento, tanto la acción del actor que ha de formular mediante la demanda, como la del demandado que ha de ejercitar al formular la reconvención en el acto del juicio.

8ª- Al igual que el actor presentó la demanda a los seis días de celebrada la conciliación previa, el demandado debió ejercitar su acción antes de que transcurriese el plazo de un año desde que se celebró dicha conciliación previa.

9ª- La reconvención se formula en el acto del juicio, no en la conciliación previa, tal y como resulta del contenido literal del artículo 85.2 LPL "En ningún caso podrá formular reconvención -el demandado- salvo que la hubiese anunciado en la conciliación previa al proceso o en la contestación a la reclamación previa, expresando en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta".- El último párrafo del precepto señala: "Formulada la reconvención, se abrirá trámite para su contestación en los términos establecidos en la demanda".

10ª- Si bien no le es imputable al demandado que la fecha de celebración del juicio fuese tan tardía, tal hecho no lo impedía, como se ha señalado con anterioridad formular una reclamación extrajudicial o una demanda, que hubiera evitado la prescripción de la acción.

11ª- El demandado ha de velar por el ejercicio en plazo de su acción, ya que si se limita a anunciar la reconvención y no vigila el plazo de prescripción de la acción, si el trabajador no formula demanda, la formula fuera de plazo o, tras interponerla desiste de la misma, o el juicio se celebra transcurrido mas de un año desde que se celebró la conciliación previa sin avenencia, la acción del demandado habrá prescrito …“>.

VII.1.- Precepto LRJS interpretado: 


Art. 96.2 LRJS (Carga de la prueba en casos de discriminación y en accidentes de trabajo).- “2. En los procesos sobre responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales corresponderá a los deudores de seguridad y a los concurrentes en la producción del resultado lesivo probar la adopción de las medidas necesarias para prevenir o evitar el riesgo, así como cualquier factor excluyente o minorador de su responsabilidad. No podrá apreciarse como elemento exonerador de la responsabilidad la culpa no temeraria del trabajador ni la que responda al ejercicio habitual del trabajo o a la confianza que éste inspira”. 

VII.2.- Cuestión suscitada:


En el debatido tema de la carga de la prueba en los procesos sobre responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, el art. 96.2 LRJS es fiel reflejo, incluso en términos más flexibles, de la tesis mantenida por la Sala IV del Tribunal Supremo, fundamentalmente, a partir de su STS/IV 30-junio-2010 (rcud 4123/2008, Sala General). 
VII.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 30-enero-2012 (rcud 1607/2011): Responsabilidad empresarial por daños: enfermedad profesional: amianto.- Relación de causalidad entre los constatados incumplimientos empresariales de medidas prevención riesgos laborales y la enfermedad profesional del trabajador por exposición al amianto: ante la falta de medidas de seguridad, no puede presumirse, tanto más ante la inexistencia de cualquier prueba objetiva en sentido contrario, la ineficacia total de las referidas medidas para prevenir, evitar o, como mínimo, disminuir los riesgos.- El empresario como deudor de seguridad.- Razonándose, en esencia, que:

<”… como se razona en nuestra STS/IV 30-junio-2010 (Sala General –rcud 4123/2008), la propia existencia de un daño pudiera implicar –se ha dicho– el fracaso de la acción preventiva a que el empresario está obligado [porque no evaluó correctamente los riesgos, porque no evitó lo evitable, o no protegió frente al riesgo detectable y no evitable]”. Por lo que a idéntica conclusión podemos llegar aplicando la jurisprudencia de esta Sala contenida en la referida STS/IV 30-junio-2010, que aplica la clásica normativa civil de la culpa contractual, conforme a la cual “la exigencia de responsabilidad necesariamente ha de calificarse como contractual, si el daño es consecuencia del incumplimiento contractual”, que “La deuda de seguridad que al empresario corresponde determina que actualizado el riesgo [AT], para enervar su posible responsabilidad el empleador ha de acreditar haber agotado toda diligencia exigible, más allá –incluso– de las exigencias reglamentarias” y que, en cuanto a la carga de la prueba, “ha de destacarse la aplicación –analógica– del art. 1183 CC, del que derivar la conclusión de que el incumplimiento de la obligación ha de atribuirse al deudor y no al caso fortuito, salvo prueba en contrario; y la del art. 217 LECiv, tanto en lo relativo a la prueba de los hechos constitutivos [secuelas derivadas de AT] y de los impeditivas, extintivos u obstativos [diligencia exigible], cuanto a la disponibilidad y facilidad probatoria [es más difícil para el trabajador acreditar la falta de diligencia que para el empresario demostrar la concurrencia de ésta]” y que “el empresario no incurre en responsabilidad alguna cuando el resultado lesivo se hubiese producido por fuerza mayor o caso fortuito, por negligencia exclusiva no previsible del propio trabajador o por culpa exclusiva de terceros no evitable por el empresario [argumentando los arts. 1.105 CC y 15.4 LPRL], pero en todo estos casos es al empresario a quien le corresponde acreditar la concurrencia de esa posible causa de exoneración, en tanto que él es el titular de la deuda de seguridad y habida cuenta de los términos cuasiobjetivos en que la misma está concebida legalmente”.

De los anteriores argumentos se desprende que ... el empresario como deudor de seguridad en el contrato de trabajo, tenía que haber acreditado que cumplió con las medidas de seguridad que implican una diligencia exigible, para evitar el daño que finalmente se produjo. Por el contrario, en la propia sentencia recurrida se afirma … que "en el presente caso las demandadas no han acreditado el cumplimiento ... de unas mínimas medias de seguridad en relación con el trabajador", de forma que no habiéndose acreditado el cumplimiento de ninguna de las medidas de prevención que eran exigibles en los años en los que el trabajador fallecido estuvo prestando servicios en contacto con el amianto, antes descritas con detalle, la conclusión ha de ser que ese incumplimiento contractual es plenamente encuadrable en el ámbito de responsabilidad que fija el artículo 1.101 del Código Civil, con las consecuencias indemnizatorias que fijó la sentencia recurrida, que de esta forma, ha de afirmarse que no incurrió en la infracción de los preceptos que se denuncian en el recurso.

Finalmente, cabe señalar que la doctrina jurisprudencial contenida en la citada STS de 30 de junio de 2.010 … tiene reflejo en la ahora vigente Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (Ley 36/2011 de 10-octubre -LRJS), en cuyo el art. 96.2 se establece que … “>.
VIII.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 103.2 LRJS (Presentación de la demanda por despido): “2. Si se promoviese papeleta de conciliación o solicitud de mediación, reclamación previa o demanda por despido contra una persona a la que erróneamente se hubiere atribuido la cualidad de empresario, y se acreditase con posterioridad, sea en el juicio o en otro momento anterior del proceso, que lo era un tercero, el trabajador podrá promover nueva demanda contra éste, o ampliar la demanda si no se hubiera celebrado el juicio, sin que comience el cómputo del plazo de caducidad hasta el momento en que conste quién sea el empresario”. 


Art. 64.2.b) LRJS (Excepciones a la conciliación o mediación previas): “2. Igualmente, quedan exceptuados: … b) Los supuestos en que, en cualquier momento del proceso, después de haber dirigido la papeleta o la demanda contra personas determinadas, fuera necesario dirigir o ampliar la misma frente a personas distintas de las inicialmente demandadas”.
VIII.2.- Cuestión suscitada:


Se debaten los posibles límites a esa facultad extraordinaria del trabajador de poder dirigir la demanda por despido contra el que considere el verdadero empresario una vez transcurrido el plazo de caducidad para el ejercicio de la acción de despido.

Cabe recordar que el actual art. 103.2 LRJS coincide en parte con el originario art. 103.2 LPL, así como que se mantiene íntegramente la finalidad del precepto de evitar la caducidad de la acción del despido cuando se descubre tardíamente que el posible empresario lo era un tercero, lo que en la LPL se concretaba literalmente en el momento del acto del juicio, pero estableciendo la LRJS una regulación más detallada para evitar que si tal error o ocultación se detecta con anterioridad no deba esperarse hasta el momento del acto del juicio para ejercitar correctamente la acción y evitar la referida caducidad.

Igualmente, es dable destacar que el art. 64.2.b) LRJS coincide en parte con el originario art. 64.2.b) LPL, si bien contiene una redacción más amplia, tendente a evitar caducidades injustificadas y para su coordinación, por una parte, con el referido art. 103.2 LRJS en los supuestos de posible error en la identificación del empresario en juicios por despido, y, por otra parte, para intentar solventar problemas, entre otros, especialmente en procesos derivados de accidente de trabajo o de enfermedades profesionales en los que por confluencia de diversos responsables resulta sumamente difícil la constitución del litisconsorcio pasivo necesario evitando obstáculos artificiosos.

VIII.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 6-marzo-2012 (rcud 1870/2011, con voto particular): Verdadero empresario: ampliación demanda (art. 103.2 LPL): una vez presentada demanda de despido contra quien aparece formalmente como empleador y ha efectuado la extinción contractual, previo intento conciliación extrajudicial, si resulta que pudiera ser también verdadero empresario un tercero no inicialmente demandado, efectuándose ampliación demanda transcurridos ya veinte días hábiles, no cabe considerar caducada acción de no existir constancia cierta de que conocía en el momento del despido, siquiera de forma mínima pero suficiente para justificar su pretensión, los vínculos reales o las ilegalidades jurídicas de las relaciones entre las partes.- Se razona, en esencia, que:
<” … En el supuesto enjuiciado la trabajadora demandó inicialmente a la empresa de trabajo temporal con la que había suscrito el último contrato de trabajo y que procedió directamente a decretar su extinción contractual impugnada, así como a otras empresas de trabajo temporal que le habían precedido en su contratación, pretendiendo que se declarara el carácter indefinido de su contrato y por ello la improcedencia del despido, y es luego, a instancia de una de las empresas de trabajo temporal inicialmente codemandadas, cuando amplia la demanda contra la empresa usuaria y se alteran los fundamentos de su pretensión incluyendo a esta última entidad por alegada cesión ilegal, una vez transcurridos más de veinte días hábiles desde la notificación del despido.

Ante tales hechos y circunstancias, no puede afirmarse … que en éste o similares supuestos los trabajadores de las empresas de trabajo temporal conozcan o deban conocer perfectamente desde el momento mismo del despido la condición de empresario verdadero de la empresa usuaria, pues, sin otros datos, el fraude no se presume ni la concurrencia de los presupuestos de una cesión ilegal puede entenderse deban tenerse por existentes cuando se trata de una conducta ilegal.

De aplicarse la tesis que defiende la sentencia de contraste, los preceptos procesales cuya infracción se invoca por la recurrente … serían inaplicables; y, por otra parte, obligaría a que en todo juicio de despido, para no perder el trabajador despedido sus posibles derechos de detectarse posteriormente la existencia de un verdadero empresario, junto con el empresario formal o con independencia del inicialmente demandado como tal, tuviera que demandarse por despido necesariamente por los trabajadores de empresas de trabajo temporal, además de a éstas, a las empresas usuarias, o, en otros casos, también a quienes sospecharan o recelaran los demandantes que pudieran, a lo largo del proceso y antes del juicio, resultar ser sus verdaderos empresarios (integrantes de un grupo de empresas, socios que entendieran pudieran haber abusado de la estructura formal de la sociedad en su provecho o empresario principal y la cadena de empresas subcontratistas, entre otros), lo que comportaría graves disfunciones y perjuicios, no siendo ésta la finalidad de la norma que tiende a la determinación del empresario verdadero para que este asuma sus responsabilidades sin ampararse en su inicial ocultación para eludir sus responsabilidades a través del instituto de la caducidad.
Además, el supuesto ahora analizado es distinto del contemplado en la STS/IV 15-noviembre-2006 (rcud 2764/2005), -- en la que se constata que el despedido tenía datos suficientes en la fecha del despido para poder dirigir la demanda contra la empresa adquirente del puesto del mercado, en el que incluso continuó trabajando tras la transmisión --, y en la que se parte de unos hechos consistentes, en esencia, en que en un despido objetivo se despide al trabajador por su formal empleadora el día 18-02-2004 con efectos desde el día 19-03-2004, por haber vendido a una tercera empresa el puesto del mercado en que prestaba sus servicios el 16-12-2003 y haber entregado dicho puesto en el mes de enero al comprador, amortizando el puesto, cuando constaba que el trabajador había continuado prestando servicios en el mismo puesto hasta la fecha de su cese (fundamento de derecho primero), así como que según el “el art. 35 del Convenio Colectivo de Mayoristas de Pescados estipula que «el traspaso o venta de empresa no será motivo de extinción de la relación laboral, quedando el nuevo propietario obligado a mantener, como mínimo, las mismas condiciones económicas y sociales que los trabajadores venían disfrutando»”; y se argumenta, en esencia, que el actor conocía con anterioridad a la fecha en que solicita la ampliación de la demanda la transmisión del puesto del mercado a una tercera empresa “y que –se afirma con valor fáctico en el fundamento segundo, in fine– «el actor continuó prestando sus servicios en el mismo lugar de trabajo una vez realizada la transmisión sin que se le comunicara la extinción de su contrato hasta transcurrido más de un mes desde que la nueva empresaria se hiciera cargo del puesto y dos meses después de realizada la compraventa»”, concluyendo que “es claro que el trabajador tuvo conocimiento de la transmisión desde la misma fecha en que la misma se materializó en 15/Enero, de manera que desde la misma fecha en que le fue comunicado su despido objetivo [18/Febrero] pudo haber dirigido su demanda contra la adquirente …, por lo que la ampliación de la demanda –dirigiéndola contra ella– en 11/Junio fue palmariamente extemporánea y desajustada a la prevención temporal de los arts. 59.3 ET y 103 LPL, infringidos por la sentencia recurrida”, al tiempo que advierte, lo que resulta trascendente a estos fines, que no se trató "del simple problema de que se desconociese el negocio de la transmisión [el trabajador tuvo cumplido conocimiento de ella, ...], sino más bien el posible error jurídico de no haber considerado desde el principio la posibilidad de que frente al cese respondiese la nueva adquirente del puesto de venta".
En definitiva, en el presente caso cabe concluir que la tesis jurídicamente correcta es la reflejada en la sentencia recurrida, y que, por ello, la doctrina, deducible de los preceptos procesales citados como infringidos, obliga a entender que, una vez presentada la demanda de despido en plazo contra quien aparece formalmente como empleador y ha efectuado la extinción contractual impugnada, previo el oportuno intento de conciliación extrajudicial, si resulta que de las alegaciones de las partes pudiera ser también verdadero empresario un tercero no inicialmente demandado, efectuándose por la parte actora la ampliación de la demanda contra éste transcurridos ya los veinte días hábiles desde el despido, no cabe considerar caducada la acción de despido por el mero hecho de que el trabajador demandante hubiera venido prestando sus servicios en el centro de trabajo del nuevo demandado de no existir constancia cierta de que conociera en el momento del despido, si quiera de forma mínima pero suficiente para justificar su pretensión, los vínculos reales o las ilegalidades jurídicas de las relaciones entre las partes.“>.
En el voto particular, se argumenta, en contra de la tesis sustentada en la sentencia mayoritaria, que no es aplicable al supuesto enjuiciado el art. 103.2. LPL, señalando que el error al que se refiere el citado precepto es el error de hecho y no el de derecho, máxime cuando el error de derecho no es excusable, cual acaece con el que nos ocupa. Se afirma, en síntesis, que:

<”… El error al que la norma se refiere es el de hecho y no el de derecho. Además, el error, caso de haber existido y no deberse a otros intereses, fue de derecho y no de hecho, porque el trabajador y su letrado conocían los contratos suscritos con la ETT demandada, lo que suponía que conocían la naturaleza del contrato de puesta a disposición, la empresa usuaria y demás datos que deben figurar en el contrato según el art. 15 del RD 4/1995. Ello les facilitó conocer la normativa aplicable y lo dispuesto en los artículos 6 y 16-3 de la Ley 14/1994, sobre la duración máxima de los contratos y la responsabilidad solidaria de la empresa usuaria en caso de incumplirse las disposiciones del citado artículo 6, así como su responsabilidad para el pago de la indemnización por despido, sin que, por otro lado, desconocieran quien era la empresa usuaria, quien organizaba y dirigía el trabajo y quien ocupaba a la actora en satisfacer necesidades permanentes. Por ello, no puede hablarse de error de hecho, sino de derecho en la calificación de las responsabilidades de la empresa usuaria. Y si el error fue jurídico no se justifica la conducta de la actora, ni puede estimarse que interrumpiera el plazo de caducidad de la acción por despido. En este sentido el último párrafo del fundamento Cuarto de la Sentencia de esta Sala de 15 de noviembre de 2006 (Rec. 2764/05) y las sentencias de esta Sala de 15 de octubre de 1987 (RJ 1987/7013) en su último párrafo y la de 11 de diciembre de 1987 (RJ 1987/8892).

Sobre el error de derecho conviene recordar que, conforme al artículo 6-1 del Código Civil, la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento y que el error de derecho, según ese precepto, produce sólo los efectos que las leyes determinen. Este mandato supone que el “error iuris”, como falsa o equivocada representación de la realidad no favorece a quien ignora la ley o la interpreta de forma grosera o inexacta, salvo que ese error sea excusable, esto es que no pueda ser salvado usando una diligencia normal. Conforme al artículo 1.266 del Código Civil, el error sólo vicia el consentimiento cuando es excusable, cuando no se puede imputar a la negligencia de quien lo alega, pues si el error es inexcusable no puede afectar al consentimiento. Así lo ha entendido la Sala 1ª de este Tribunal Supremo en sus sentencias de 14 y 18 de febrero de 1994, 6 de noviembre de 1996, 30 de septiembre de 1999 y 24 de enero de 2003, entre otras, en las que ha señalado, que la jurisprudencia viene entendiendo que el error de derecho anula el consentimiento cuando es inexcusable, calificativo que no merece si “recae sobre las condiciones jurídicas de la cosa y en el contrato intervino un letrado, o se hubiera podido evitar el error con una normal diligencia”.
En el presente caso la actora fue asistida de letrado, quien conoció lo dispuesto en el art. 6 de la Ley 14/1994 en relación con lo dispuesto en el art. 15 del E.T. y pidió por fraude de ley (ex art. 15-3) la conversión de los contratos en indefinidos sólo frente a la empresa de trabajo temporal y habiéndose producido el despido el 14 de enero de 2010 sólo amplió la demanda contra la empresa usuaria en mayo de 2010“>

IX.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 45.1 LRJS (Plazo y lugar de presentación de escritos): “1. Cuando la presentación de un escrito esté sujeta a plazo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo en el servicio común procesal creado a tal efecto o, de no existir éste, en la sede del órgano judicial”.
Art. 65.1 y 2 LRJS (Efectos de la solicitud de conciliación o de mediación previa): “1. La presentación de la solicitud de conciliación o de mediación suspenderá los plazos de caducidad e interrumpirá los de prescripción. El cómputo de la caducidad se reanudará al día siguiente de intentada la conciliación o mediación o transcurridos quince días hábiles, excluyendo del cómputo los sábados, desde su presentación sin que se haya celebrado.- 2. En todo caso, transcurridos treinta días, computados en la forma indicada en el número anterior, sin haberse celebrado el acto de conciliación o sin haberse iniciado mediación o alcanzado acuerdo en la misma se tendrá por terminado el procedimiento y cumplido el trámite”.

Art. 103.1 LRJS (Presentación de la demanda por despido): “1. El trabajador podrá reclamar contra el despido, dentro de los veinte días hábiles siguientes a aquél en que se hubiera producido. Dicho plazo será de caducidad a todos los efectos y no se computarán los sábados, domingos y los festivos en la sede del órgano jurisdiccional”.


Art. 135.1 LEC (Presentación de escritos, a efectos del requisito de tiempo de los actos procesales): “1. Cuando la presentación de un escrito esté sujeta a plazo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo, en el servicio común procesal creado a tal efecto o, de no existir éste, en la sede del órgano judicial”.
IX.2.- Cuestión suscitada:


Aunque dada la fecha de los hechos no era aplicable la LRJS, los preceptos analizados eran concordantes con los contenidos en la LPL y en la LEC, siendo la cuestión planteada la consistente en determinar si resulta aplicable en el ámbito del cómputo del plazo de caducidad del despido que previene el art. 59.3 ET, el art. 135.1 LEC cuando se interpone la demanda de conciliación en los términos previstos en éste precepto, esto es, dentro de las 15 horas del "día 21" del plazo referido, y la demanda ante el Juzgado de los Social el mismo día en que se lleva a cabo la conciliación sin avenencia. 

IX.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 3-junio-2013 (rcud 2301/2012, con voto particular): Despido y caducidad del despido. Cómputo del plazo y suspensión del mismo. No se tiene en cuenta el día de interposición de la papeleta de conciliación ante el órgano administrativo ni tampoco el día en que se celebra el acto sin avenencia. Aplicación del art. 135.1 LEC porque se entiende no caducada la acción cuando la conciliación se plantea dentro de las 15 horas del día 21 del plazo, equiparando la posibilidad válida de interponer la demanda que hubiese tenido el actor con la del inicio de un acto, el de conciliación, de naturaleza peculiar, previa al proceso en el que se integra y del que forma parte, y en el que la Administración no actúa como tal con sus características potestades.- Razonándose, en síntesis, que:

<” … Así y en primer lugar, debemos afirmar que desde la sentencia de esta Sala de 6 de febrero de 1.970 dictada en interés de Ley y recordada en la STS de 17 de septiembre de 1.992 (recurso 1778/1991) … no cabe computar para determinar ese plazo ni el día en que se interpone la conciliación, ni aquél en que se lleva a cabo.

Por otra parte, desde hace tiempo se ha venido considerando como un plazo de caducidad verdaderamente singular, pues su teórica naturaleza sustantiva siempre se ha visto afectada por incidencias normativas o regulaciones legales típicamente procesales, como son la exclusión de los sábados (y del 24 y 31 de diciembre) como días hábiles desde la reforma del artículo 182.1 de la LOPJ introducida por la LO 19/2003, que vino a establecer la inhabilidad a efectos procesales de tales días, y la jurisprudencia de ésta Sala que vino a zanjar la polémica sobre la aplicación de esa norma, en principio dirigida a las actuaciones puramente procesales, a la manera de computar la caducidad en el despido. SSTS de 23 de enero de 2.006 (recurso 1604/2005), 31 de mayo de 2.007 (recurso 4076/2005), 17 de abril de 2.007 (recurso 3074/2005) o 21 de diciembre de 2.009 (recurso 726/2009), entre otras muchas. Por último, el artículo 103.1 de la nueva LRJS expresamente excluye los sábados, domingos y festivos de la sede del órgano jurisdiccional para el cómputo de los 20 días de la repetida caducidad.

En esa doctrina se dice resumidamente que "1) el plazo de caducidad de la acción de despido "tiene una conexión directa con un futuro proceso en cuanto que la válida iniciación del mismo depende de (su) cumplimiento" (STS 10-11-2004); 2) sería "contrario a la lógica" y "contrario a la tutela judicial efectiva que los tribunales deben dispensar" computar como hábil un día de la semana declarado inhábil, y en el que por eso no es posible presentar la demanda" (STS 23-1-2006, rec. 1604/2005) ); y 3) el art. 182 LOPJ declara inhábiles "los sábados y domingos, los días 24 y 31 de diciembre, los días de fiesta nacional y los festivos a efectos laborales en la respectiva Comunidad Autónoma o localidad" y no resultaría razonable "escindir la enumeración, para darle unos efectos distintos a los sábados, que los que son propios de los señalados para los restantes días incluidos en ella". 

Muestra también de esa naturaleza especial, compleja, no puramente administrativa, de la conciliación laboral en materia de despido y del propio plazo de caducidad y su incidencia en las vicisitudes de la conciliación previa, es el hecho de que ese plazo previsto en el artículo 59.3 del Estatuto de los Trabajadores, en el artículo 103.1 de la derogada Ley de Procedimiento Laboral, aplicable en el caso por razones temporales, y ahora en precepto del mismo número en la Ley de la Jurisdicción Social, se regulase en la propia norma procesal, lo que impregna ese trámite de ciertas características propias, que lo alejaban de una posible naturaleza puramente administrativa y ajena al proceso laboral. 

También resulta significativo que la jurisprudencia de ésta Sala haya afirmado que no resultaba aplicable el artículo 48.5 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y que en materia laboral hay que estar a las previsiones del ET y LPL, y subsidiariamente a las de la Ley de Enjuiciamiento Civil (STS de 4 de octubre d 2.005 -recurso 3318/2004-).

… No resulta aplicable en este caso el artículo 47 de la Ley 30/1992, de RJAP, relativo a la obligatoriedad de términos y plazos para la Administración, en el que, como no podía ser de otra forma, dice que "Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos" .En opinión de la Sala, la norma establece la necesidad de que sean tenidos en cuenta tales plazos y términos para las actuaciones administrativas por las Administraciones que tramiten los asuntos de su competencia, pero no se refiere a actuaciones distintas, ajenas a la Administración y sus potestades, en sentido propio, y con incidencia directa en el proceso, como es el artículo 135.1 LEC.

En resumen: la conciliación previa ante los servicios que están encargados de tramitar ese requisito previo al proceso no es realmente un procedimiento administrativo incrustado en el laboral, o una especie de reclamación planteada ante un órgano administrativo, de perfiles y características típicamente administrativas en el sentido previsto en aquélla norma, la Ley 30/1992, y desde luego tampoco es algo en cierto modo independiente, como hemos dicho, del proceso laboral, sino que realmente se trata de una actuación exigible para acceder a la jurisdicción, un trámite profundamente impregnado de principios y valores procesales de características propias.
De hecho, el Órgano de conciliación que lleva a cabo esos actos de evitación del proceso, no actúa en ellos de manera típica o característica de las Administraciones Públicas, puesto que no puede producir resoluciones autónomas o tomar decisiones propias distintas de las que se derivan de su función, regulada y encaminada a la evitación del proceso laboral, o en caso de no avenencia, abrir la puesta al proceso una vez cumplido el trámite“>.
En el voto particular, se razona, en favor de la tesis contraria, destacándose, en síntesis, que:

<” … El plazo de caducidad de 20 días que para la acción por despido establece el art. 59 del E.T. es sustantivo, transcurre inexorable y por imperativo legal comporta la pérdida de la acción no ejercitada dentro de ese plazo. El descuento para su cómputo de los días inhábiles no cambia la naturaleza sustantiva de ese plazo. Como no se trata de un plazo procesal, no es aplicable el artículo 135 de la L.E.C. que sólo regula la presentación de escritos en los Juzgados y Tribunales, escritos entre los que se incluye la demanda. La conciliación administrativa previa del art. 63 se lleva a cabo ante un órgano administrativo cuya actuación se regula por la Ley de Procedimiento Administrativo Común, Ley 30/1992, cuyo artículo 38-4 permite presentar escritos ante cualquier órgano administrativo (estatal, autonómico, local, etc.), incluso en Correos, lo que hace innecesario un precepto como el del art. 135 de la L.E.C., pensado para supuestos en los que el escrito debe presentarse ante el órgano judicial competente para su recepción, sin que, quepa la presentación ante otro órgano, ni en el Juzgado de Guardia, máxime cuando cabe también la presentación por medios telemáticos ante los órganos administrativos, conforme al nº 9 del citado artículo 38“>.

X.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 108.3 LRJS (Calificación del despido por la sentencia): “1. En el fallo de la sentencia, el juez calificará el despido como procedente, improcedente o nulo.- 2. Será nulo el despido que tenga como móvil alguna de las causas de discriminación prevista en la Constitución y en la ley, o se produzca con violación de derechos fundamentales y libertades públicas del trabajador ….- 3. Si se acreditara que el móvil del despido obedeciera a alguna de las causas del número anterior, el juez se pronunciará sobre ella, con independencia de cuál haya sido la forma del mismo”.


Art. 120 LRJS (Extinción por causas objetivas: Tramitación): “Los procesos derivados de la extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, se ajustarán a las normas contenidas en el Capítulo relativo a los procesos por despidos y sanciones sin perjuicio de las especialidades que se enuncian en los artículos siguientes”.
X.2.- Cuestión suscitada: 

La cuestión planteada consistía en decidir si, en un supuesto de despido objetivo en el que la parte actora pretendía la nulidad por motivos de forma y de fondo, el pronunciamiento sobre la lesión de los derechos fundamentales invocados debe hacerse en todo caso, aun cuando el despido pueda ser declarado nulo por razón de defectos de forma.
X.3.- SSTS/IV sobre el tema:

STS/IV 17-julio-2013 (rcud 2350/2012): Despido objetivo: nulidad por vulneración de derechos fundamentales.-Necesidad de pronunciamiento aunque se pudiera apreciar también la nulidad por defectos formales.- Se razona, en esencia, que:
<” …Es en este punto donde entra en juego el análisis del art. 108.3 de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL), que es el texto legal aplicable al presente caso -si bien tiene la misma redacción que el actual art. 108.3 LRJS-, y que debe hacerse extensiva a la extinción del contrato de trabajo por causas objetivas dada la remisión del art. 120 LPL, a cuyo tenor "Si se acreditara que el móvil del despido obedeciera a alguna de las causas del número anterior, el Juez se pronunciará sobre ella, con independencia de cuál haya sido la forma del mismo".

Para la sentencia recurrida el despido nulo carece de matices y es irrelevante que lo sea por cuestiones formales o por vulneración de derechos fundamentales.

No podemos compartir este criterio. La protección de los derechos fundamentales ha de actuar con carácter prioritario sobre cualquier otra garantía de rango legal, de ahí que al titular del derecho invocado haya de dársele satisfacción mediante un análisis razonado de la afectación que sobre el mismo pueda tener la conducta de la parte demandada, con independencia de que la actuación empresarial se haya ajustado o no las formalidades legales exigidas para llevar a cabo la concreta decisión.

De apreciarse que el derecho fundamental había sido conculcado, el ulterior cumplimiento de tales requisitos de forma, que permitiría un nuevo despido objetivo incluso con la misma causa, nunca serviría de satisfacción suficiente a una eventual lesión del aquel derecho. No puede afirmarse que las consecuencias para el trabajador sean idénticas sea cual sea la motivación de la calificación de nulidad del despido. Desde luego, no lo es la respuesta, aunque formalmente adopte la fórmula de despido nulo; pues en un caso se estará afirmando que el despido ha constituido medio para perturbar la intangibilidad de un derecho fundamental y en el otro la calificación solo implica un reproche a la forma de efectuar la extinción, sin prejuzgar la existencia o no de la causa.

Pero es que, además, la verdadera situación en la que se encuentran las partes tras la reincorporación a que conduce en todo caso la declaración de nulidad se torna, a todas luces, diferente. Si el trabajador ve admitida su pretensión inicial y obtiene una sentencia en la que se declare que el despido obedecía a una intención anticonstitucional, la readmisión lleva implícita la restauración del derecho lesionado. En el caso del despido nulo por incumplimientos de índole formal, al no prejuzgarse la causa misma de la extinción, queda abierta la posibilidad de un nuevo despido en que se efectúa una acomodación de la forma a la legalidad correspondiente.

La finalidad del art. 108.3 LPL es la de colmar la tutela judicial necesaria a la invocación de lesiones anticonstitucionales. Y, mientras que la sentencia de instancia da adecuada respuesta a ese mandato, la recurrida -a diferencia de la de contraste- rechaza llevar a cabo un análisis de la conducta empresarial desde esa perspectiva y, de este modo, niega la revisión en suplicación de la decisión de la juzgadora de instancia sobre este prioritario objeto del litigio “>.
XI.1.- Precepto LRJS interpretado: 


Art. 286 LRJS (Ejecución de sentencias firmes de despido: Imposibilidad de readmisión del trabajador): “1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cuando se acreditase la imposibilidad de readmitir al trabajador por cese o cierre de la empresa obligada o cualquier otra causa de imposibilidad material o legal, el juez dictará auto en el que declarará extinguida la relación laboral en la fecha de dicha resolución y acordará se abonen al trabajador las indemnizaciones y los salarios dejados de percibir que señala el apartado 2 del artículo 281”.- “2. En los supuestos de declaración de nulidad del despido por acoso laboral, sexual o por razón de sexo o de violencia de género en el trabajo, la víctima del acoso podrá optar por extinguir la relación laboral con el correspondiente abono de la indemnización procedente y de los salarios de tramitación, en su caso, conforme al apartado 2 del artículo 281”.

XI.2.- Cuestión suscitada:


El art. 286.1 LRJS intentar dar cobertura normativa a los reales supuestos de imposibilidad de readmitir, no limitándolo al caso de cese o cierre de la empresa, que era la única causa expresamente contemplada en el art. 284 LPL. La adición efectuada (“o cualquier otra causa de imposibilidad material o legal”), es concordante con lo dispuesto en el art. 18 LOPJ, teniendo por finalidad destacar que, con carácter general, las causas de imposibilidad material o legal pueden justificar el no cumplimiento en sus propios términos de una obligación de hacer, como es la de readmitir.


En el art. 286.2 LRJS en supuestos excepcionales que racionalmente desaconsejan el reingreso en el trabajo (“acoso laboral, sexual o por razón de sexo o de violencia de género en el trabajo”), pero no en todos los supuestos de nulidad del despido por vulneración de derechos fundamentales o de libertades públicas, la norma legal posibilita que la víctima del acoso pueda optar por extinguir la relación laboral con la correspondiente indemnización.

En un supuesto en el que aun no era aplicable la LRJS, -- aunque la sentencia de la Sala hace referencia al citado art. 286.2 LRJS --, se planteaba la posibilidad de que, en la sentencia que declaraba nulo un despido por acoso laboral, el órgano jurisdiccional puede atribuir a la trabajadora demandada el derecho de optar entre la readmisión o la indemnización sustitutoria.
XI.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 16-abril-2012 (rcud 1467/2011): Despido nulo por vulneración de derechos fundamentales (acoso laboral): no procede que el Juez, y de oficio, varíe los efectos de la declaración de despido nulo, dando opción al trabajador para extinguir el contrato con las indemnizaciones correspondientes: tal efecto debe solicitarse por el trabajador, cuando proceda, y en trámite de ejecución de sentencia del despido nulo.- Razonándose, en lo esencial, que:
<”El art. 50.1,c) del ET, que se denuncia infringido, no ha podido serlo por cuanto aquí no se ventila el ejercicio de una acción de resolución contractual que persigue siempre la extinción causal del contrato (entre otras causas por acoso laboral), a instancias del propio trabajador con las indemnizaciones señaladas para el despido improcedente, con la particularidad de que durante la tramitación, como la relación está viva hasta que se declara la extinción por el Juez (sentencia de carácter constitutivo), el trabajador debe seguir hasta entonces prestando sus servicios, o estar en disposición de hacerlo, salvo que ello no fuese posible por afectar a su dignidad. Lo que aquí se ejercita es una acción de despido, declarado nulo por responder a una situación de acoso laboral, y lo que hace la sentencia recurrida es aplicar estrictamente los efectos de readmisión inmediata que la ley anuda a tal declaración (arts. 55.6 ET y 113 de la LPL), revocando la decisión del Juzgado de Instancia de sustituir la obligación natural de restitución en el puesto de trabajo por la no pedida extinción indemnizatoria del contrato de trabajo, en una especie de aplicación analógica del art. 284 LPL cuando la readmisión deviene imposible al ejecutarse la sentencia.

Es cierto, como dice la sentencia de instancia … que la protección de los derechos fundamentales del trabajador debe ocupar un primer plano tratando de que las medidas para que cese la vulneración producida sean suficientemente eficaces, pero tal protección no consistirá siempre en la cesación de la relación laboral, pues ello dependerá de las condiciones en que se produzca la readmisión en el puesto de trabajo, apreciadas en principio por el propio trabajador y, en su caso, por el Juez; pero no en el momento del fallo, variando de oficio el efecto que la ley establece para la declaración de despido nulo, sino, y ahora ya a petición del trabajador, en ejecución de sentencia, mediante el juego de lo dispuesto en los arts. 280, 281 y 282 de la LPL, pudiendo considerarse en su caso la aplicación analógica del art. 284 de la misma ley procesal. 

Nótese que la nueva Ley Reguladora de la Jurisdicción Social de 10 de octubre de 2011 ha tenido en cuenta esta posibilidad, introduciendo de modo expreso (art. 286) el caso de la imposibilidad de readmisión del trabajador, no solo para el supuesto anteriormente regulado de imposibilidad material o legal por cierre de la empresa, sino también para el caso de declaración de nulidad del despido por acoso laboral, sexual o por razón de sexo o de violencia de género en el trabajo, concediendo a la víctima la posibilidad de optar por extinguir la relación laboral con las consecuencias indemnizatorias correspondientes, pero lo hace como una posibilidad que deberá ser apreciada en primer lugar por el trabajador víctima del acoso o violencia y en el trámite de ejecución de sentencia“>.
XII.1.- Preceptos LRJS interpretados: 

Art. 26.3 LRJS (Supuestos especiales de acumulación de acciones): “3. Podrán acumularse en una misma demanda las acciones de despido y extinción del contrato siempre que la acción de despido acumulada se ejercite dentro del plazo establecido para la modalidad procesal de despido. Cuando para la acción de extinción del contrato de trabajo del artículo 50 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores se invoque la falta de pago del salario pactado, contemplada en la letra b) del apartado 1 de aquel precepto, la reclamación salarial podrá acumularse a la acción solicitando la extinción indemnizada del vínculo, pudiendo, en su caso, ampliarse la demanda para incluir las cantidades posteriormente adeudadas”.
Art. 85.1.III y 2 LRJS (Celebración del juicio): “1. Si no hubiera avenencia en conciliación, se pasará seguidamente a juicio y se dará cuenta de lo actuado.- Con carácter previo se resolverá, motivadamente, en forma oral y oídas las partes, sobre las cuestiones previas ….- A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso podrá hacer en ella variación sustancial” y “2. El demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la demanda, y alegando cuantas excepciones estime procedentes”.

XII.2.- Cuestión suscitada:


La cuestión que se plantea se origina cuando el trabajador ejercita la acción de extinción del contrato de trabajo por la causa justa de incumplimiento grave de sus obligaciones por parte del empresario consistente en “La falta de pago o retrasos continuados en el abono del salario pactado”, contemplada en el art. 50.1.b) ET, y consiste en determinar la fecha límite hasta la que deben haber acontecido los hechos relativos a las demoras o impagos y/o a los abonos salariales, bien hasta el momento de presentación de la demanda o bien hasta la propia fecha del juicio, a efectos en ambos casos de constatar el alcance del denunciado incumplimiento empresarial, y, en su caso, de la posible concreción de la acción de reclamación de cantidad acumulada.
XII.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 25-febrero-2013 (rcud 380/2012, con voto particular).- Extinción contrato voluntad trabajador: impago salarios: fecha límite para aportar datos, por ambas partes, sobre la actuación empresarial: hasta la fecha del juicio: pudiéndose hasta ese momento tenerse en cuenta tanto los posibles pagos empresariales, sin que ello suponga la enervación de la acción del trabajador, así como las posibles demoras o impagos, tanto a efectos en ambos casos de constatar el alcance del denunciado incumplimiento empresarial, y, en su caso, como de la posible concreción de la acción de reclamación de cantidad acumulada.- Interpretación acorde con el art. 26.3 LRJS.- Se razona, en esencia, que:
<” … Entendemos que debe mantenerse la doctrina consolidada de la Sala y declarar que cuando el trabajador ejercita la acción de extinción del contrato de trabajo por la causa justa de incumplimiento grave de sus obligaciones por parte del empresario consistente en “La falta de pago o retrasos continuados en el abono del salario pactado” (art. 50.1.b ET), la fecha límite hasta la que deben haber acontecido los hechos relativos a las demoras o impagos y/o a los abonos salariales, salvo supuestos de indefensión, puede extenderse hasta la propia fecha del juicio, tanto a efectos de constatar el alcance del denunciado incumplimiento empresarial, y, en su caso, como de la posible concreción de la acción de reclamación de cantidad acumulada.

Esta interpretación es además la más acorde con lo preceptuado ahora en el art. 26.3 in fine LRJS (Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social), en el que se contempla que “... Cuando para la acción de extinción del contrato de trabajo del artículo 50 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores se invoque la falta de pago del salario pactado, contemplada en la letra b) del apartado 1 de aquel precepto, la reclamación salarial podrá acumularse a la acción solicitando la extinción indemnizada del vínculo, pudiendo, en su caso, ampliarse la demanda para incluir las cantidades posteriormente adeudadas”.

A los argumentos anteriores es dable adicionar, que dada la simplicidad de la causa o motivo invocado de falta de pago o demora respecto a otros incumplimientos empresariales y de la derivada prueba de los hechos, salvo supuestos excepcionales que pudieran generar efectiva indefensión (art. 24 CE), debe entenderse que a través, en su caso, de ampliaciones a la demanda inicial por parte del trabajador demandante o de alegaciones en la contestación de la demanda por la parte empresarial no se vulnerará lo establecido en el art. 85.1.III LRJS (“A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso podrá hacer en ella variación sustancial”) ni en el art. 85.2 LRJS (“El demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la demanda, y alegando cuantas excepciones estime procedentes”); y evitando, con ello, además que posteriores incumplimientos empresariales de la propia obligación de pago puntual del salario acaecidos tras la demanda inicial deban comportar la necesaria presentación de nuevas demandas para evitar que los mismos resulten no valorados a los efectos extintivos, dado, también, las cada vez mas frecuentes demoras en las fechas de señalamiento de los juicios en instancia en determinados órganos judiciales, con los efectos negativos que de ello puedan derivar, en especial sobre la seguridad jurídica; o, a la inversa, privar a la parte demandada la alegación de hechos, sin perjuicio de su valoración judicial, sobre posibles pagos efectuados tras la presentación de la demanda, con pretendida incidencia en la acción de extinción contractual como, en su caso, en la acción acumulada de reclamación de cantidad. En definitiva, como ya desde antiguo se había reflejado también en la jurisprudencia civil “…el sentido pragmático y economía procesal no es otro que el de acompasar las peticiones de las partes y el fin del proceso al tiempo y duración de su trámite, de tal modo que las variaciones sobrevenidas en su curso puedan ser tenidas en cuenta y también decididas, ya que no debe olvidarse de otro lado, que se ha de fallar en relación al tiempo y hechos de la sentencia, no de la demanda, so pena de privar de sentido a la razonable previsión del Legislador al permitir con esa norma (548 LECiv) la aportación de nuevas circunstancias, respetándose … la sustancia de la petición originaria” (STS/Civil 5-octubre-1983)“>.
En el voto particular, en defensa de la tesis contraria a la sentencia mayoritaria, se razona, en esencia, que:

<” …Mi disconformidad con el criterio mayoritario se funda en que con el debido respeto creo que la mayoría confunde conceptos diferentes: el de impago de salarios y el de retraso en el pago de salarios, confusión de la que deriva mi discrepancia en cuanto a la existencia de contradicción doctrinal entre las sentencias comparadas, desacuerdo al que se une que opino que, al entrar a conocer la mayoría sobre el tema de la gravedad de los retrasos en el pago de salarios, viola el principio de igualdad de partes que se deriva del artículo 24 de la Constitución y deja indefensa a la parte recurrida al cambiar el debate e introducir de oficio unas cuestiones, como la gravedad de los retrasos en el pago y el valor enervatorio de los pagos atrasados, sobre los que la misma no pudo ser oída.

Sobre la inexistencia de contradicción en orden al valor de los pagos de salarios efectuados tras la presentación de la demanda y antes del juicio y sobre los efectos liberatorios de los mismos.

En este particular no existe contradicción entre las sentencias comparadas, pues la sentencia recurrida contempla un supuesto en el que al día del juicio la empresa estaba al corriente en el deber de pagar los salarios vencidos, aunque se hubiesen abonado en parte, tras la presentación de la demanda, razón por la que considera que los retrasos no eran graves. Por el contrario la sentencia de contraste, como fija el “dies ad quem” coincidiendo con la presentación de la demanda no valora los pagos posteriores que, además, no se habían producido. Por ello, una sentencia, la de contrate, contempla un caso de impago de salarios, mientras que la otra analiza un supuesto de retraso en el pago de salarios, supuesto distinto.

Creo que la sentencia recurrida debió confirmarse por ser acorde con la doctrina de cómputo de los actos empresariales hasta el día del juicio y porque el recurso no planteaba otras cuestiones, ni citaba otra sentencia de contraste que permitiera analizar el problema del valor de los pagos posteriores a la presentación de la demanda, con lo que se dejó indefensa a la parte recurrida”>.
XIII.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 125 LRJS (Fijación de vacaciones): “El procedimiento para la fijación individual o plural de la fecha de disfrute de las vacaciones se regirá por las reglas siguientes: a) Cuando la fecha esté precisada en convenio colectivo, o por acuerdo entre el empresario y los representantes de los trabajadores, o hubiera sido fijada unilateralmente por aquél, el trabajador dispondrá de un plazo de veinte días, a partir de aquel en que tuviera conocimiento de dicha fecha, para presentar la demanda en el Juzgado de lo Social.- b) Cuando no estuviera señalada la fecha de disfrute de las vacaciones, la demanda deberá presentarse, al menos, con dos meses de antelación a la fecha de disfrute pretendida por el trabajador.- c) Si una vez iniciado el proceso se produjera la fijación de las fechas de disfrute de conformidad con lo previsto en el artículo 38 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, no se interrumpirá la continuación del procedimiento.- d) Cuando el objeto del debate verse sobre preferencias atribuidas a determinados trabajadores, éstos también deberán ser demandados”.


Art. 38.1 y 3 ET (Vacaciones anuales; nº 3 redactado por Ley 3/2012, de 6 de julio): “1. El período de vacaciones anuales retribuidas, no sustituible por compensación económica, será el pactado en convenio colectivo o contrato individual. En ningún caso la duración será inferior a treinta días naturales” y “3. El calendario de vacaciones se fijará en cada empresa. El trabajador conocerá las fechas que le correspondan dos meses antes, al menos, del comienzo del disfrute.- Cuando el período de vacaciones fijado en el calendario de vacaciones de la empresa al que se refiere el párrafo anterior coincida en el tiempo con una incapacidad temporal derivada del embarazo, el parto o la lactancia natural o con el período de suspensión del contrato de trabajo previsto en el artículo 48.4 y 48.bis de esta Ley, se tendrá derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta a la de la incapacidad temporal o a la del disfrute del permiso que por aplicación de dicho precepto le correspondiera, al finalizar el período de suspensión, aunque haya terminado el año natural a que correspondan.- En el supuesto de que el período de vacaciones coincida con una incapacidad temporal por contingencias distintas a las señaladas en el párrafo anterior que imposibilite al trabajador disfrutarlas, total o parcialmente, durante el año natural a que corresponden, el trabajador podrá hacerlo una vez finalice su incapacidad y siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan originado”.


Art. 59.1 y 2 ET (Prescripción y caducidad): “1. Las acciones derivadas del contrato de trabajo que no tengan señalado plazo especial prescribirán al año de su terminación …” y “2. Si la acción se ejercita para exigir percepciones económicas o para el cumplimiento de obligaciones de tracto único, que no puedan tener lugar después de extinguido el contrato, el plazo de un año se computará desde el día en que la acción pudiera ejercitarse”.

XIII.2.- Cuestión suscitada:


En un supuesto en que un trabajador por su situación de enfermedad o accidente que le imposibilitaba temporalmente para trabajar prácticamente de forma continuada durante sucesivos años no había podido disfrutar efectivamente de su derecho a vacaciones anuales y de que su contrato de trabajo se extinguió como consecuencia de haber sido declarado en situación de IPT; la cuestión que se suscitaba consistía en determinar el día inicial para el cómputo del plazo de prescripción de la acción tendente a reclamar las cantidades compensatorias de las sucesivas vacaciones anuales no disfrutadas a consecuencia de la referida situación derivada de enfermedad o accidente.


En concreto, se planteaba: a) si el trabajador debería haber reclamado la referida compensación en metálico al final de cada año natural, aunque hubiera permanecido en su totalidad en situación de incapacidad temporal; b) o si, por el contrario, la acción de sustitución del disfrute vacacional anual efectivo por compensación económica únicamente podría haberse instado al extinguirse la relación laboral.

En la solución incide el principio consistente en que las vacaciones no son sustituibles por compensación económica mientras está vigente la relación laboral. Debiendo destacarse que el único extremo planteado en el recurso era el relativo a la prescripción, sin cuestionarse en el recurso por la empresa el derecho a tal compensación económica ni las cantidades objeto de condena en la sentencia de suplicación recurrida. 
XIII.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 28-mayo-2013 (rcud 1914/2012, Sala General, con voto particular): Cantidad: compensación económica por vacaciones no disfrutadas en años sucesivos como consecuencia de enfermedad o accidente que le imposibilitaba temporalmente para trabajar.- Prescripción: acción tendente a reclamar cantidades compensatorias: día inicial: fecha de extinción del contrato de trabajo, pues hasta tal momento no se tiene derecho, en su caso, a sustituir el disfrute efectivo de vacaciones por una compensación en metálico.- Se razona, en esencia, que:
<” … en cuanto a la cuestión ahora debatida, compensación en metálico de las vacaciones anuales no efectivamente disfrutadas, preceptúa, con rotundidad, el art. 38.1 ET que “El período de vacaciones anuales retribuidas, no sustituible por compensación económica, será el pactado en convenio colectivo o contrato individual”, pero habiéndose interpretado por esta Sala sobre la excepcional posibilidad de compensación en metálico, entre otras, en la STS/IV 30-abril-1996 (rcud 3084/1995) que “La finalidad que es propia del mencionado derecho lleva consigo que su disfrute específico no pueda sustituirse por compensación económica, salvo en supuestos en que el contrato de trabajo se hubiera extinguido con anterioridad a la fecha fijada para el periodo vacacional, generándose en tal caso derecho a la correspondiente compensación, proporcional al tiempo de prestación de servicios en el año de referencia”; y en la STS/IV 25-febrero-2003 (rcud 2155/2002) que “El derecho al disfrute de las vacaciones anuales tiene su asiento en el art. 40.2 de la Constitución española y está también reconocido en Convenio número 132 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que forma también parte ya de nuestro Derecho interno (art. 96.1 de la propia Ley Fundamental) como consecuencia de su ratificación por España y consiguiente publicación en el Boletín Oficial del Estado. Este derecho viene concebido en atención a la finalidad de procurar a todo trabajador el reposo necesario para que pueda recuperarse del desgaste físico y psicológico producido por su actividad laboral, proporcionando también al empleado un tiempo, más prolongado que los descansos diario y semanal, con el fin de posibilitarle un período lo suficientemente continuado para dedicarlo al esparcimiento y dasalienación. Por ello, el art. 38.1 del ET establece la obligatoriedad de su concesión, así como la retribución de este periodo en la misma forma y cuantía que si hubiera sido de trabajo efectivo y, para que no se frustre la aludida finalidad, previene también este precepto que el disfrute real del descanso no será susceptible de sustitución por una retribución en metálico, de tal suerte que si el trabajador no hace uso de la vacación dentro del año natural, no sólo pierde el derecho a disfrutarla en la anualidad siguiente, sino que tampoco le resulta posible percibir una remuneración dineraria a cambio de la falta de disfrute”, pero añadiendo, en cuanto ahora mas directamente nos afecta, que “Sin embargo, existen supuestos en los que la relación laboral finaliza antes de que el trabajador haya tenido ocasión de hacer uso del derecho al descanso anual, y ante la imposibilidad de hacer efectiva ´in natura´ la facultad de vacar por causa no atribuible a la voluntad del operario, debe concederse a éste el derecho a la correspondiente compensación económica, generándose en tal caso dicha compensación, que ha de ser ´proporcional al tiempo de prestación de servicios en el año de referencia´, tal como razonó nuestra reseñada Sentencia de 30 de Abril de 1996”.
También la referida jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (contenida especialmente en SSTJUE 10-septiembre-2009 y 21-junio-2012), ha proclamado el excepcional derecho a obtener una compensación económica en concepto de vacaciones anuales retribuidas y no disfrutados únicamente al finalizar la relación laboral, pues “en aras de una protección eficaz de su seguridad y de su salud, el trabajador debe normalmente poder disfrutar de un descanso efectivo, ya que el artículo 7, apartado 2, de la Directiva 2003/88 sólo permite que el derecho a vacaciones anuales retribuidas sea sustituido por una compensación económica en caso de que concluya la relación laboral”.
En análogo sentido, y en concordancia con la citada jurisprudencia del Tribunal de la Unión Europea, se ha pronunciado esta Sala, como se refleja, entre otras, en la STS/IV 18-enero-2010 (rcud 314/2009), señalando que “A la luz de esa reciente doctrina comunitaria la Sala de lo Social del Tribunal Supremo cambió su orientación inmediatamente anterior, contenida en la sentencia del Pleno de 3 de octubre de 2.007 (recurso 5068/05), y lleva a cabo una nueva lectura de los textos internos en liza, coincidiendo con la interpretación que hizo la sentencia de contraste, la del TS Sala 4ª de 25 de febrero de 2.003 (recurso 2155/2002), cuando entendió que cuando la relación laboral finaliza antes de que el trabajador haya podido disfrutar de las vacaciones, y ante la imposibilidad de hacer efectivo in natura ese derecho, por causa ajena a la voluntad del trabajador, nada debe impedir que se conceda en ese caso el derecho a la compensación económica correspondiente …”.
De la normativa y jurisprudencia expuesta cabe concluir que el excepcional derecho a solicitar la posible compensación económica por vacaciones anuales que no se hubieran podido disfrutar efectivamente no surge hasta que se extingue la relación laboral y, en consecuencia, hasta ese momento no cabe entender que se inicie el plazo para el ejercicio de la acción tendente a exigir tal compensación, pues mientras pervivía la relación laboral, aun en suspenso, no era exigible tal sustitución de la obligación de hacer por una pecuniaria, sin perjuicio del concreto derecho a esta última que ahora no se cuestiona; y así es dable, también deducirlo, tanto del citado art. 59.2 ET (“…el plazo de un año se computará desde el día en que la acción pudiera ejercitarse”) como del art. 1969 del Código Civil (“El tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, cuando no haya disposición especial que otra cosa determine, se contará desde el día en que pudieron ejercitarse”), y de su reflejo en la jurisprudencia social contenida en la STS/IV 20-enero-2006 (rcud 3811/2004), sentándose en ella la doctrina consistente en que el plazo de prescripción de la acción para reclamar la compensación económica de vacaciones no disfrutadas es computable desde la fecha del despido, que es cuando la acción pudo ya ejercitarse, y no desde la de firmeza de la sentencia que lo declaró “>.

En el voto particular, en defensa de la tesis contraria a la sentencia mayoritaria, se razona, en esencia, que:

<” … Creo que el recurso de la empresa merecía favorable acogida, en aplicación de distintos criterios hermeneúticos (gramatical, finalista, teleológico), que conducen todos ellos, a mi juicio, a la conclusión contraria a la sostenida en la sentencia de la que se discrepa.

De acuerdo con la interpretación gramatical la regla de prescripción anual (“desde el día en que la acción pudiera ejercitarse”) del artículo 59.2 ET es la que corresponde a la reclamación de “percepciones económicas”, y tal es, sin duda a mi entender, la naturaleza de la compensación económica por vacaciones no disfrutadas, que se ha cifrado en el caso en 4.364’37 euros. Por el contrario, de acuerdo con el mismo criterio de la interpretación gramatical, no parece posible encajar la acción de reclamar tal compensación económica en la dicción del artículo 59.1 ET, teniendo en cuenta que el supuesto de hecho que determina la aplicación de este precepto es la inexistencia de “plazo especial” de la acción ejercitada.

Dicho plazo especial se establece en la modalidad procesal de vacaciones regulada actualmente en el artículo 125 de la Ley de la Jurisdicción Social (LJS) para los diversos supuestos de reclamación relativos al derecho específico a vacaciones, mientras que, respecto del derecho subsidiario a la compensación económica por vacaciones, rige, como se ha dicho, el plazo anual que corresponde a las percepciones económicas computado desde el mismo momento en que la acción pudo ejercitarse, momento que coincide con la terminación del año natural al que corresponden las vacaciones “anuales” que no se han podido disfrutar en especie.

La sentencia de la mayoría justifica la solución de imprescriptibilidad del derecho a la compensación económica de las vacaciones no disfrutadas, mientras está viva la relación de trabajo, en la “normativa y jurisprudencia” que expone con detalle en los fundamentos 3º y 4º. Pero ni las disposiciones analizadas ni las sentencias citadas contemplan, a mi modo de ver, el supuesto singular planteado en el presente asunto. En particular, lo que establecen las sentencias del TJUE 10-9-2009 y 21-6-2012 es la tesis, que acatamos y compartimos, de la posibilidad de aplazamiento de la disposición del derecho a vacaciones “fuera del año natural” al que corresponde, partiendo de la premisa de que tal derecho no se extingue automáticamente al finalizar “el período de referencia”. Pero se trata de una doctrina sobre la no extinción y el ejercicio fuera del año natural del derecho a vacaciones ya surgido, que no afecta a las condiciones de nacimiento o devengo de dicho derecho, para cuya elucidación se necesita recurrir a otros instrumentos interpretativos, que pasamos a utilizar a continuación.

De acuerdo con el canon de la interpretación finalista tampoco parece atendible la petición de la demandante. La finalidad del derecho específico a vacaciones pagadas es, según doctrina generalizada, procurar descanso y esparcimiento al trabajador que está prestando servicios efectivos, mientras que el derecho a la compensación económica por vacaciones no disfrutadas es un derecho subsidiario del anterior que persigue la misma finalidad en las situaciones en que aquél ha devenido de ejercicio imposible.

La titularidad del derecho se atribuye, por tanto, no a quien tiene la cualidad genérica de ciudadano, ni tampoco a los trabajadores con independencia de su condición de empleados o desempleados, ni siquiera a los trabajadores empleados desde el primer momento en que acceden al empleo, sino a los trabajadores que cubren, como dice el artículo 5.1 del Convenio OIT 172, un eventual “período mínimo de servicios”, y guardando, como ordenan los artículos 3.3 y 4.1 del propio Convenio OIT, una cierta proporción con los servicios prestados. Bien es verdad que tal proporción no es matemática, teniendo en cuenta que determinadas ausencias al trabajo – enfermedad, accidente o maternidad, siguiendo de nuevo el Convenio OIT 172, artículo 5.4 – “serán contadas como parte del período de servicios”. Pero la correspondencia período de servicios-período de vacaciones no puede desaparecer del todo, como admite la sentencia a la que acompaña este voto particular, so pena de desvirtuar la finalidad del instituto de las vacaciones anuales pagadas, que es, insistimos, procurar una libranza retribuida del trabajo (o un equivalente a la misma) y no un derecho ejercitable al margen de la efectiva prestación de servicios.

En términos de interpretación teleológica, es decir atendiendo a las consecuencias o resultados de las opciones interpretativas en presencia, el reconocimiento en el caso del derecho a la cantidad de compensación por vacaciones no disfrutadas tampoco parece ni mucho menos la solución más equitativa. Ello es así porque la empresa demandada se ve obligada al desembolso de una vez de cantidades equivalentes a la retribución de más de tres anualidades de vacaciones de las que el trabajador no pudo disponer porque estaba enfermo y no por causa atinente a la esfera de la actividad empresarial“>
XIV.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 102.2 LRJS (Modalidades procesales): “2. Se dará al procedimiento la tramitación que resulte conforme a la modalidad procesal expresada en la demanda. No obstante, si en cualquier momento desde la presentación de la demanda se advirtiere la inadecuación del procedimiento seguido, se procederá a dar al asunto la tramitación que corresponda a la naturaleza de las pretensiones ejercitadas, sin vinculación necesaria a la modalidad elegida por las partes y completando, en su caso, los trámites que fueren procedentes según la modalidad procesal adecuada, con aplicación del régimen de recursos que corresponda a la misma. No procederá el sobreseimiento del proceso o la absolución en la instancia por inadecuación de la modalidad procesal, salvo cuando no sea posible completar la tramitación seguida hasta ese momento o cuando la parte actora persista en la modalidad procesal inadecuada”.


Art. 138.1 LRJS (Movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor.- Tramitación): “1. El proceso se iniciará por demanda de los trabajadores afectados por la decisión empresarial, aunque no se haya seguido el procedimiento de los artículos 40, 41 y 47 del Estatuto de los Trabajadores. La demanda deberá presentarse en el plazo de caducidad de los veinte días hábiles siguientes a la notificación por escrito de la decisión a los trabajadores o a sus representantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores, plazo que no comenzará a computarse hasta que tenga lugar dicha notificación, sin perjuicio de la prescripción en todo caso de las acciones derivadas por el transcurso del plazo previsto en el apartado 2 del artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores”.

Art. 153.1 LRJS, en redacción en parte por Ley 3/2012, de 6 de julio (Del proceso de conflictos colectivos): “1. Se tramitarán a través del presente proceso las demandas que afecten a intereses generales de un grupo genérico de trabajadores o a un colectivo genérico susceptible de determinación individual y que versen sobre la aplicación e interpretación de una norma estatal, convenio colectivo, cualquiera que sea su eficacia, pactos o acuerdos de empresa, o de una decisión empresarial de carácter colectivo, incluidas las que regulan el apartado 2 del artículo 40, el apartado 2 del artículo 41, y las suspensiones y reducciones de jornada previstas en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores que afecten a un número de trabajadores igual o superior a los umbrales previstos en el apartado 1 del artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores, o de una práctica de empresa y de los acuerdos de interés profesional de los trabajadores autónomos económicamente dependientes, así como la impugnación directa de los convenios o pactos colectivos no comprendidos en el artículo 163 de esta Ley. Las decisiones empresariales de despidos colectivos se tramitarán de conformidad con lo previsto en el artículo 124 de esta Ley”.


Art. 163.1 y 2 LRJS (De la impugnación de convenios colectivos.- Iniciación): “1. La impugnación de un convenio colectivo de los regulados en el Título III del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores o de los laudos arbitrales sustitutivos de éstos, por considerar que conculca la legalidad vigente o lesiona gravemente el interés de terceros, podrá promoverse de oficio ante el juzgado o Sala competente, mediante comunicación remitida por la autoridad correspondiente” y “2. Si el convenio colectivo no hubiera sido aún registrado ante la oficina pública correspondiente conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 90 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, los representantes legales o sindicales de los trabajadores o los empresarios que sostuvieran la ilegalidad del convenio o los terceros lesionados que la invocaran, deberán solicitar previamente de la autoridad laboral que curse al juzgado o Sala su comunicación de oficio”.


Art. 165.1 LRJS (De la impugnación de convenios colectivos.- Legitimación): “1. La legitimación activa para impugnar un convenio colectivo, por los trámites del proceso de conflicto colectivo corresponde: …”.

XIV.2.- Cuestiones suscitadas:


La jurisprudencia social, en aplicación de la LRJS, ha resuelto cuestiones relativas a: 

a) La adecuación o inadecuación de la modalidad procesal de conflicto colectivo tratándose de una pretensión canalizada a través de conflicto colectivo que afectaba subjetivamente a un grupo homogéneo de trabajadores, con objeto de interpretar el alcance de una condición de trabajo que se calificaba de colectiva más beneficiosa y cuya alteración se afirmaba constituía una modificación sustancial de condiciones de trabajo encuadrable en el art. 41. ET; 

b) La caducidad o prescripción de la acción cuando no consta el momento de la notificación al Comité de Empresa de la medida empresarial debatida; 

c) La delimitación, tras la LRJS, tratándose de la impugnación de convenios colectivos estatutarios o de otro tipo de convenios o pactos, entre las modalidades procesales “Del proceso de conflictos colectivos” y “De la impugnación de convenios colectivos”: y
d) La problemática de la conversión del procedimiento prevista expresamente en el art. 102.2 LRJS, aunque no era aplicable en dichas fechas.
Debe recordarse que, tras la LRJS, la modalidad procesal de la impugnación de convenios colectivos queda reducida a la impugnación de convenios colectivos estatutarios, es decir a los convenios que tienen el carácter de normas jurídicas.
XIV.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 21-mayo-2013 (rco 53/2012).- Conflicto Colectivo.- Pretensión canalizada a través de conflicto colectivo que afecta subjetivamente a un grupo homogéneo de trabajadores, con objeto de interpretar el alcance de una condición de trabajo que se califica de colectiva más beneficiosa. Su alteración supone una modificación sustancial encuadrable en el art. 41. ET.- La acción no ha caducado (art. 138.1 LRJS) porque no consta el momento de la notificación al Comité de Empresa demandante de la medida empresarial debatida.- Razonándose, en esencia, sobre las dos cuestiones seleccionadas para su análisis, que:

<” … El siguiente motivo del recurso de casación … por entender el recurrente que se ha producido una vulneración del artículo 153.1 LRJS al no concurrir en el caso los necesarios requisitos que configuran la existencia del conflicto colectivo.

Tan nutrida como conocida es la jurisprudencia de la Sala en la que se afirma --SSTS de 10 de junio de 2.008 (recurso 139/2005) y 27 de junio de 2.008 (recurso 107/2006), entre otras muchas-- que la identificación legal del conflicto colectivo viene determinada por varios elementos: a) uno subjetivo, integrado por la referencia a la afectación de un grupo de trabajadores, "entendiendo por tal no la mera pluralidad, suma o agregado de trabajadores singularmente considerados, sino un conjunto estructurado a partir de un elemento de homogeneidad"; y b) otro elemento objetivo, consistente en la presencia de un interés general, que es el actuado a través del conflicto y que puede definirse como "un interés que aunque pueda ser divisible, lo es de manera refleja en sus consecuencias, que han de ser objeto de la oportuna individualización, pero no en su propia configuración general". (STS 28 de junio de 2006, Rec. 75/2005; 17 de noviembre de 2003 y 10 de junio de 2003, Rec. 76/2002 ).

Así, se dice en la primera de la sentencias citadas que "... lo que el conflicto colectivo supone es la necesidad de interpretar normas legales o pactadas colectivamente, que afectan a un grupo de trabajadores, considerados en su conjunto, de modo que el interés que se cuestiona, en estos especiales procesos, no es el individual o personal de cada trabajador, reflejado por una reivindicación económica de carácter específico y perfectamente concretada, sino que la solución pretendida comprende a todos los trabajadores, que integran dichas categorías ...".

Lo que aplicado al caso de autos equivale a decir que la decisión unilateral de la empresa de suprimir determinadas condiciones de trabajo en la disposición fijada en el tablón de anuncios, de fecha 21 de noviembre de 2.011 … es manifiesto que la misma tiene una vocación de afectación generalizada a todos los trabajadores que se encuentren en la situación que allí se describe, con independencia de su propia individualidad, es decir, aquellos técnicos de mantenimiento y reparación que utilizan los vestuarios de la empresa y pretenden que se les continúe aplicando el mismo sistema anterior de cómputo de inicio de su jornada de trabajo, en los términos antes explicados. La pretensión de que ese grupo genérico de trabajadores continúe disfrutando del régimen anterior, consolidado durante más de 30 años, es una genuina demanda que ha de canalizarse a través de la vía del conflicto colectivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 153.1 LRJS (la demanda se planteó el 13 de febrero de 2.012) con la particularidad además de que en este caso se trata de una modificación colectiva de las condiciones de trabajo, desde la redacción del artículo 41.2 del Estatuto de los Trabajadores en el momento de llevarla a cabo, con arreglo al que se consideraba de carácter colectivo "la modificación de aquellas condiciones reconocidas a los trabajadores en virtud de acuerdo o pacto colectivo o disfrutadas por éstos en virtud de una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos". En suma, tratándose de modificación sustancial colectiva de las condiciones de trabajo de los trabajadores afectados, el cauce procesal adecuado para su impugnación era, tal y como se afirma en la sentencia recurrida, el de conflicto colectivo, lo que supone al desestimación del motivo del recurso que acabamos de analizar. “> 
<” … En el cuarto motivo del recurso se denuncia la infracción por parte de la sentencia recurrida de lo dispuesto en el artículo 59.4 del Estatuto de los Trabajadores … por cuanto que, se afirma por la recurrente, la acción para impugnar la decisión empresarial estaría caducada por transcurso de los 20 días que previene aquél precepto para la impugnación de las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo.

El artículo 138.1 de la LRJS, en relación con el proceso de movilidad geográfica y modificación sustancial de las condiciones de trabajo establece lo siguiente: "El proceso se iniciará por demanda de los trabajadores afectados por la decisión empresarial, aunque no se haya seguido el procedimiento de los artículos 40, 41 y 47 del Estatuto de los Trabajadores. La demanda deberá presentarse en el plazo de caducidad de los veinte días hábiles siguientes a la notificación por escrito de la decisión a los trabajadores o a sus representantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores, plazo que no comenzará a computarse hasta que tenga lugar dicha notificación, sin perjuicio de la prescripción en todo caso de las acciones derivadas por el transcurso del plazo previsto en el apartado 2 del artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores".

En el caso que examinamos … consta que la nota de régimen interno de 21 de noviembre de 2.011 de la empresa para suprimir el sistema de cómputo de jornada anterior se publicó en el tablón de anuncios, pero no se notificó por escrito la nueva medida ni a los trabajadores ni a sus representantes, con la debida constancia como garantía de seguridad jurídica para aplicar un plazo perentorio de caducidad tan breve e impeditivo del ejercicio de la acción, razón por la que, como acertadamente razona la sentencia recurrida, no cabe aplicar el plazo de caducidad de 20 días previsto en la norma, al no darse el presupuesto para el inicio del cómputo“>.


STS/IV 16-julio-2013 (rco 105/2012).- Conflicto colectivo.- Cláusula de determinación del tiempo de trabajo en empleados de caja de un gran almacén que prestan servicios a tiempo parcial y que tienen establecida en sus contratos una jornada mínima garantizada y una jornada suplementaria sobre cuya realización dispone la empresa, cuya nulidad se pretende y que deriva de un acuerdo colectivo no impugnado por la vía del procedimiento de impugnación del convenio colectivo.- Inadecuación del procedimiento de conflicto colectivo, al ser de aplicación la LPL (por haberse presentado la demanda antes de la vigencia de la LRJS, que posibilita expresamente la conversión del procedimiento en determinados supuestos).- Razonándose, en esencia, que:
<” … En el presente caso, claramente concurre un elemento de pluralidad subjetiva en la configuración del conflicto, en tanto que son varios los trabajadores afectados por el conflicto aunque unos pertenecen a la estructura básica, otros a la variable, con circunstancias especiales y personales distintas, y con compromiso no coincidente de horas de trabajo; y concurre también un elemento de posible trascendencia colectiva, concretado en una práctica empresarial consistente en la proposición general de determinadas cláusulas en los contratos a tiempo parcial.
Ahora bien, en la confirmación de la pretensión se encuentran elementos que no son propios del proceso de conflicto colectivo, pues lo que se pide no es una declaración general sobre la adecuación de las cláusulas que introduce la empresa en la contratación a tiempo parcial, sino que de manera encubierta pide la nulidad de esas cláusulas en los concretos contratos, con lo que se entra en una esfera estrictamente individual, pues en definitiva se refiere a la validez de las cláusulas de los contratos, que no son uniformes al variar entre ellos las cantidades de horas mínimas garantizadas y suplementarias. Y si bien los contratos suscritos por A… con sus trabajadores a tiempo parcial se refieren al Acuerdo general de Cajas de 22/02/89, según se plasma en la cláusula contractual, que en principio como práctica de empresa pudiere ser atacada por la vía del artículo 151 LPL, ello no es así de un análisis de las normas reguladoras de dicha contratación, como el que hace la sentencia recurrida al señalar que: “ El art. 12 del Estatuto de los Trabajadores regula el régimen legal del contrato a tiempo parcial, estableciendo que …”.
Por otra parte, conviene resaltar, como apunta el Ministerio Fiscal en su informe, ratificando las argumentaciones de la sentencia recurrida, a través del procedimiento de conflicto colectivo, la demandante pretende modificar una práctica de empresa plasmada en los contratos a tiempo parcial, que se sustenta en el Acuerdo de 1989 y en otros acuerdos complementarios de centros de trabajo, sin que la vía del Conflicto Colectivo resulte la adecuada. El Sindicato recurrente, contrariamente a lo que señala, no persigue una interpretación de normas determinadas, sino la derogación de las mismas. Utiliza el procedimiento de Conflicto Colectivo para que se modifiquen unos Acuerdos fruto de la negociación colectiva que está fuera del ámbito de esta modalidad procesal. Ello resulta del propio suplico del presente recurso donde se interesa que además de la jornada mínima garantizada se establezca la obligación de la persona contratada a tiempo parcial de realizar otra jornada suplementaria superior a la prevista en el Convenio Colectivo de Grandes Almacenes, donde el límite está en el 40%, lo cual exigiría, en su caso, la impugnación de los Acuerdos que contienen la regulación aplicable.
… Por otro lado, la pretensión del recurrente, exige la modificación de la normativa que no tiene otro cauce que la negociación colectiva o la impugnación judicial de los acuerdos. Y, es claro, que la vía del Conflicto Colectivo no es la adecuada.
Por otro lado, como reiteradamente viene señalando esta Sala IV del Tribunal Supremo, "la modalidad procesal de impugnación de convenios [ arts. 161 a 164 LPL] se extiende tanto a los Convenios Colectivos - estatutarios y extraestatutarios-, como a los acuerdos colectivos y pactos de empresa ( SSTS 16/05/02 -rco 1191/01-; 18/02/03 -rco 1/02-; 29/01/04 -rco 8/03-; y 14/10/08 -rco 129/07-), porque la remisión que los arts. 161.3 y 163.1 LPL hacen al proceso de conflicto colectivo, lo es exclusivamente a efectos de la aplicación de determinados trámites, sin afectar a la singularidad de la modalidad procesal en sí misma con sus consecuencias en orden a la determinación de las partes, los requisitos de la demanda, el acto de juicio y la propia sentencia ( SSTS 10/05/95 -rco 994/93-; 12/02/96- rco 3489/93-; y 25/03/97 -rco 1749/96-)." ( STS 22-1-09; y STS 26-1-10).
Por cuanto antecede, la sentencia recurrida al estimar la excepción de inadecuación del procedimiento por considerar que la cláusula contractual deriva de un acuerdo colectivo que debió atacarse por la vía del procedimiento de impugnación de convenio colectivo, es ajustada a derecho, sin que se aprecie la vulneración de los preceptos denunciados.
Ello es así, por cuanto es aplicable al caso la Ley de Procedimiento Laboral, de acuerdo con la Disposición transitoria primera de la Ley 36/2011 de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social (BOE 11/10/2011), que establece las normas aplicables a los procesos en tramitación, estableciendo en su punto 2 que “Los procesos iniciados con anterioridad a la vigencia de esta Ley cuya tramitación en instancia no haya concluido por sentencia o resolución que ponga fin a la misma, continuarán sustanciándose por la norma procesal anterior hasta que recaiga dicha sentencia o resolución (…)”. En el caso, se constata que la demanda se presentó el día 23 de septiembre de 2011, con lo cual es de aplicación la LPL, y no la LRJS con vigencia posterior, desde el 11/12/2011 (D.F. séptima de la Ley), conforme a la cual la excepción de inadecuación de procedimiento no hubiera prosperado, teniendo en cuenta el contenido del art. 102.2 LRJS según el cual “Se dará al procedimiento la tramitación que resulte conforme a la modalidad procesal expresada en la demanda. No obstante, si en cualquier momento desde la presentación de la demanda se advirtiere la inadecuación del procedimiento seguido, se procederá a dar al asunto la tramitación que corresponda a la naturaleza de las pretensiones ejercitadas, sin vinculación necesaria a la modalidad elegida por las partes y completando, en su caso, los trámites que fueren procedentes según la modalidad procesal adecuada, con aplicación del régimen de recursos que corresponda a la misma. No procederá el sobreseimiento del proceso o la absolución en la instancia por inadecuación de la modalidad procesal, salvo cuando no sea posible completar la tramitación seguida hasta ese momento o cuando la parte actora persista en la modalidad procesal inadecuada”; sin perjuicio además del concepto más amplio del ámbito de aplicación del proceso de conflicto colectivo fijado en la ahora vigente LRJS … “>.
XV.1.- Precepto LRJS interpretado: 


Art. 191.3.b) LRJS (Del recurso de suplicación: Ámbito de aplicación): “3. Procederá en todo caso la suplicación: … b) En reclamaciones, acumuladas o no, cuando la cuestión debatida afecte a todos o a un gran número de trabajadores o de beneficiarios de la Seguridad Social, siempre que tal circunstancia de afectación general fuera notoria o haya sido alegada y probada en juicio o posea claramente un contenido de generalidad no puesto en duda por ninguna de las partes”.

XV.2.- Cuestión suscitada:


Si concurre el requisito de afectación general por notoriedad a los efectos del acceso al recurso de suplicación por el mero hecho de haberse seguido previamente un conflicto colectivo con el mismo objeto que una reclamación individual o plural, aunque las pretensiones económicas pretendidas en estas últimas no superen el importe mínimo exigible para las reclamaciones de cantidad.

XV.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 4-julio-2013 (rcud 3065/2012): Recurso de suplicación: afectación general por notoriedad: se aprecia al haberse seguido previamente conflicto colectivo con el mismo objeto.- Se razona, en esencia, que:
<” … Precisamente esa afectación general por notoriedad es la que la Sala ha apreciado cuando la reclamación tiene "como fundamento y precedente inmediato una sentencia dictada en conflicto colectivo" ( STS 23 de diciembre de 1997 -rcud 4148/96 -), pues "estos pleitos precedentes, unidos al actual pueden acreditar la afectación generalizada del conflicto, en tanto que las reclamaciones tienen su origen en un procedimiento de conflicto colectivo" (STS 23 de octubre de 2008 -rcud 3671/07 -), de forma que "la previa existencia del conflicto colectivo del que traen causa las demandas, acredita por sí misma la concurrencia de un interés general no pacífico... lo cual es conforme ... con la finalidad, que trata de conseguir la ley procesal laboral, de evitar que queden fuera del recurso reclamaciones de escasa entidad económica desde una consideración meramente individual, al multiplicarse o extenderse a nuevos supuestos de hecho idéntico y requerir, por tanto, una actividad uniformadora de los órganos jurisdiccionales de rango superior" (SSTS 17 de noviembre -rcud. 309/09 -, 25 de noviembre -rcud. 267/09 - y 10 de diciembre de 2009 -rcud 305/09 -).

Es cierto que en la STS de 11 de febrero de 2013 (rcud. 376/2012) hemos introducido algunas matizaciones a esta última doctrina, en el sentido que "esa presunción de afectación general queda destruida en supuestos -como el de autos- en que las circunstancias concurrentes evidencien que la reclamación carece de esa proyección general notoria que da acceso al recurso". Sin embargo, ello no ha supuesto el abandono de la doctrina indicada, pues se trataba de un caso en que la pretensión individual tenía un objeto distinto de la del conflicto colectivo y no había clara conexión entre ambos.

En el presente caso, se da una perfecta congruencia entre lo reclamado por las cuatro trabajadoras demandantes con lo que se discutió en el proceso de conflicto colectivo …, por lo que se pone de relieve la afectación general en los términos antes indicados“>.

XVI.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 191 LRJS (Del recurso de suplicación: Ámbito de aplicación): “2. No procederá recurso de suplicación en los procesos relativos a las siguientes materias: … g) Reclamaciones cuya cuantía litigiosa no exceda de 3.000 euros. Tampoco procederá recurso en procesos de impugnación de alta médica cualquiera que sea la cuantía de las prestaciones de incapacidad temporal que viniere percibiendo el trabajador”, “3. Procederá en todo caso la suplicación: … b) En reclamaciones, acumuladas o no, cuando la cuestión debatida afecte a todos o a un gran número de trabajadores o de beneficiarios de la Seguridad Social, siempre que tal circunstancia de afectación general fuera notoria o haya sido alegada y probada en juicio o posea claramente un contenido de generalidad no puesto en duda por ninguna de las partes.- c) En los procesos que versen sobre reconocimiento o denegación del derecho a obtener prestaciones de Seguridad Social, así como sobre el grado de incapacidad permanente aplicable”.

Art. 192 LRJS (Del recurso de suplicación: Determinación de la cuantía del proceso): “1. Si fuesen varios los demandantes o algún demandado reconviniese, la cuantía litigiosa a efectos de la procedencia o no del recurso, la determinará la reclamación cuantitativa mayor sin intereses ni recargos por mora.- 2. Si el actor formulase varias pretensiones y reclamare cantidad por cada una de ellas, se sumarán todas para establecer la cuantía.- Cuando en un mismo proceso se ejerciten una o más acciones acumuladas de las que solamente alguna sea recurrible en suplicación, procederá igualmente dicho recurso, salvo expresa disposición en contrario.- 3. Cuando la reclamación verse sobre prestaciones económicas periódicas de cualquier naturaleza o diferencias sobre ellas, la cuantía litigiosa a efectos de recurso vendrá determinada por el importe de la prestación básica o de las diferencias reclamadas, ambas en cómputo anual, sin tener en cuenta las actualizaciones o mejoras que pudieran serle aplicables, ni los intereses o recargos por mora. La misma regla se aplicará a las reclamaciones de reconocimiento de derechos, siempre que tengan traducción económica.- 4. … En materia de prestaciones de Seguridad Social igualmente valorables económicamente, se estará a la regla del apartado 3 de este mismo artículo, computándose exclusivamente a estos fines las diferencias reclamadas sobre el importe reconocido previamente en vía administrativa”.

XVI.2.- Cuestión suscitada:


Reglas generales, conforme a la LRJS; del acceso al recurso de suplicación en materia de prestaciones de Seguridad Social.

XVI.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 11-febrero-2013 (rcud 1151/2012): Competencia funcional: acceso al recurso de suplicación: materia de Seguridad Social.- Supuestos de acceso necesario: de tratarse de proceso que verse sobre reconocimiento o denegación del derecho a obtener prestaciones (no se plantea la problemática de la afectación general) o de un litigio en el que la cuantía litigiosa sea igual o superior a 3.000 €.- Reclamación de cantidad: inexistencia de cuantía suficiente: no acceso al recurso de suplicación.- Se razona, en esencia, que:
<” … Dada la fecha de la sentencia de instancia la determinación de los recursos procedentes, en su caso, contra la misma se rigen por lo dispuesto en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS - Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social), en cuya DT 2ª.1 se establece que “1. Las sentencias y demás resoluciones que pongan fin a la instancia o al recurso, dictadas a partir de la vigencia de esta Ley, se regirán por lo dispuesto en ella, en cuanto al régimen de recursos y demás medios de impugnación contra las mismas, así como en cuanto a su ejecución provisional y definitiva”.

En materia de Seguridad Social y en cuanto al acceso al recurso de suplicación se refiere, la LRJS mantiene, en esencia, las líneas básicas que se contenía en la ahora derogada Ley de Procedimiento Laboral (LPL), en cuanto a la procedencia del recurso en supuestos: a) de afectación general – así se deduce del art. 189.1.b) LPL en relación con el art. 191.3.b) LRJS (“En reclamaciones, acumuladas o no, cuando la cuestión debatida afecte a todos o a un gran número de trabajadores o de beneficiarios de la Seguridad Social, siempre que tal circunstancia de afectación general fuera notoria o haya sido alegada y probada en juicio o posea claramente un contenido de generalidad no puesto en duda por ninguna de las partes”) --; y b) de reconocimiento o denegación del derecho a obtener prestaciones – así se constata del art. 189.1.c) LPL en relación con el art. 191.3.c) LRJS (“En los procesos que versen sobre reconocimiento o denegación del derecho a obtener prestaciones de Seguridad Social, así como sobre el grado de incapacidad permanente aplicable”). No obstante, aunque afecte directamente a prestaciones, se ha excluído la posibilidad de acceso al recurso contra las sentencias recaídas en la nueva modalidad procesal de impugnación de altas médicas (art. 140.3 LRJS), disponiéndose expresamente que: "Tampoco procederá recurso en procesos de impugnación de alta médica cualquiera que sea la cuantía de las prestaciones de incapacidad temporal que viniere percibiendo el trabajador” (art. 191.2.g LRJS).

Las diferencias más trascendentes entre la regulación de las citadas normas procesales, aunque no sustanciales, afectan a la determinación de la cuantía del proceso, lo que incide en los litigios en materia de Seguridad social distintos de los contemplados en los citados supuestos ex art. 191.3.b) y c) LRJS, puesto que no procederá recurso de suplicación en los procesos sobre “Reclamaciones cuya cuantía litigiosa no exceda de 3.000 euros" (art. 191.2.g LRJS).

La LRJS fija expresamente una regla de determinación de cuantía acorde con la fijada por la jurisprudencia social, con lo que pretende corregir una omisión de la LPL/1990 en lo relativo a la determinación de la cuantía litigiosa a efectos del recurso de suplicación cuando se trata de prestaciones periódicas, para evitar la aplicación de la derogada LPL/1980, pues la jurisprudencia de la Sala IV del Tribunal Supremo había entendido no aplicable la regla del art. 251.7ª LEC/2000 por incompatible con los principios que rigen los recursos laborales y había venido interpretando que “cuando la reclamación versa sobre prestación de carácter periódico, ha de acudirse al mandato del art. 178.3 de la LPL de 1980, que lo fija en el importe de la prestación en un año (Sentencias, entre otras, de 12 de febrero de 1994, 20 febrero 2002, 21 de julio de 2004 y 29 de octubre de 2004)” (entre otras, SSTS/IV 24-noviembre-2008 -rcud 2792/2007, 6-abril-2009 -rcud 154/2008). La citada norma, en cuanto afecta a materia de prestaciones de Seguridad Social, establece, -- dejando aparte la regla general consistente en que la cuantía del proceso vendrá determinada por la cuantía reclamada en la demanda y que, en su caso, por “la reclamación cuantitativa mayor sin intereses ni recargos por mora” (arg. ex art. 192.1 LRJS) --, que “En materia de prestaciones de Seguridad Social igualmente valorables económicamente, se estará a la regla del apartado 3 de este mismo artículo, computándose exclusivamente a estos fines las diferencias reclamadas sobre el importe reconocido previamente en vía administrativa” (art. 192.4 último párrafo) y, en consecuencia, que “Cuando la reclamación verse sobre prestaciones económicas periódicas de cualquier naturaleza o diferencias sobre ellas, la cuantía litigiosa a efectos de recurso vendrá determinada por el importe de la prestación básica o de las diferencias reclamadas, ambas en cómputo anual, sin tener en cuenta las actualizaciones o mejoras que pudieran serle aplicables, ni los intereses o recargos por mora. La misma regla se aplicará a las reclamaciones de reconocimiento de derechos, siempre que tengan traducción económica” (art. 192.3 LRJS).

Para determinar si en el presente caso procede o no recurso de suplicación contra la sentencia de instancia recaída en materia de prestaciones de Seguridad Social debe analizarse si se está ante un supuesto de acceso necesario al recurso por tratarse de un proceso que verse sobre reconocimiento o denegación del derecho a obtener prestaciones de Seguridad Social (no se plantea en este litigio la problemática de la afectación general) o de un litigio en el que el posible acceso a la suplicación deba establecerse en razón a la cuantía litigiosa igual o superior a 3.000 euros.

… De lo anteriormente expuesto, es dable deducir que, acertada o desacertadamente, en el presente caso en la resolución administrativa jurisdiccionalmente impugnada no se procede a extinguir la prestación de jubilación parcial en fecha 12-12-2009 y a reconocerla de nuevo con efectos desde el día 03-02-2012, sino que partiendo de la existencia del derecho a la prestación de jubilación parcial, como se deduce de las formas de pago propuestas tanto en la resolución administrativa inicial como en la resolución desestimatoria de la reclamación previa, se reclama al jubilado parcial una concreta cantidad (2.007,16 €) por alegado percibo de prestaciones indebidas durante un periodo en el que se indica que “no compatibilizó la pensión de jubilación con la percepción de la prestación por desempleo”.

Por lo expuesto … por tratarse de una reclamación de cantidad, el acceso al recurso de suplicación viene determinado por la cuantía reclamada en la demanda, la que en el presente caso se concreta en la cifra 2.007,16 €, siendo inferior al requerida legalmente para el acceso a la suplicación (art. 191.2.g LRJS)“>.

XVII.1.- Preceptos LRJS interpretados: 


Art. 230.1 LRJS (De las disposiciones comunes a los recursos de suplicación y casación: Consignación de cantidad): “1. Cuando la sentencia impugnada hubiere condenado al pago de cantidad, será indispensable que el recurrente que no gozare del derecho de asistencia jurídica gratuita acredite, al anunciar el recurso de suplicación o al preparar el recurso de casación, haber consignado en la oportuna entidad de crédito y en la cuenta de depósitos y consignaciones abierta a nombre del órgano jurisdiccional, la cantidad objeto de la condena, pudiendo sustituirse la consignación en metálico por el aseguramiento mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito …”.


Art. 203 LRJS (recurso de suplicación: estimación total y parcial del recurso): “1. Cuando la Sala revoque totalmente la sentencia de instancia y el recurrente haya consignado en metálico la cantidad importe de la condena o asegurado la misma conforme a lo prevenido en esta Ley, así como constituido el depósito para recurrir, el fallo dispondrá la devolución de todas las consignaciones y del depósito y la cancelación de los aseguramientos prestados, una vez firme la sentencia.- 2. Si estimado el recurso de suplicación se condenara a una cantidad inferior a la reconocida por la resolución recurrida, el fallo dispondrá la devolución parcial de las consignaciones, en la cuantía que corresponda a la diferencia de las dos condenas, y la cancelación también parcial de los aseguramientos prestados, una vez firme la sentencia.- 3. En todos los supuestos de estimación parcial del recurso de suplicación, el fallo dispondrá la devolución de la totalidad del depósito”.


Art. 204 LRJS (recurso de suplicación: pérdida de cantidades consignadas): “1. Cuando la Sala confirme la sentencia y el recurrente haya consignado las cantidades a las que se refiere la presente Ley, el fallo condenará a la pérdida de las consignaciones, a las que se dará el destino que corresponda cuando la sentencia sea firme.- ….- 3. Si el recurrente hubiera asegurado el importe de la condena conforme a lo prevenido en esta Ley mandará la Sala en su fallo confirmatorio que se mantengan los aseguramientos prestados, hasta que el condenado cumpla la sentencia o hasta que en cumplimiento de la sentencia resuelva la realización de dichos aseguramientos.- 4. Si el recurrente hubiera constituido el depósito necesario para recurrir, la sentencia confirmatoria dispondrá su pérdida, lo que se realizará cuando la sentencia sea firme”.

Art. 237.5 LRJS (De la ejecución de sentencias y demás títulos ejecutivos: Normas generales: Competencia): “5. En caso de concurso, se estará a lo establecido en la Ley Concursal”.

Art. 248.3 LRJS (De la ejecución de sentencias y demás títulos ejecutivos: De la ejecución dineraria: Concurrencia de embargos): “3. En caso de concurso, las acciones de ejecución que puedan ejercitar los trabajadores para el cobro de los salarios e indemnizaciones por despido que les puedan ser adeudados quedan sometidas a lo establecido en la Ley Concursal”.
XVII.2.- Cuestión suscitada:


La problemática del destino de la cantidad consignada para recurrir en suplicación, en garantía de las indemnizaciones de despido, cuando tras la sentencia de instancia, confirmada en suplicación, la empresa es declarada en situación de concurso de acreedores.

XVII.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 11-diciembre-2012 (rcud 782/2012, con voto particular): Declaración de concurso sobrevenida después de condena en sentencia de instancia por despido improcedente.- Destino de la cantidad consignada para recurrir en suplicación, en garantía de las indemnizaciones de despido (art. 228 LPL y 230 LRJS).- La sentencia de suplicación confirmatoria de la de instancia, aunque sea posterior a tal declaración de concurso, habilita al Juzgado de lo Social para la entrega al trabajador de la cantidad consignada, sobre la que tenía un derecho expectante desde la inicial sentencia condenatoria.- La “ejecución” a la que se refieren los artículos 8.3º y 55 de la Ley Concursal es la ejecución en la acepción jurídico-procesal del término.- Se razona, en esencia, que:

<” … La cuestión que plantea el presente recurso de casación para unificación de doctrina versa sobre el destino … de la cantidad consignada por el empresario condenado en sentencia (en el caso, de despido improcedente), al abono del importe del “objeto de condena” (en el caso, indemnizaciones de despido: indemnización básica en función del tiempo de servicios y salarios de tramitación). Tal requisito de consignación (“indispensable” “al anunciar el recurso de suplicación”) se exige en el artículo 228 de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL), aplicable al caso por razones cronológicas; y se mantiene en los mismos términos en el artículo 230 de la vigente Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS). Entrelazada con esta cuestión se encuentra otra de naturaleza competencial: a qué Juzgado, el Mercantil o el Social, corresponde adoptar la decisión correspondiente.
… Sobre el destino de la cantidad objeto de la condena a las indemnizaciones de despido consignada por el empresario la sentencia recurrida entiende, al desestimar el recurso, que tal cantidad debe ser entregada directamente, en su integridad, al trabajador despedido, puesto que “ya no forma parte de su patrimonio [el del empresario posteriormente concursado] y, por tanto, tal cantidad ya no tiene que quedar adscrita al sistema de pago ordenado del concurso”.

El artículo 8.3º de la Ley Concursal atribuye al “Juez del concurso” competencia jurisdiccional “exclusiva y excluyente” en “[t]oda ejecución frente a los bienes y derechos de contenido patrimonial del concursado, cualquiera que sea el órgano que la hubiere ordenado”. 

     El artículo 55 de la propia Ley Concursal, dentro del Capítulo II de su Título III (“De los efectos [de la declaración del concurso] sobre los acreedores”), se dedica de manera especial a los efectos sobre las “[e]jecuciones y apremios”, estableciendo entre otras las siguientes reglas: “1. Declarado el concurso no podrán iniciarse ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, ni seguirse apremios administrativos o tributarios contra el patrimonio del deudor” … 2. Las actuaciones que se hallaran en tramitación quedarán en suspenso desde la fecha de declaración de concurso, sin perjuicio del tratamiento concursal que corresponda dar a los respectivos créditos”. 

La concordancia con la Ley Concursal se lleva a cabo en la LRJS (y en la LPL) mediante dos preceptos. Uno de ellos es el artículo 237.5 LRJS (art. 235.5 LPL), que ordena lo siguiente: “[e]n caso de concurso, se estará a lo establecido en la Ley Concursal”. El otro precepto es la Disposición adicional tercera (DA 3ª) LRJS (DA 8ª LPL): “Aplicación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. Las disposiciones de la presente Ley no resultarán de aplicación en las cuestiones litigiosas sociales que se planteen en caso de concurso y cuya resolución corresponda al juez del concurso conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, con las excepciones expresas que se contienen en dicha Ley”. 

 Una lectura detenida de las disposiciones anteriores pone de relieve que la clave de la solución del presente supuesto litigioso es la interpretación que se dé al vocablo “ejecución”, al que se refieren los artículos reproducidos de la Ley Concursal, y a la expresión “cuestiones litigiosas que se planteen en caso de concurso” de la DA 3ª LRJS. En realidad, estas dos cuestiones están vinculadas en el presente litigio, pudiendo enunciarse mediante la siguiente alternativa de interpretación: opción A) si, como entiende la sentencia de contraste, la actuación judicial de ordenación del destino de las cantidades consignadas constituye “ejecución” de sentencia, tal actuación se ha efectuado en situación de concurso, en cuyo caso es competente el Juez Mercantil; opción B) si, como sostiene la sentencia recurrida, tal actuación de transferencia o entrega de las cantidades consignadas no es propiamente “ejecución” de sentencia, al materializar una resolución judicial anterior al concurso, tal actuación de cumplimiento o puesta en práctica es debida y corresponde al Juez Social. 

El término ejecución puede ser entendido en el contexto de un pleito como el que ahora nos ocupa en dos acepciones distintas. Una es, siguiendo el Diccionario RAE, la acepción del lenguaje ordinario de acción de “ejecutar, llevar a la práctica, realizar”; y la otra, también reconocida por cierto en el Diccionario RAE, es la acepción técnico-jurídica de proceso especial, que tiene una función sustitutiva del cumplimiento a cargo del litigante vencido, y que, en caso de condena de cantidad, puede dar lugar al embargo y venta de bienes para el pago de la deuda contraída. 

 Si se adopta la acepción de lenguaje ordinario, las actuaciones judiciales de transferencia o entrega de las cantidades objeto de condena de un despido improcedente pueden considerarse “ejecución” en cuanto que llevan a la práctica el mandato u orden que contiene una sentencia. En cambio, si la opción se inclina a favor de la acepción técnico-jurídica el resultado es el contrario. No hay en esta segunda opción interpretativa ejecución en sentido jurídico-procesal del vocablo, en cuanto que no se ha incoado un procedimiento o proceso ejecutivo. Y no hay proceso ejecutivo porque la cantidad objeto de condena había salido del patrimonio del deudor desde el mismo momento de la interposición del recurso de suplicación, y la cuestión litigiosa a la que tal cantidad se refería había sido resuelta en la instancia jurisdiccional no “en caso de concurso” sino antes del concurso. 

  … De acuerdo con jurisprudencia reiterada del Tribunal Constitucional y de esta Sala del Tribunal Supremo, el instituto de la consignación de la cantidad objeto de la condena ordenada por el juez de instancia en el proceso social cumple una finalidad de garantía de percepción, por parte del trabajador o por parte del beneficiario de prestaciones de Seguridad Social, de la deuda contraída por las personas o las entidades condenadas; de ahí que pueda “sustituirse la consignación en metálico por el aseguramiento mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito” (art. 230.1 LRJS, que aclara la redacción del art. 228 LPL). Se trata, mediante esta enérgica cautela o garantía, de disuadir al litigante vencido en la instancia de posibles maniobras dilatorias, al tiempo que se refuerza la posición procesal del trabajador, litigante más débil en el supuesto de que el empresario haya acordado ejercer su derecho de recurso. 

En todo caso, la ratio legis de la consignación del actual artículo 230 LRJS, y de sus antecedentes históricos próximos y remotos, es la protección del litigante que debe esperar a la resolución del recurso de suplicación (o de casación) entablado. Lo que, de no haber recurso, se pudo percibir a partir de la sentencia de instancia (o del siguiente grado jurisdiccional), se consigna o deposita hasta el momento en que se dicta la sentencia o resolución que culmina la nueva vía procesal transitada, momento en que procederá o bien la entrega de la cantidad consignada al litigante recurrido, si se confirma la sentencia de instancia, o bien la devolución al recurrente, si su pretensión ha triunfado en suplicación (o casación). 

Debe tenerse en cuenta, además, que la posición del trabajador o beneficiario a la cantidad en que se cifra la condena es ya la del titular de un derecho reconocido judicialmente, aunque se trata de un derecho expectante o potencial, cuya efectividad está pendiente de una especie de condición suspensiva, que es la confirmación de dicha sentencia de instancia; porque un derecho expectante o potencial no es una mera expectativa o esperanza de futuro, sino una situación jurídica activa ya establecida por sentencia. Y, en el caso de que se cumpla la condición de la que depende su eficacia, lo lógico es que la misma se produzca ex tunc, desde el momento en que fue reconocido, y no ex nunc, desde el momento en que la sentencia desestimatoria del recurso y/o confirmatoria de la sentencia anterior hace desaparecer el obstáculo que impedía su pleno despliegue o desarrollo. 

Las consideraciones anteriores inclinan hacia el entendimiento del término “ejecución” en los artículos 8.3 y 55 de la Ley Concursal en el sentido técnico de proceso o procedimiento ejecutivo. Y el instituto de la consignación es precisamente una cautela para prevenir y evitar tal proceso ejecutivo haciendo disponible de manera inmediata para el litigante que vence en juicio el derecho reconocido; disponibilidad inmediata que se obtiene precisamente obligando a la otra parte a un acto que excluye de su patrimonio ex ante la cantidad consignada. Lo que tales preceptos imponen, y debe aplicarse declinando la competencia del orden jurisdiccional social, es, como dice el propio artículo 55 de dicha Ley, “iniciar” “ejecuciones singulares”, pero no entregar una cantidad que había salido del patrimonio del concursado antes de la declaración del concurso. 

En conclusión, no cabe apreciar infracción de dichos preceptos en las actuaciones judiciales de reconocer propia competencia para la entrega al trabajador de las indemnizaciones de despido adquiridas por sentencia antes de la declaración del concurso, indemnizaciones respecto de las que ostenta un derecho expectante generado por resolución judicial, cuya plena efectividad futura no debe depender de la contingencia de una vía judicial de recurso que finalmente no ha prosperado”>.
En el voto particular, en defensa de la tesis contraria a la sentencia mayoritaria, se razona, en esencia, que:

<”… Mi discrepancia con el criterio mayoritario de la Sala radica en que pienso que esta Jurisdicción … no es competente para en ejecución de sentencia, ejecutar la garantía prestada para recurrir por la empresa que, tras recurrir en suplicación, fue declarada en situación de concurso de acreedores. Para ejecutar la referida garantía, así como las sentencias que ganen firmeza tras la declaración del condenado en situación de concurso de acreedores es competente el juez mercantil, el juez del concurso, por imperativo de lo dispuesto en el art. 86-ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en los artículos 8-3 y 55 de la Ley Concursal de 9 de julio de 2003. Al estimar lo contrario, la mayoría, dicho con todos los respetos, ha violado lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución, el derecho al juez natural predeterminado por la Ley, no sólo de la empresa concursada, sino, también, el derecho de los acreedores de la concursada, entre los que se pueden encontrar numerosos trabajadores con igual o mejor derecho …

… la consignación para recurrir es consignación en garantía, una medida de aseguramiento distinta del “pago por consignación” que es regulado en los artículos 1.176 y siguientes del Código Civil. Ello supone que la cantidad consignada garantiza el pago, pero que el pago no se ha efectuado, que el metálico consignado, aunque no este en el “bolsillo” del deudor, no ha salido de su patrimonio. El acreedor puede pedir la ejecución provisional de la sentencia recurrida con cargo a las cantidades consignadas (art. 290 de la L.J.S.) y el aseguramiento de la condena puede hacerse presentando un aval (art. 230 de la Ley citada), supuesto que provoca especialidades en los casos de ejecución provisional.

Si estamos ante una medida de garantía o de aseguramiento de la condena, es claro que debe existir un procedimiento de ejecución de esa garantía y que para seguir ese procedimiento la competencia es del juez del concurso. Además, como la consignación es una medida cautelar o de garantía (como el embargo), la cantidad adeudada devenga intereses por mora procesal hasta el momento del pago o de la consignación para el pago, (S.TS. (IV) de 11 de julio de 2012 y las en ella citadas), lo que conlleva que durante la tramitación del recurso se devenguen intereses procesales por las cantidades objeto de la condena, aunque se haya efectuado consignación para recurrir, porque sólo libera de la obligación de pagar intereses la consignación para pago“>.

XVIII.1.- Preceptos LRJS interpretados:  

Art. 45.1 LRJS (De las actuaciones procesales: Plazo y lugar de presentación de escritos): “1. Cuando la presentación de un escrito esté sujeta a plazo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo en el servicio común procesal creado a tal efecto o, de no existir éste, en la sede del órgano judicial”.


Art. 221.3 LRJS (Recurso de casación unificadora: Forma y contenido del escrito de preparación del recurso): “3. Las sentencias invocadas como doctrina de contradicción deberán haber ganado firmeza a la fecha de finalización del plazo de interposición del recurso”. 

Art. 224.3 y 4 LRJS (Recurso de casación unificadora: Contenido del escrito de interposición del recurso): “3. Sólo podrá invocarse una sentencia por cada punto de contradicción, que deberá elegirse necesariamente de entre las designadas en el escrito de preparación y ser firme en el momento de la finalización del plazo de interposición.- 4. Con el escrito de interposición, de no haberse aportado con anterioridad, podrá hacerse aportación certificada de la sentencia o sentencias contrarias, acreditando su firmeza en la fecha de expiración del plazo de interposición, o con certificación posterior de que ganó firmeza dentro de dicho plazo la sentencia anteriormente aportada. Si la parte recurrente no aporta la certificación de la sentencia y de su firmeza en tiempo oportuno se reclamará de oficio por la secretaría de la Sala”.

XVIII.2.- Cuestión suscitada:

Debe recordarse que respecto al momento en que debe ser firme la sentencia o sentencias invocadas como contradictorias, la doctrina de la Sala IV a partir de la STS/IV 14-julio-1995 (rcud 3560/1993, dictada en Sala General), había venido interpretando, en aplicación de la normativa contenida en la ahora derogada LPL, que la sentencia de contraste debía ser firme, como límite máximo, en el momento de dictarse la recurrida que nace contradictoria; y “que la firmeza de la sentencia de contraste debe haberse producido antes de publicarse la sentencia recurrida es requisito que ha reiterado esta Sala en sus sentencias de 9 de julio de 2008 (Rec 2814/2007), 5 y 21 de febrero de 2008 (Rec 4768/2006 y 493/2007) y 10 de febrero de 2009 (Rec 92/2008)” (STS/IV 30-abril-2012 –rcud 1348/2011).


Pero la LRJS, con una finalidad flexibilizadora para ampliar hasta el límite máximo posible la admisión del citado recurso en aras a la seguridad jurídica para evitar la pervivencia de resoluciones contradictorias, -- en especial en los frecuentes supuestos (afectantes, en muchas ocasiones, a los diversos trabajadores de una misma empresa en identidad de situación y pretensiones y con procedimientos no acumulados) en los que puede haber asuntos iguales resueltos contradictoriamente en fechas muy cercanas --, retrasó el momento en que la sentencia de contraste debía ser firme, ampliándolo, literalmente, hasta la fecha de finalización del plazo de interposición del recurso.


La cuestión que se planteaba en la sentencia que luego analizaremos, consistía en determinar si una sentencia aportada como de contraste adquiere firmeza precisamente durante el periodo de tiempo posterior al vencimiento del plazo de interposición del recurso de casación unificadora durante el que posibilita el art. 45.1 LRJS la presentación de un escrito sujeto a plazo (concordante plenamente con el art. 135.1 LEC), es decir, “hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo”, cabe calificarla como sentencia idónea a los exclusivos efectos de la exigencia del recurso de casación unificadora consistente en que la sentencia de contraste deba ser firme en la fecha “de finalización del plazo de interposición” del recurso.

XVIII.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 5-febrero-2013 (rcud 956/2012): RCUD: idoneidad sentencia contraste: interpretación arts. 221.3 y 224.3 y 4 en relación con art. 45.1 LRJS (concordante con art. 135.1 LEC) y con art. 207.2 y 4 LEC: a los exclusivos efectos exigencia del recurso de casación unificadora consistente en que sentencia de contraste deba ser firme en fecha “de finalización del plazo de interposición” del recurso, deben ser calificadas como idóneas no solamente las sentencias de contraste que alcancen firmeza hasta el mismo momento de la finalización del plazo de interposición del referido recurso, sino además todas aquellas otras cuya firmeza se alcance hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo de interposición del citado recurso.- Se razona, en esencia, que:
<” … En interpretación de los arts. 221.3 y 224.3 y 4 en relación con art. 45.1 LRJS (concordante con art. 135.1 LEC) y con art. 207.2 y 4 LEC, literal y formalmente la respuesta debería ser negativa, pues el horario prorrogado lo sería a los exclusivos fines de presentación de escritos con posterioridad al del vencimiento efectivo del plazo; y en este sentido se ha pronunciado en su informe el Ministerio Fiscal, argumentando que el art. 45 LRJS se refiere excluidamente al “plazo” y al “lugar de presentación de escritos” y no afecta ni altera la fecha en que el plazo ha vencido, en este caso el 16-03-2012, y que el propio artículo deja sentando que se trata “del día siguiente hábil al del vencimiento del plazo”, dejando claro que el plazo ya ha vencido en una fecha anterior, por lo que, en el presente caso, la sentencia de contraste que ganó firmeza el día 20-03-2012 no resulta idónea y el recurso de casación para unificación de doctrina no podría ser admitido.
No obstante, -- con una interpretación flexibilizadora acorde con la finalidad del precepto y en aras a la seguridad jurídica para evitar al máximo la pervivencia de resoluciones contradictorias, así como en concordancia con la obligación de lectura de sentencias en audiencia publica en las ordinarias horas de audiencia (arts. 120.3 CE y 188 LOPJ) y la lógica coordinación con el momento hasta el cual se puede presentar realmente el escrito de interposición del recurso de casación unificadora --, esta Sala entiende que, a los exclusivos efectos de la exigencia del recurso de casación unificadora consistente en que la sentencia de contraste deba ser firme en la fecha “de finalización del plazo de interposición” del recurso, deben ser calificadas como idóneas no solamente las sentencias de contraste que alcancen firmeza hasta el mismo momento de la finalización del plazo de interposición del recurso de casación unificadora, sino además todas aquellas otras cuya firmeza se alcance hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo de interposición del recurso de casación unificadora.

Por lo expuesto, cabe concluir sobre este extremo que como el plazo para interponer el presente recurso de casación unificadora finalizó el día 16-03-2012 y la sentencia seleccionada como de contraste adquirió firmeza el día 20-03-2012, que era el del día siguiente hábil al del vencimiento del plazo antes de que trascurrieran las quince horas, al derivar la referida firmeza de un Auto de esta propia Sala leído en audiencia pública ese mismo día antes de dichas quince horas, la indicada sentencia resulta idónea, puesto que adquirió firmeza antes de que transcurrieran las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo de interposición del recurso de casación unificadora”>.
XIX.1.- Preceptos LRJS interpretados:  


Art. 153.1 LRJS (Del proceso de conflictos colectivos: ámbito de aplicación): “1. Se tramitarán a través del presente proceso las demandas que afecten a intereses generales de un grupo genérico de trabajadores o a un colectivo genérico susceptible de determinación individual …”.

Art. 157.1.a) LRJS (Del proceso de conflictos colectivos: contenido de la demanda): “1. El proceso se iniciará mediante demanda dirigida al juzgado o tribunal competente que, además de los requisitos generales, contendrá: a) La designación general de los trabajadores y empresas afectados por el conflicto y, cuando se formulen pretensiones de condena que aunque referidas a un colectivo genérico, sean susceptibles de determinación individual ulterior sin necesidad de nuevo litigio, habrán de consignarse los datos, características y requisitos precisos para una posterior individualización de los afectados por el objeto del conflicto y el cumplimiento de la sentencia respecto de ellas”.


Art. 160.3 LRJS (Del proceso de conflictos colectivos: celebración del juicio y sentencia): “3. De ser estimatoria de una pretensión de condena susceptible de ejecución individual, deberá contener, en su caso, la concreción de los datos, características y requisitos precisos para una posterior individualización de los afectados por el objeto del conflicto y beneficiados por la condena y especificar la repercusión directa sobre los mismos del pronunciamiento dictado. Asimismo deberá contener, en su caso, la declaración de que la condena ha de surtir efectos procesales no limitados a quienes hayan sido partes en el proceso correspondiente”.

Art. 247.1 y 2 LRJS – numero dos modificado por Real Decreto-ley 11/2013, 2 agosto (Normas sobre ejecuciones colectivas: Ejecución en conflictos colectivos): “1. Las sentencias recaídas en procesos de conflictos colectivos estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución individual en los términos del apartado 3 del artículo 160 podrán ser objeto de ejecución definitiva conforme a las reglas generales de ésta con las especialidades siguientes …” y “2. La modalidad de ejecución de sentencias firmes regulada en este artículo será aplicable a los restantes títulos ejecutivos, judiciales o extrajudiciales, de naturaleza social, estimatorios de pretensión de condena y susceptibles de ejecución individual en los términos del apartado 3 del artículo 160, así como a las sentencias firmes u otros títulos ejecutivos sobre movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del contrato o reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, de carácter colectivo, y en los supuestos de despido colectivo en los que la decisión empresarial colectiva haya sido declarada nula”.

XIX.2.- Cuestión suscitada:


La posibilidad real de ejecutar las sentencias colectivas de acuerdo con lo establecido en el art. 247 LRJS, determinado los requisitos precisos para que la sentencia colectiva contenga pronunciamientos de condena susceptibles de ejecución colectiva.
XIX.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 18-junio-2013 (rco 108/2012): conflicto colectivo frente a empresa ferroviaria: determinación del importe del plus de «desplazamiento» conforme al valor de la hora extraordinaria.- Cumplimiento de los requisitos para que la sentencia colectiva contenga pronunciamiento de condena; en el fallo de la sentencia de instancia impugnada, entre otros extremos, señalaba “declarando que la empresa debe proceder a regularizar el valor del concepto de desplazamiento, de acuerdo con el valor de hora extraordinaria actualmente vigente en la empresa, que consta en el hecho probado cuarto, y se condena a la citada empresa a abonar a los trabajadores afectados por el citado conflicto las diferencias existentes por este motivo correspondientes al año 2011”.
<” … En último término … de forma subsidiaria se acusa conculcación de las previsiones contenidas en el art. 160 [apartados 3 y 4] LRJS, en relación con el art. 247 de la misma norma y con la doctrina de la STS 11/10/11.

Considera la parte que el fallo de la sentencia recurrida no cubre los requisitos del art. 160.3 LRJS para hacerla directamente ejecutable, pues ni en el escrito de la demanda, ni en la parte dispositiva de la sentencia se identifican los trabajadores afectados por la sentencia, ni el tratamiento salarial y de Seguridad Social que debe atribuirse a las cantidades reconocidas, ni se cuantifican las cantidades adeudadas, ni se indican cuáles son los desplazamientos efectivamente realizados.

Con la precedente denuncia, el recurso impugna –obviamente– el pronunciamiento final de la sentencia del Tribunal Superior, relativo a que «se condena a la citada empresa a abonar a los trabajadores afectados por el citado conflicto las diferencies existentes por este motivo correspondientes al año 2011». Denuncia que tampoco aceptamos, conforme a la actual normativa procesal [art. 160.3 LRJS], que contiene como destacable novedad de la reforma legal el reconocimiento explícito de que la condena de la sentencia colectiva es susceptible de ejecución «directa e individual». Posibilidad que:

a).– Se a ella refiere como mérito de la reforma en el propio Preámbulo, al decir que [«[e]s también destacable en materia de ejecución, la extensión de los efectos de las sentencias en materia de conflicto colectivo … que podrá ir más allá de la mera interpretación o declaración … para comprender la ejecución individualizada de los pronunciamientos susceptibles de tal determinación»];

b).– Expresamente se reconoce en el referido art. 160.3 LRJS, al disponer que la sentencia a dictar en conflicto colectivo que «[d]e ser estimatoria de una pretensión de condena susceptible de ejecución individual, deberá contener, en su caso, la concreción de los datos, características y requisitos precisos para una posterior individualización de los afectados por el objeto del conflicto y beneficiados por la condena y especificar la repercusión directa sobre los mismos del pronunciamiento dictado. Asimismo deberá contener, en su caso, la declaración de que la condena ha de surtir efectos procesales no limitados a quienes hayan sido partes en el proceso correspondiente»; y

c).– Específicamente se desarrolla –con apreciable detalle– en el art. 247 LRJS, bajo el epígrafe «Normas sobre ejecuciones colectivas» [sección segunda; capítulo I; y Libro Cuarto], con minuciosas normas que aluden a algún extremo –en concreto, el requerimiento a la parte ejecutada para que «cuantifique individualmente la deuda y proponga, en su caso, una fórmula de pago»– que no hace sino corroborar la ejecutividad directa e individual del pronunciamiento de instancia.

Esta admisibilidad ejecutoria que consagra la nueva LRJS es perfectamente compatible –siquiera vaya un paso más adelante– de nuestra consolidada jurisprudencia, en la que hemos sostenido que la posibilidad de ejecución en las sentencias colectivas –y por ello del habilitante pronunciamiento de condena «sólo rige en aquellos supuestos en los que el fallo colectivo contiene la imposición de una obligación con todos los elementos necesarios para que quede determinada y pueda hacerse efectiva mediante la ejecución» y que a diferencia de lo que ocurre con las sentencias meramente declarativas que pueden tener por objeto «la aplicación e interpretación de una norma general de una norma estatal, convenio colectivo … o una decisión o práctica de empresa desde una perspectiva general que coincide con el interés también general del grupo, la sentencia de condena no se detiene en este elemento interpretativo de carácter general, sino que, al imponer el cumplimiento de la obligación en el caso concreto, parte del cumplimiento de todos los elementos fácticos que constituyen esa obligación y de la inexistencia de los hechos impeditivos o extintivos que pueden excluirla». Y «… para que la declaración general que contiene normalmente la sentencia colectiva pueda transformarse en un pronunciamiento de condena ejecutable sería necesario que se precisaran los elementos necesarios que en plano subjetivo y objetivo determinan la existencia de una obligación exigible. Sólo cuando concurren esos elementos existe una condena que puede ser ejecutada» (SSTS 28/05/02 –rco 1172/01–; 11/10/11 –rco 187/10–; 20/03/12 –rco 18/11–; 28/03/12 –rco 48/11–; 26/06/12 –rco 19/11–; y 15/11/12 –rco 251/11–).

… entendemos que los precedentes requisitos se cumplen suficientemente en el caso de que tratamos [aunque innegablemente hubiera sido deseable una mayor concreción], puesto que la demanda presentada y la sentencia dictada no se limitan a reclamar y declarar –respectivamente– la procedencia de una regularización salarial y la obligación empresarial de abonar las diferencias habidas por tal concepto, sino que al hacer referencia a los concretos trabajadores afectados por la normalización económica reclamada [los que prestan servicios en el área de producción], al periodo al que la regulación se ciñe [año 2011] y a la cuantía abstracta de la diferencia a retribuir [diferencia entre el plus de «desplazamiento» abonado y el de la hora extraordinaria que debió haberse satisfecho], la simpleza aritmética de la operación a realizar por quien –la empresa demandada– tiene documentada y exacta constancia de todos los días en que abonó el plus con determinado importe y –de acuerdo a la sentencia ahora confirmada– los debió haber remunerado como si tratasen de horas extraordinarias, así como de los concretos trabajadores afectados, esta facilidad ejecutiva –propia de los conflictos colectivos susceptibles de ejecución– es precisamente la que justifica que en la actual regulación procesal –art. 247 LRJS– los legitimados para instar la ejecución en este tipo de procesos [los representantes legales o sindicales; y los órganos unitarios de la empresa] se limiten a instarla, y que sea la empresa –a requerimiento del Secretario judicial– la que proceda a la cuantificación individualizada; mandato legal que sería ciertamente innecesario si la exigencia de expresión de concreción de datos en demanda y en sentencia [ejecutable] hubiese de ser entendida en los tan minuciosos términos [horas exactas de plus de «desempeño» por cada trabajador] que la recurrente pretende, porque con la misma demanda y sentencia –tal como la recurrente pretende– ya estaría hecha la cuantificación. 

Decisión ésta –la que en esta resolución adoptamos– que, por otra parte, es plenamente acorde a la «inequívoca voluntad modernizadora del procedimiento» y a la garantía de un «servicio público de la justicia ágil» que como banderas –entre otras– de la reforma proclama el ya referido Preámbulo de la LRJS; aparte de que también resulta ser la solución más acorde a la celeridad que el art. 74 de la Ley Rituaria anuncia como principio del proceso laboral y que no parece observado –lo mismo que la economía procesal– si se mantuviese la necesidad de formular 900 demandas individuales en reclamación de cantidad de elemental y certera determinación –por la propia empresa– en fase ejecutiva del presente conflicto colectivo“>.
XX.1.- Preceptos LRJS interpretados:  


Art. 239.4 y 5 LRJS (De la ejecución de sentencias y demás títulos ejecutivos: Normas generales: Solicitud de ejecución): “4. El órgano jurisdiccional despachará ejecución siempre que concurran los presupuestos y requisitos procesales, el título ejecutivo no adolezca de ninguna irregularidad formal y los actos de ejecución que se solicitan sean conformes con la naturaleza y contenido del título. Contra el auto que resuelva la solicitud de ejecución podrá interponerse recurso de reposición, en el que, además de alegar las posibles infracciones en que hubiera de incurrir la resolución y el cumplimiento o incumplimiento de los presupuestos y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse la oposición a la ejecución despachada aduciendo pago o cumplimiento documentalmente justificado, prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsabilidad que se pretenda ejecutar siempre que hubieren acaecido con posterioridad a su constitución del título, no siendo la compensación de deudas admisible como causa de oposición a la ejecución” y “5. Solamente puede decretarse la inejecución de una sentencia u otro título ejecutivo si, decidiéndose expresamente en resolución motivada, se fundamenta en una causa prevista en una norma legal y no interpretada restrictivamente. Contra el auto resolutorio del recurso de reposición interpuesto contra el auto en que se deniegue el despacho de la ejecución procederá recurso de suplicación o de casación ordinario, en su caso”.

Art. 240.2 LRJS (De la ejecución de sentencias y demás títulos ejecutivos: Normas generales: Partes y sujetos de la ejecución): “2. La modificación o cambio de partes en la ejecución debe efectuarse, de mediar oposición y ser necesaria prueba, a través del trámite incidental previsto en el artículo 238. Para que pueda declararse, es requisito indispensable que el cambio sustantivo en que se funde, basado en hechos o circunstancias jurídicas sobrevenidos, se hubiere producido con posterioridad a la constitución del título objeto de ejecución”.

XX.2.- Cuestión suscitada:


No se pueden plantear como motivos de oposición a la ejecución hechos impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsabilidad que se pretenda ejecutar acaecidos con anterioridad a la constitución del título ejecutivo, los mismos, en su caso, deberían haber sido planteado oportunamente en la fase declarativa previa a la constitución del título, pues las sentencias firmes una vez dictadas, conforme reiterada jurisprudencia constitucional, no pueden alterarse en su ejecución, salvo por las causas excepcionales legalmente previstas ni inejecutarse, pues la inmutabilidad de las sentencias firmes integra el contenido del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.

En este punto, la LRJS cabe entender que ha querido expresamente reflejar también la jurisprudencia constitucional (entre otras, SSTC 206/1989, 170/1997 o 18/2004) sobre los temas relativos al cambio de partes en la ejecución y el principio de que «en ejecución no cabe alterar lo decidido en la Sentencia a ejecutar» y a la necesidad de la audiencia a la parte afectada a través del trámite incidental en estas cuestiones. 

XX.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 18-septiembre-2013 (rcud 3101/2012): Auto dictado en ejecución de sentencia de IPT: pretensión en ejecución por parte del INSS de descuento del importe de la prestación por el periodo en el que la demandante estuvo en activo con anteriorida a dictarse sentencia, no habiéndose alegado esta situación de estar en activo hasta la fase de ejecución.- Procede la ejecución de la sentencia, si bien únicamente por el período que va desde la fecha de efectos de la IPT hasta la fecha de la sentencia firme que la declaró: se estima en parte el recurso del INSS con respecto al periodo posterior.- Se razona, en esencia, que:
<” … procede entrar a conocer del fondo de la cuestión controvertida, que es … la determinar si cabe o no en fase de ejecución de sentencia deducir de lo que le corresponde percibir a un beneficiario de la Seguridad Social en concepto de la incapacidad permanente total reconocida en la resolución judicial que se ejecuta, las cantidades percibidas durante el período en que realizó actividad laboral.
Pues bien, siendo la descrita la cuestión aquí planteada, a la vista de las concretas circunstancias del caso, y a la doctrina de esta Sala, a la que vamos a hacer referencia, procede la estimación parcial del recurso, en la forma que se dirá, sobre la base de los siguientes razonamientos:
A) En la ya citada sentencia de contraste de fecha de 11 de julio de 1996 (rcud. 4067/1995), mencionada es las posteriores de 17 de septiembre de 1998 (rcud. 489/1998) y 5 de diciembre de 2007 (rcud. 5073/2006), la Sala señala que “La cuestión ha sido unificada por esta Sala en sentencia de 11 de julio de 1996, recurso 4067/1995, que con apoyo en otra sentencia de 10 de julio de 1995 sentó como doctrina la de que: "si el fallo de la sentencia que se trataba de ejecutar establecía que el actor debía percibir la pensión desde una determinada fecha, la resolución recurrida, dictada en ejecución de la sentencia estaba vinculada por dicho pronunciamiento, que no podía variarse en ejecución para establecer que el abono solo se producía desde una fecha posterior a dichos efectos económicos de la prestación, pues estaba claro, sin necesidad de mayores argumentaciones, que de esta forma se contravenía lo ejecutoriado para el período decidido por la sentencia, es decir hasta la fecha en que se presentó la demanda, que es el momento en que se produce el efecto de la litispendencia y queda precisado el objeto de la litis, sin embargo, la situación es distinta, a partir de la fecha de la presentación de la demanda, pues las condenas de futuro están siempre condicionadas a la subsistencia de las condiciones determinantes de las mismas, y esa subsistencia puede ser controlada, al menos en sentido negativo, en la ejecución, respecto a los hechos futuros que la sentencia no pudo contemplar, aunque hubiese podido examinar estos hechos en una proyección temporal anterior si se hubiesen introducido y acreditado en el proceso".
B) Con respecto al pago de una pensión reconocida en sentencia, es doctrina de la Sala (STS 28-06-1993 (RCUD 2475/1992) 14-05-2002 (RCUD 3141/2001) la de que : “la condena al pago de una pensión es, en principio, una condena al abono de una cantidad no definida, pues se trata, en realidad, de múltiples pagos periódicos que sólo están delimitados en el periodo anterior a la fecha de la sentencia, pero no hacia el futuro, con lo que la condena queda abierta y es indefinida”.
C) En supuesto –al igual que el aquí enjuiciado- de ejecución de sentencia declarativa de Incapacidad Permanente Total, la sentencia de esta Sala de 10 de julio de 1995 (RCUD 578/1995) … tras examinar la infracción jurídica denunciada en el recurso - artículos 238-1 de la Ley de Procedimiento Laboral, 135-4 y 138 de la Ley General de Seguridad Social, 24-3 de la Orden Ministerial de 15-4-69 y 2 del Real Decreto 1.071/1984, de 23 de Mayo-, razonaba que: “La censura jurídica que se deja expuesta no merece una favorable acogida, por la evidente razón de que en trámite de ejecución de sentencia no pueden ni deben plantearse aquellas cuestiones nuevas, susceptibles de alterar los términos del fallo judicial en trance de ejecución, que pudieron y debieron ser alegadas y discutidas en la fase cognición del juicio. Si, efectivamente, el trabajador declarado en situación de Invalidez Permanente Total se mantuvo, durante la tramitación del correspondiente administrativo, en el desempeño de su profesión habitual y, por tal razón, percibió salarios durante el período al que, luego, se retrotrae la declaración de invalidez, ello, podrá ser objeto del pertinente reintegro a favor de la Entidad Gestora o Servicio Común de la Seguridad Social, pero no puede incidir en la ejecución de la sentencia de Invalidez Permanente obtenida, la que ha de cumplirse en sus propios términos, según previene el artículo 18-2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.

D) A la misma conclusión de que en la fase de ejecución de sentencia dictada en proceso de seguridad social no cabe introducir descuentos no autorizados por la sentencia, llega esta Sala en la sentencia de 30 de enero de 2003 (RCUD 2064/2002), así como en la posterior de 16 de mayo de 2007 (RCUD 989/2006), tras recordar que : “Ya dijimos en nuestra sentencia de 8-3-02 (rcud 1556/01) que: “por imperativo de lo establecido en los artículos 18.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 239.1 de la Ley de Procedimiento Laboral, las sentencia firmes “se ejecutarán en sus propios términos”, lo que impide su rectificación, aunque sean erróneas o contrarias a las normas legales salvo por el cauce de la interposición de los pertinentes recursos que contra las mismas se puedan entablar. Por lo que si la parte perjudicada las acepta al no formular recursos y adquieren firmeza, no puede pretender que en la ejecución de sentencia se rectifiquen esos errores que se han producido, pues además, la inmutabilidad de las sentencias firmes integra el contenido del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, de modo que, si el órgano judicial modifica la parte dispositiva de una sentencia fuera del cauce del correspondiente recurso, vulneraría ese derecho fundamental del justiciable, como pone de relieve la sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de junio de 1999 (número 106/99)” y,
E) La aplicación de toda esta doctrina a las concretas circunstancias del presente caso, conlleva –como ya se anticipó- la estimación sólo en parte del recurso, si se advierte que: interesada por la trabajadora, en su escrito de demanda, la declaración de IPT con efectos de 27 de mayo de 2010, el INSS, en el acto del juicio se opuso al reconocimiento de la incapacidad, sin aducir nada sobre la fecha de efectos, caso del reconocimiento de la incapacidad, ni tampoco aludió a circunstancia alguna respecto a si la demandante se hallaba o no en activo. Denegada en la instancia la incapacidad y formulado por la demandante recurso de suplicación reiterando la petición de incapacidad y la citada fecha de efectos, el recurso no fue impugnado por el INSS. Estimado el recurso y reconocida por la Sala la IPT con fecha de efectos de 9 de junio de 2010, fecha del dictamen-propuesta, la sentencia no fue recurrida ni por el INSS ni por la demandante, deviniendo firme, y por ende, consentido por ambas partes, tanto el grado de incapacidad declarado como la fecha de efectos de la misma. Estando así las cosas, no es hasta el momento en el que la demandante pide la ejecución de la sentencia, cuando el INSS alega que la demandante permaneció en activo hasta el 17 de mayo de 2011. Esta extemporánea alegación no puede impedir, conforme a la doctrina jurisprudencial expuesta, y no constando que se haya producido ninguna decisión judicial o administrativa previa sobre compatibilidad o incompatibilidad, que se proceda a la ejecución de la sentencia que reconoció a la demandante el derecho a percibir la pensión por Incapacidad Permanente Total desde el 9 de junio de 2010, si bien únicamente hasta la fecha de la sentencia que le reconoció dicha incapacidad, el 4 de mayo de 2011 “>.
XXI.1.- Preceptos LRJS interpretados:  

DT 4º LRJS (Competencia del orden jurisdiccional social): “1. El orden jurisdiccional social conocerá de los procesos de impugnación de actos administrativos dictados a partir de la vigencia de esta Ley en materia laboral, sindical y de seguridad social, cuyo conocimiento se atribuye por la misma al orden jurisdiccional social.- 2. La impugnación de los actos administrativos en dichas materias, dictados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, continuará atribuida al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra actos administrativos en materia laboral, sindical y de seguridad social, con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, continuarán sustanciándose ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conforme a las normas aplicables a dicho orden”.


DF 7ª.1 LRJS (Entrada en vigor): “1. La presente Ley entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»”.

XXI.2.- Cuestión suscitada:


Incidencia del recurso de reposición facultativo previo contra un acto administrativo, en principio, cuyo conocimiento se atribuiría al orden social, cuando el acto administrativo inicial fue dictado antes de la entrada en vigor de la LRJS pero la resolución expresa de dicho recurso facultativo es de fecha posterior a dicha entrada en vigor.


Debe señalarse, con carácter general, que en interpretación de la citada DT 4º LRJS, la Sala Especial de Conflictos de Competencia (Art. 42 LOPJ) del Tribunal Supremo viene interpretando que el momento que determina la competencia de una u otra jurisdicción (social o contencioso-administrativa) es la fecha del acto administrativo que pone fin a la vía administrativa, razonándose que “La solución, que, probablemente, en buena técnica legislativa, podría haberla establecido sin problemas la propia Disposición Transitoria con el sencillo expediente de añadir que se trataba de aquellos actos administrativos que pusieran fin a la vía administrativa, la encontramos, y tal vez por ello el legislador entendió innecesaria una mayor precisión en la norma intertemporal, en el art. 2º de la propia LRJS cuando, al atribuir al orden social determinados actos de las Administraciones públicas, entre los cuales se encuentra sin duda el que aquí es objeto de litigio, establece con más precisión, y con toda claridad, tanto en su letra n) como en la s), que serán aquéllos "que pongan fin a la vía administrativa". Carecería de toda lógica entender que el legislador quiso establecer un distinto régimen competencial de limitadísimo alcance temporal en función de la fecha de entrada en vigor de la propia Ley. Y como quiera que el acto aquí impugnado (la resolución de 27 de enero de 2012 del Consejero … ) ponía fin evidentemente a la actuación de la Administración, porque resolvía el recurso de alzada formulado frente a la primera resolución (la del Director del Servicio Provincial de dicha Consejería, de 26 de agosto de 2011), y frente a aquélla, conforme establece el régimen común de impugnación administrativa (art. 115.3 Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), al que se remite el art. 50 de la LISOS, no cabía ningún otro recurso administrativo, su revisión jurisdiccional correspondía al orden social” (entre otros, AASECC/TS 20-febrero-2013 -32/2012, 12-junio-2013 -10/2013, 10-julio-2013 -7/2013, .
XXI.3.- SSTS/IV sobre el tema:


STS/IV 8-julio-2013 (impugnación actuaciones administrativas 1/2012): Sanción impuesta a la Mutua Patronal por el Consejo de Ministros en Acuerdo de 19-08-2011, notificado el 29-09-2011, anterior a la entrada en vigor de la LRJS.- Aunque la resolución expresa del recurso de reposición facultativo previo al contencioso administrativo interpuesto es de fecha posterior, la competencia es del Orden Jurisdiccional Contencioso-Administrativo, con arreglo al número 2 de la DT 4ª y de la DF 7ª.1 LRJS.- La resolución del recurso de reposición ratificando íntegramente un acto administrativo que había ya puesto fin a la vía administrativa, dado su carácter meramente instrumental, no tiene autonomía propia a efectos de su impugnación en un proceso diferente, ni puede proyectar sus efectos autónomos sobre la atribución de la competencia.- Se razona, en esencia, que:
<” … Tanto el Abogado del Estado como el Ministerio Fiscal y el propio demandante vienen a sostener que la competencia objetiva para conocer de las pretensiones de la demanda no corresponde a esta Sala de lo Social del Tribunal Supremo, sino a la de lo Contencioso-Administrativo.

La Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, contempló por primera vez en el panorama competencial del Orden Social la posibilidad de que ante él se impugnasen las resoluciones administrativas recaídas en el ejercicio de la potestad sancionadora en materia laboral, letra n) del artículo 2, atribuyéndose en la letra a) del artículo 9 LRJS esa competencia desde el punto de vista funcional a esta Sala de lo Social del Tribunal Supremo en única instancia cuando esos actos en materia sancionadora u otros "... de las Administraciones públicas sujetos al Derecho Administrativo en el ejercicio de sus potestades y funciones en materia laboral ..." (art. 2.n) sean dictados por el Consejo de Ministros (art. 9 a.).

El Acuerdo del Consejo de Ministros en el que se impusieron las sanciones a la Mutua demandante es de fecha 19 de agosto de 2.011, notificado el 29 de septiembre siguiente, muy anterior por tanto a la entrada en vigor de la Ley 36/2.011 (BOE de 11 de octubre de 2.011) Reguladora de la Jurisdicción Social, que se produjo, con arreglo a lo que establece su Disposición final séptima, punto 1, a los dos meses de su publicación, esto es, el 11 de diciembre de 2.011.

Por ello, la revisión jurisdiccional del Acuerdo ahora impugnado no estaba sujeto al Orden Social, puesto que en la Disposición transitoria cuarta fija como elemento de atribución de la competencia el del momento en que se dicta la resolución, en los siguientes términos: "1. El orden jurisdiccional social conocerá de los procesos de impugnación de actos administrativos dictados a partir de la vigencia de esta Ley en materia laboral, sindical y de seguridad social, cuyo conocimiento se atribuye por la misma al orden jurisdiccional social.- 2. La impugnación de los actos administrativos en dichas materias, dictados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, continuará atribuida al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra actos administrativos en materia laboral, sindical y de seguridad social, con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, continuarán sustanciándose ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conforme a las normas aplicables a dicho orden".

Desde esta perspectiva temporal, como antes pudo verse, F… impugnó acertadamente el Acuerdo del Consejo de Ministros, de fecha 19 de agosto de 2.011, ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, una vez que se entendió desestimado por el transcurso de un mes sin resolución expresa, tal y como establece el art. 117.2 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el recurso de reposición previo al contencioso interpuesto el 27 de octubre de 2.011.

Ocurrió sin embargo que ese recurso de reposición facultativo se resolvió de manera expresa por nuevo Acuerdo del Consejo de Ministros de 18 de mayo de 2.012, notificado el 7 de junio, desestimándose íntegramente y confirmando en su totalidad la decisión anterior, con la particularidad de que en éste segundo Acuerdo se indicaba a la parte recurrente que frente al mismo cabía su impugnación ante el Orden Jurisdiccional Social, por aplicación del artículo 9.a) LRJS.

Es cierto que en el momento de resolverse el recurso de reposición previo al contencioso-administrativo ya se encontraba en pleno vigor el artículo 2. n) LRJS, pero la realidad es que la competencia para conocer del Acuerdo verdaderamente impugnado, el de fecha 19 de agosto de 2.011, firme cuando se interpuso el recurso contencioso-administrativo, es de ése Orden jurisdiccional, pues la resolución del recurso de reposición ratificando íntegramente un acto administrativo que había ya puesto fin a la vía administrativa, dado su carácter meramente instrumental, no tenía autonomía propia a efectos de su impugnación en un proceso diferente, ni podía proyectar sus efectos autónomos sobre la atribución de la competencia, que correspondía, como se ha razonado, al Orden Contencioso-Administrativo, que ya venía conociendo a través del oportuno recurso, la impugnación del Acuerdo originario del Consejo de Ministros.

De lo razonado se desprende que, de conformidad con el informe del Ministerio Fiscal, la jurisdicción social resulta incompetente para conocer las pretensiones de la demanda que dieron origen a las presentes actuaciones, atendiendo a las razones temporales descritas, lo que excluye cualquier eventual planteamiento por parte de la Sala sobre el alcance de la competencia por razón de la materia en el presente asunto, por lo que deberá efectuarse en ese sentido el correspondiente pronunciamiento, sin perjuicio de que, como ya ha ocurrido, se sostenga la pretensión ante la jurisdicción contencioso-administrativa“>.
�.- Se razonaba, en la citada STS/I 15-enero-2008, a favor de la competencia del orden jurisdiccional civil, que en el pleito, además de las empresas contratista y subcontratista estaban demandadas otras personas que no tenían relación laboral con la víctima del accidente, en concreto el técnico de la obra y la sociedad dueña de la obra, por lo que, si bien es cierto que se ha producido un incumplimiento del contrato de trabajo, al haber sido demandadas personas ajenas al mismo, debe declararse la competencia de la jurisdicción civil para conocer de la acción de responsabilidad interpuesta por la demandante por la muerte de su hijo; basándose en la “vis atractiva” de la jurisdicción civil ex art. 9.2 LOPJ, por lo que, al no poder dividirse la causa, esta “vis atractiva” afectará también a aquellos demandados que ostentaban una relación laboral con el trabajador fallecido. 





�.- Art. 9.4 LOPJ: “…Conocerán, asimismo, de las pretensiones que se deduzcan en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas y del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que se derive. Si a la producción del daño hubieran concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional. Igualmente conocerán de las reclamaciones de responsabilidad cuando el interesado accione directamente contra la aseguradora de la Administración, junto a la Administración respectiva.- También será competente este orden jurisdiccional si las demandas de responsabilidad patrimonial se dirigen, además, contra las personas o entidades públicas o privadas indirectamente responsables de aquéllas”.





�.- Art. 76 Ley 50/1980: “El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa contra el asegurador para exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar, sin perjuicio del derecho del asegurador a repetir contra el asegurado, en el caso de que sea debido a conducta dolosa de éste, el daño o perjuicio causado a tercero. La acción directa es inmune a las excepciones que puedan corresponder al asegurador contra el asegurado. El asegurador puede, no obstante, oponer la culpa exclusiva del perjudicado y las excepciones personales que tenga contra éste. A los efectos del ejercicio de la acción directa, el asegurado estará obligado a manifestar al tercero perjudicado o a sus herederos la existencia del contrato de seguro y su contenido”.





�.- Art. 2.d) LRJS: “d) En relación con el régimen profesional, tanto en su vertiente individual como colectiva, de los trabajadores autónomos económicamente dependientes a que se refiere la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, incluidos los litigios que deriven del ejercicio por ellos de las reclamaciones de responsabilidad contempladas en el apartado b) de este artículo”.





�.- Art. 2.f LRJS: “f) Sobre tutela de los derechos de libertad sindical, huelga y demás derechos fundamentales y libertades públicas, incluida la prohibición de la discriminación y el acoso, contra el empresario o terceros vinculados a éste por cualquier título, cuando la vulneración alegada tenga conexión directa con la prestación de servicios; sobre las reclamaciones en materia de libertad sindical y de derecho de huelga frente a actuaciones de las Administraciones públicas referidas exclusivamente al personal laboral; sobre las controversias entre dos o más sindicatos, o entre éstos y las asociaciones empresariales, siempre que el litigio verse sobre cuestiones objeto de la competencia del orden jurisdiccional social, incluida en todos los supuestos de este apartado la responsabilidad por daños; y sobre las demás actuaciones previstas en la presente Ley conforme al apartado 4 del artículo 117 de la Constitución Española en garantía de cualquier derecho”.
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